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Resumen 

 

Los tratados internacionales de derechos humanos consagran obligaciones que los 

Estados deben cumplir. Así, en materia de derechos económicos, sociales y culturales, se ha 

consagrado el principio de progresividad. Este principio implica que el cumplimiento del 

contenido de los DESC debe cumplirse de forma progresiva, y teniendo en cuenta la 

disponibilidad de recursos económicos del Estado. Sin embargo, la Constitución ecuatoriana 

del 2008 marcó una tendencia diferente al establecer que todos los derechos serán justiciables; 

y que, bajo circunstancias determinadas, las personas afectadas por violaciones a sus 

derechos, podrán interponer acciones de protección en contra de agentes privados.  

 

En este sentido, se cuestiona la posibilidad de que los DESC sean justiciables frente a 

agentes del sector privado; y así, que éstos se vean obligados, por sentencia emitida por un 

juez nacional, a cumplir con el contenido de los DESC. Esta situación tiene total cabida para 

el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, por la determinación de la 

responsabilidad internacional de agentes privados, en donde estos pueden verse obligados por 

sentencia a cumplir con el contenido mínimo de un DESC, sin que sea necesario que el juez 

tenga en cuenta el principio de progresividad para tal efecto.  
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Abstract 

 

International human rights treaties embody obligations that States must comply. In 

economic, social and cultural rights, has enshrined the principle of progressiveness. This 

principle implies that compliance with the contents of ESCR progressively be met, taking into 

account the financial resources of the State that are available. However, the Ecuadorian 

Constitution of 2008 marked a different trend by establishing that all rights are justiciable; 

and that under certain circumstances, persons affected by violations of their rights, protective 

actions may be brought against private actors.  

 

In this sense, the possibility that ESCR could be justiciable against private actors is 

questioned; and so they are forced, by ruling of a national court to comply with the content of 

ESCR. This situation has full scope for the International Law of Human Rights, for the 

determination of the international responsibility of private actors, where they may be forced to 

comply with the minimum content of an ESC, without requiring the court to have regard to 

the principle of progressive purpose. 
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Introducción  

A partir de la Segunda Guerra Mundial ha surgido la doctrina del neo-constitucionalismo. 

Uno de los máximos exponentes de esta escuela es Luigi Ferrajoli. Juristas como Pedro 

Salazar, hicieron referencia a la propuesta de este autor antes mencionado. Conforme los 

análisis de Salazar, un Estado democrático debía regirse por los siguientes elementos: 

a) la vigencia de constituciones escritas consideradas como normas supremas y 

caracterizadas por su rigidez; b) un amplio catálogo de derechos fundamentales (las más de 

las veces contenidos a través de formulaciones de principios susceptibles de ser 

interpretados); c) principio de separación de poderes; d) mecanismos de control y garantía 

constitucionales en manos de tribunales especializados (Cortes o Tribunales 

constitucionales) y; e) constitucionalización de las instituciones y reglas propias de la forma 

de gobierno democrática
1
. 

 

Esta doctrina implica, que “la ley haya dejado de ser la fuente principal (y casi única) del 

derecho y que la ley haya quedado subordinada formal y materialmente a la Constitución”
2
, 

en donde toda institución del Estado también debe estar sometida a la Carta Suprema. En 

relación al catálogo de derechos que la Constitución debe reconocer, estos se colocarían en 

una situación de jerarquía superior al resto de las normas y decisiones jurídicas. De esta 

forma, para el neo-constitucionalismo, “los derechos fundamentales se convierten en el 

criterio básico de justicia”
3
. Esto nos lleva a considerar que es necesaria la denominada 

justicia constitucional de los derechos fundamentales de las personas, en vista que “la justicia 

del neo-constitucionalismo exige mantener que los derechos fundamentales no admiten 

restricciones y que toda conducta realizada ilícitamente al amparo de un derecho fundamental 

merece protección”
4
.   

   

 Esta doctrina ha consagrado ciertas garantías que debe tener una Constitución. Las 

denominadas garantías constitucionales son “todos aquellos instrumentos que, en forma 

                                                 
1

Salazar, Pedro. El Grantismo y el Neoconstitucionalismo frente a frente México: Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2011, pág. 1.http://www.juridicas.unam.mx/wccl/ponencias/13/239.pdf. 

(acceso 23/09/14).  

2 
Id., pág. 2 

3
 Antonio Martínez y Tomás de Domingo. Los derechos fundamentales en el sistema constitucional. 

Granada: Editorial COMARES, 2011. Pág. 20 

4
 Id., pág. 21 

http://www.juridicas.unam.mx/wccl/ponencias/13/239.pdf
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expresa o implícita, están establecidos por la Ley Fundamental para la salvaguarda de los 

derechos constitucionales y del sistema constitucional”
5

. Doctrinarios como Badeni o 

Ferrajoli han dividido estas garantías en normativas, jurisdiccionales e institucionales. Las 

primeras pueden ser entendidas como las garantías que brindan protección a los derechos de 

las personas, y que se encuentran en la Constitución
6
. Las garantías jurisdiccionales son “vías 

de carácter judicial establecidas por la Constitución  y sus leyes reglamentarias para hacer 

efectivas las libertades, derechos y restantes garantías que se les reconoce a los individuos y 

grupos sociales”
7
. Estas son varias, entre las más importantes están las acciones de protección, 

el hábeas corpus, hábeas data, la acción extraordinaria de protección, la acción de 

inconstitucionalidad, entre otras. Finalmente, las garantías institucionales sirven para fijar la 

actuación del Estado, actuaciones que están regidas por la Constitución
8
. Estas “comprenden 

también las llamadas políticas, tales como la separación de poderes, renovación y elegibilidad 

de los magistrados”
9
.  

  

Nuestra legislación no se ha apartado de esta tendencia de establecer las garantías antes 

mencionadas en su Constitución. En materia de este análisis, conviene enfocarse en la acción 

de protección como garantía jurisdiccional. Esta “tiene por objeto proteger los derechos 

reconocidos por la Constitución”
10

. La acción de protección, como proceso constitucional:  

Se contempló [en una de las primeras ocasiones] en la Constitución del Estado de 

Yucatán, México, de 1841, en donde se facultaba expresamente al Tribunal Superior de 

                                                 
5 Badeni, Gregorio. Manual de Derecho Constitucional. Buenos Aires: La Ley, 2001. Pág. 665.  
6 
Son varias las garantías normativas, estas pueden ser: la seguridad jurídica, irretroactividad de la ley penal, 

civil administrativa, laboral, etc., el debido proceso legal, el juicio previo, principio de legalidad, la publicidad 

del proceso judicial, la tipificación de conductas delictivas, el non bis in idem, la cosa juzgada, la prescripción, la 

celeridad y la denegación de justicia, intervención del juez natural, el derecho de acción, derecho a la defensa, 

ofrecimiento y producción de prueba, declaración contra sí mismo, prueba obtenida ilegalmente, presunción de 

inocencia, sentencia conforme a derecho, motivación, derecho a segunda instancia, entre otras. Vid. Badeni, 

Gregorio. Manual de Derecho Constitucional. Buenos Aires: La Ley, 2001. Págs. 665-736.   
7 
Id., pág. 741. 

8 
Estas pueden ser: Estado de sitio y sus implicaciones, los derechos y garantías que no se suspenden, 

control de razonabilidad, arresto y traslado de personas, derecho de opción, regulación constitucional, estados de 

emergencia y orden constitucional, ley marcial, régimen de emergencia y facultades extraordinarias, emergencia 

económica, actos de fuerza, derecho de resistencia, ética pública, etc.  Vid. Badeni, Gregorio. Manual de 

Derecho Constitucional. Buenos Aires: La Ley, 2001. Pág. 787- 822.     
9 
Zarini, Helio. Derecho Constitucional. Buenos Aires: ASTREA, 1999. Pág. 584 

10 
Badeni, Gregorio. Manual de Derecho Constitucional. Buenos Aires: La Ley, 2001. Pág. 742 
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Justicia para “amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección, contra las 

leyes, decretos de la legislatura que sean contrarios a la Constitución”
11

.  

 

La Constitución del Ecuador, en su artículo 88, ha establecido a la acción de protección 

como medida para la realización de justicia en materia de derechos fundamentales, mediante 

“el amparo directo y  eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución”
12

. A su vez, se 

promulgó la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante 

la Ley o LOGJCC) para desarrollar una normativa clara para la protección de las personas 

frente a violaciones de sus derechos inherentes. Esta normativa reitera la intención de dar un 

“amparo eficaz e inmediato de los derechos reconocidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos”
13

. Cabe recalcar entonces, que la acción 

de protección es un recurso judicial, que puede emplear toda persona para proteger 

vulneraciones a sus derechos y obtener una reparación. 

  

 Toda vez que se ha establecido a la acción de protección como un proceso judicial que 

sirve para la defensa de derechos fundamentales, siendo estos definidos como “aquel ámbito 

de la personalidad […] que la Constitución reconoce como digno de protección”
14

, se vuelve 

importante señalar que, tanto nivel internacional como doctrinal, se han distinguido distintos 

tipos de derechos humanos. Estos se encuentran reconocidos en instrumentos internacionales 

y en las constituciones nacionales para su debida protección. Dentro de estas distinciones, 

podemos diferenciar a los derechos civiles y políticos (en adelante DCP), de los derechos 

económicos, sociales y culturales (en adelante DESC).  

  

 Se han fijado ciertas diferencias entre estos derechos. Las más importantes son su 

exigibilidad, las obligaciones estatales que estos implican, su contenido, entre otros. Se ha 

dicho que los DCP comportan obligaciones de abstención y no requieren la erogación de 

                                                 
11 

 Ferrer, Eduardo. Acción de Tutela y Derecho Procesal Constitucional. Bogotá: Ediciones Doctrina y Ley 

LTDA, 210. Pág. 270 
12

 Constitución de la República del Ecuador. Artículo 88. Registro Oficial No. 44 del 20 de octubre de 

2008.  

13
 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Artículo 6. Registro Oficial No. 52 

del 22 de octubre del 2009.  

14
 Antonio Martínez y Tomás de Domingo. Los derechos fundamentales en el sistema constitucional.  Óp. 

cit., pág. 24  
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recursos económicos
15

. En lo que respecta a los DESC, cierta parte de la doctrina no los 

considera como derechos, sino como políticas públicas; o los considera como derechos que no 

son exigibles o justiciables, en vista de que su cumplimiento debe cumplirse tomando en 

cuenta el desarrollo de esa Nación y su disponibilidad de recursos económicos en virtud del 

principio de progresividad
16

. 

 

Efectivamente para el cumplimiento de los DESC debe tomarse en cuenta el principio de 

progresividad. En palabras de Parra, Villanueva y Martin, “las obligaciones de cumplimiento 

progresivo son aquellas que dependen de la disponibilidad de recursos de los Estados”
17

. Esto 

importa obligaciones positivas de hacer para con los Estados, quienes con el paso del tiempo 

deberán cumplir con los DESC. A pesar de todo, en este estudio se demostrará cómo las 

diferencias entre estos tipos de DDHH son mínimas, que los DESC si deben ser considerados 

derechos y son justiciables. 

 

 En materia de DESC es aplicable el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (en adelante PIDESC), así como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (en adelante la Convención o CADH), y el Protocolo adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador. Estos son los principales instrumentos que 

regulan las obligaciones para los Estados que suscribieron estos instrumentos en materia de 

DESC. Estos instrumentos normalizan las obligaciones en materia de derechos económicos, 

sociales y culturales, como la de abstención, no discriminación o de respeto.
18

 No obstante, lo 

importante para este análisis, es el principio de desarrollo progresivo antes mencionado, 

mismo que es consagrado por estos instrumentos, y que va de la mano de la disponibilidad de 

los recursos económicos de los Estados para su cumplimiento. Esto, en vista que “el PIDESC 

otorga a los Estados un amplio margen de discreción en el uso de los medios que crean 

                                                 
15 

Vid. Hayek, Friedrich. Law, Legislation and Liberty. Londres: 1976, vol. 2, cap. 9. Al respecto el autor 

expreso que los derechos civiles y políticos sólo importan obligaciones negativas.  
16 

 Vid. Molina, Gerardo. Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Bogotá: Kimpres, 2009. Pág. 62  
17

 Parra, Oscar, et al. Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. San 

José: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2008. Pág. 147  

        
18

 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).  
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apropiados para alcanzar los objetivos en él establecidos”
19

. Por estos motivos, se podría 

concluir que gran parte de la exigibilidad material de los derechos económicos, sociales y 

culturales depende del presupuesto de una nación.     

  

 La Constitución del Ecuador reconoce una amplia gama de DESC en su capítulo de 

derechos del buen vivir
20

. Además, nuestra Constitución ha dispuesto que todos los derechos 

serán justiciables y de inmediata aplicación
21

. Así, la justiciabilidad de los derechos 

reconocidos en la Constitución puede alcanzarse mediante acciones de protección. 

Relacionado con el sujeto pasivo dentro de las acciones de protección, nuestra Constitución 

establece que dichas acciones podrán interponerse contra personas jurídicas o naturales del 

sector privado. Pero, habiéndose manifestado que el cumplimiento material de estos derechos 

se relaciona estrictamente con la disponibilidad de recursos de una nación, y siendo un Estado 

el garante de las obligaciones en materia de DESC hacia las personas, ¿podrá ser exigido el 

cumplimiento material de los DESC frente a agentes del sector privado? 

  

 Tomando en cuenta los factores antes mencionados nace la duda que busca aclararse 

mediante esta investigación. Esta consiste en determinar si los agentes privados pueden ser 

responsables por vulneraciones a los DESC, cuando se ha considerado que son los Estados 

quienes asumen dicha responsabilidad. Y, en caso de que fuera posible tal situación ¿cómo 

debe interpretar el juez al principio de progresividad, y cómo debe ordenar una reparación? 

 

En el presente estudio se demostrará cómo los agentes privados pueden ser responsables 

por violaciones a los DDHH
22

. En este sentido, la posibilidad de que se interpongan acciones 

de protección frente a agentes privados es una manifestación de las obligaciones que los 

Estados asumen en virtud de los DESC, para proteger a las personas y garantizar el goce y 

ejercicio de sus derechos inherentes en plano interno.  

  

                                                 
19

 Parra, Oscar, et al. Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Óp. cit., 

pág. 62  

20
Constitución de la República del Ecuador. Óp. cit., capítulo II.  

21 
Id., artículo 11.  

 
22

 Corte IDH. Caso: Velásquez Rodríguez, párr.173; Juan Humberto Sánchez, párr. 81. Igualmente, en 

Maritza Urrutia, párrs. 71 y 72, y Tibi, párr. 108. 
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 De esta forma el juez tiene la obligación de resolver una acción de protección 

interpuesta frente a privados y que busca la reparación de un DESC vulnerado. La reparación 

de la autoridad judicial, toda vez que se ha verificado la vulneración del derecho protegido, 

debe ser direccionada a que este particular cumpla con el contenido básico y esencial del 

DESC vulnerado, en donde el juez deberá tomar en cuenta el principio de progresividad al 

tomar su decisión.  

 

Este estudio se abordará de la siguiente forma. En el primer capítulo se estudiarán 

generalidades sobre los derechos humanos. Se analizará el fundamento de los DDHH, el 

concepto y evolución normativa de los DESC, pasando a abordar los principales tratados de 

derechos humanos, junto con la forma de interpretarlos y las obligaciones que estos importan. 

También se analizarán las obligaciones, tanto generales como específicas, que asume un 

Estado en virtud de los DESC. Finalmente, se expresará cómo las supuestas diferencias entre 

DCP y DESC son mínimas y no implican que los DESC no sean justiciables, en virtud de que 

“los DESC son derechos humanos de igual importancia que los llamados derechos civiles y 

políticos”
23

. 

 

Toda vez que se especificará cómo la ausencia de diferencias entre DCP y DESC permite 

la justiciabilidad de los últimos, se detallará en el segundo capítulo cómo se logra la 

justiciabilidad de los DESC a nivel internacional y nacional. Finalmente, en el último capítulo 

de este estudio, se fundamentará la justiciabilidad de los DESC frente a privados. Se explicará 

la responsabilidad de éstos frente a los derechos humanos, cómo debe interpretar el juez 

nacional al principio de progresividad y disponibilidad de recursos económicos, y la 

posibilidad de que un agente del sector privado sea obligado, a través de una reparación 

integral, a cumplir con el contenido básico y esencial del DESC vulnerado a favor de la 

víctima.  

 

 

  

                                                 
23

 Parra, Oscar, et al. Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. San 

José: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2008. Pág. 23 
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Capítulo 1 Nociones Generales sobre los Derechos Humanos 

 

Dentro de este capítulo se hará referencia al fundamento de los Derechos Humanos, 

tendiente a demostrar la importancia de los mismos, así como los tipos de derechos humanos 

y el concepto de los derechos económicos, sociales y culturales. De igual forma se hará 

referencia a los principales tratados que consagran estos derechos así como la forma de 

interpretarlos. Posteriormente se indicarán las obligaciones que asumen los Estados para que 

las personas puedan ejercer sus derechos humanos. Finalmente se establecerá cómo las 

distinciones entre aquellos son mínimas y no implican que los DESC no sean justiciables.   

 1.1 Fundamento y distinción de los Derechos Humanos 

 

Los Derechos Humanos son de importancia trascendental dentro de cualquier 

sociedad, y con el paso del tiempo su importancia ha venido tomando fuerza
24

. Estos han 

sido definidos como “aquellas facultades o atributos que poseen todos los seres humanos 

sin excepción alguna, por la sola razón de su pertenencia al género humano”
25

.  En el 

mismo sentido, autores como Gil de la Torre, han manifestado que “los derechos humanos 

nacen con el hombre mismo, le son propios por el sólo hecho de ser, de existir”
26

. Dentro 

de las características de los DDHH, encontramos que se tratan de derechos universales, 

inherentes, inalienables, imprescriptibles e irrenunciables
27

, y son  exigibles en beneficio 

de cualquier persona por la sola verificación de su condición humana.  

 

                                                 
24 

Una de las primeras manifestaciones escritas del reconocimiento de los derechos humanos son la Bill of 

Rights inglesa de 1869, la Declaración de los Derechos de Virginia de EEUU del año 1776 y la Declaración de 

los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1783.  
25

 Contreras, Miguel. Diez Temas de Derechos Humanos. Toluca: Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de México, 2002. Pág. 99  

26
 Gil de la Torre, Héctor. Derechos Humanos: Dignidad y Conflicto. México: Universidad Iberoamericana, 

1996.  Pág. 97 

27 
Los derechos son entonces universales debido a su aplicación general a todo ser humano sin distinción 

alguna. Inherentes o innatos son los DDHH en virtud de que le pertenecen al ser humano por su sola calificación 

de persona humana.  Inalienable implica que ni Estado ni la persona titular de DDHH pueden disponer de sus 

derechos humanos o negociarlos, situación que se aplica también a su característica de irrenunciables. 

Imprescriptibles se entiende que todo derecho humano son para toda la vida, sin tener caducidad alguna. Vid. 

Amnistía Internacional. Características de los Derechos Humanos. 

http://www.amnistiacatalunya.org/edu/es/historia/dh-caracteristicas.html. (acceso 15.19.14) 

http://www.amnistiacatalunya.org/edu/es/historia/dh-caracteristicas.html
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Los DDHH son reconocidos por los Estados a través de instrumentos internacionales, 

o a través de su normativa interna. La finalidad del reconocimiento de estos derechos:  

[N]o es la satisfacción de intereses propios y recíprocos de los Estados [su finalidad 

es] salvaguardar un bien común, que se impone con carácter de orden público, y que 

consiste en la tutela de los derechos y libertades fundamentales de las personas que se 

encuentren bajo su jurisdicción
28

.  

 

Por tanto, la finalidad del reconocimiento de estos derechos consiste en alcanzar el 

bien común de toda persona, en donde el Estado reconoce estos derechos como medio para 

alcanzar dicho fin.  

  

En virtud de que “los derechos humanos se basan en la dignidad del ser humano”
29

, es 

importante señalar que la finalidad misma de aquellos también consiste en “garantizar la 

integridad de la persona [y] las condiciones necesarias para que la persona pueda 

desarrollarse libremente [y] que los pueblos puedan decidir libremente su destino y los 

medios para alcanzarlo”
30

. Por tanto, la finalidad de estos derechos también se basa en 

proteger al ser humano y permitir su libre desarrollo y autodeterminación.  

 

De igual manera, dentro de los principales instrumentos internacionales en esta 

materia, como la Declaración Universal de los DDHH (en adelante DUDH), se puede 

encontrar la finalidad del reconocimiento de estos derechos, cuando reafirma:  

[L]a fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la 

persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres; y se han declarado 

resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto 

más amplio de la libertad
31

. 

  

 

En el mismo sentido, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante 

CADH) manifiesta en su preámbulo que se debe cumplir con “el ideal del ser humano 

libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona 

gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 

                                                 
28

 Casa, Jesús. Los Derechos Humanos y su protección. Caracas: Universidad Católica Andrés Bello, 2007. 

Pág. 27  

29
 León, Carolina. La Interpretación de los Derechos Fundamentales según los Tratados Internacionales 

sobre Derechos Humanos. Óp. cit., pág.15 

30
 Gil de la Torre, Héctor. Derechos Humanos: Dignidad y Conflicto. Óp. cit., pág. 97 

31
 Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948). Preámbulo. 
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civiles y políticos
32

”. Por tanto, en base a estos instrumentos se puede apreciar que la 

intención de los DDHH es la de proteger la dignidad del ser humano así como buscar 

igualdad, progreso social y libertad.  

 

Es importante señalar que, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante la Corte o CoIDH) también se ha manifestado al respecto. Este 

órgano señaló que los Derechos Humanos “tienen como fundamento los atributos de la 

persona humana”
33

, expresando así, la importancia de la existencia de los DDHH para 

beneficiar al ser humano. En el mismo sentido, la CoIDH ha manifestado que los derechos 

humanos: 

[S]e inspiran en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser 

humano); están dotados de mecanismos específicos de supervisión; se aplican de 

conformidad con la noción de garantía colectiva; consagran obligaciones de carácter 

esencialmente objetivo; tienen una naturaleza especial, que los diferencia de los demás 

tratados, los que regulan intereses recíprocos entre los Estados Partes; y su objeto y fin 

son la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos, 

independientemente de la nacionalidad de éstos, tanto frente a su propio Estado como 

frente a los otros Estados contratantes
34

. 

 

 

Toda vez que se conoce el fundamento de los DDHH, conviene expresar que ha existido 

una tendencia para diferenciarlos, lo que ha conllevado a la creación de diferentes ‘tipos’ de 

derechos. Así, se los ha dividido entre los derechos civiles y políticos como el derecho a la 

vida, libertad, integridad, al voto etc.; los económicos, sociales y culturales como la 

educación, trabajo, seguridad social, salud etc.; y los de las nuevas generaciones como los de 

la ciencia y tecnologías, de los consumidores, del medio ambiente, calidad de vida. Esta 

barrera ha sido marcada a través de la historia
35

 y por instrumentos internacionales que los 

diferenciaron. Esto conllevó también, a la creación de distinciones entre estos derechos en 

virtud del contenido de los mismos y las obligaciones que cada derecho importa.  

                                                 
32

 Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969). Preámbulo.  

            33 
Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Óp. cit., párr. 144.  

        
34

 Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein vs. Perú. Competencia. Sentencia de 24 de noviembre de 1999.Serie C 

No. 54, párr.42.  

35
 Las categorías entre estos derechos fueron propuestas en el libro de Karel Vasák Pour une troisième 

génération des droits de l’homme. En donde se estipula que los derechos civiles y políticos nacen por la 

concepción de una gama de derechos fundamentales del hombre y del ciudadano de corte liberal e individualista; 

la segunda categoría nace por la Constitución de Querétaro y la de Weimar; y la tercera que contiene el derecho 

a la paz, al desarrollo, a la libre determinación de los pueblos, a un medio ambiente sano, entre otros.  
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Por tanto, para materia de ese análisis, conviene hacer una conceptualización de los 

DESC, así como realizar una explicación de las razones históricas de su separación a través de 

instrumentos internacionales, en especial con los derechos civiles y políticos.  

1.1.1 Concepto de los DESC  

 

Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales son derechos humanos que han sido 

“vinculados a la satisfacción de las necesidades básicas de las personas en ámbitos como el 

trabajo, la alimentación, la salud, la vivienda, la vivienda, la seguridad social, la educación, la 

cultura, el agua y el medio ambiente”
36

. Por su calificación de derechos humanos, se puede 

aclarar que los DESC “emanan de la dignidad esencial del ser humano, constituyen un ideal 

común de la humanidad, pertenecen a todos los miembros de la familia humana y son 

reclamables al Estado, obligado a su promoción y protección”
37

. Estos derechos también son 

una manifestación de:  

Las exigencias de los valores de dignidad, igualdad y de solidaridad humana, buscando 

superar las desigualdades sociales, generando el derecho de participar en los beneficios de la 

vida social, o al menos a un mínimo vital compatible con la dignidad humana a través de 

derechos y prestaciones brindas directa o indirectamente por los poderes públicos
38

. 
 

Se ha dicho que “los DESC tienden a reducir las desigualdades y asimetrías que existen 

entre los miembros de la sociedad y, por lo tanto, juegan un papel clave en asegurarles una 

igualdad sustantiva”
39

. En el mismo sentido, se expresó que los DESC “tienden a garantizar, 

como proyección de igualdad material (…) que las necesidades básicas de todos los 

ciudadanos se encuentren cubiertas”
40

. Así, el Estado se obliga “a hacer y a destinar recursos 

para la realización progresiva de estos derechos que hacen al pleno desarrollo de la persona 

                                                 
36  

Arely Sandoval y Carlos De la Torre. Los derechos económicos, sociales y culturales: exigibles y 

justiciables. México: PIDHDD, ONU-DH México, 2010. Pág. 9 
37 Garretón, Roberto. “La sociedad civil como agente de promoción de los derechos económicos, sociales y 

culturales”. Estudios básicos de derechos humanos. Picado, Sonia, Cançado, Antonio y Cuéllar, Roberto 

(Coords). San José: IIDH, 1996. Pág. 55  
38  

Arango, Rodolfo. El concepto de derechos sociales fundamentales. Bogotá: Editorial Legis, 2005. Pág. 

37
  

39 Arely Sandoval y Carlos De la Torre. Los derechos económicos, sociales y culturales: exigibles y 

justiciables.  Óp. cit., pág.10 
40 

Escobar, Guillermo. Introducción a la teoría jurídica de los derechos humanos. Madrid: Trama Editorial, 

2005. Pág. 58  
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humana”
41

.  

 

Estas afirmaciones están en lo correcto, pero, los DESC también buscan una igualdad 

formal. Esto en virtud de la obligación de adopción de medidas legislativas que asumen los 

Estados con respecto de los DESC y que se analizará más adelante. También, porque estos 

derechos contienen dos tipos de libertades: la libertad frente al Estado y la libertad a través del 

Estado
42

. La libertad a través del Estado es una expresión de la obligación positiva del Estado 

en virtud de los DESC. En lo que respecta a la libertad frente al Estado, esta implica la 

protección frente a actuaciones ilegítimas del Estado, es una manifestación de la igualdad 

formal que se debe alcanzar en relación con los DESC.  

1.1.2 Evolución de los DESC 

 

Toda vez que se conocen ciertas manifestaciones que han pretendido definir a los DESC y 

a sus implicaciones, conviene referirse al origen y desarrollo normativo de aquellos. Unos de 

los más remotos orígenes de los DESC en Oriente se encuentran en la India milenaria, en 

donde el influjo de Manú y Buda defendía 5 derechos básicos. Estos eran la “liberación de la 

violencia, la liberación de la miseria, la liberación de la explotación, la liberación de la 

violación y la deshonra y la liberación de la enfermedad y muerte tempranas”
43

.  

 

En relación al origen de los DESC en Occidente, a finales de los años 1700, surgió la 

Declaración de Virginia en EEUU como una importante manifestación en lo que respecta a 

los DESC. También, la Revolución francesa marcó un hito importante al respecto. En ese 

entonces “el individuo y la sociedad llana estaban supeditados a la voluntad del soberano 

autocrático y a aquello que, dentro de lo que éste se veía obligado a admitir o permitía”
44

. 

Bajo este contexto, se dio la Revolución Francesa, en donde se impuso el racionalismo y su 

                                                 
41 

 Saettone, Mariella. “El Estado de Derecho y los derechos económicos, sociales y culturales de la persona 

humana”. Revista IIDH Vol. 40. Pág. 136 
42 

Así por ejemplo el derecho a una vivienda adecuada implica que una persona no puede ser desalojada 

forzosamente por agentes estatales así como el derecho a recibir asistencia estatal para el acceso a una vivienda.   
43 

Guzmán, Marco. Los Derechos Humanos en especial los Económicos, Sociales y Culturales. Quito: 

Editorial Universitaria, 2003. Pág. 27 
44 Guzmán, Marco. Los Derechos Humanos en especial los Económicos, Sociales y Culturales. Óp. cit., 

Pág. 28 
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manifestación política. Así, el liberalismo echó abajo el régimen absolutista, y se consagró 

una “limitación de poderes absolutos de los monarcas y de reconocimiento a derechos 

esenciales de los individuos, como seres humanos”
45

. De esta forma se adoptó la Declaración 

de Derechos del Hombre y del Ciudadano de Versalles; así como un nuevo Estado Liberal en 

donde se daba importancia a derechos como el trabajo, educación disfrute de la propiedad. A 

pesar de esto, en ese entonces los DESC seguían teniendo un segundo plano ya que la 

importancia primordial recaía en los derechos civiles y políticos. 

 

Posteriormente, entraron en vigencia dos instrumentos normativos que consagraron 

derechos económicos, sociales y culturales. Se trata de la Constitución mexicana de Querétaro 

de 1917 y la Constitución alemana de Weimar de 1919. Estas fueron “las primeras en dar 

énfasis a los derechos económicos sociales y culturales”
46

. Esta última, aparte de reconocer a 

los DESC, marcó una tendencia importante al imponer que las normas de Derecho 

Internacional sean parte de la legislación interna de cada nación. Otra consagración de los 

DESC, se dio “con la revolución de octubre socialista [que creó la Unión Soviética, así 

como], una nueva generación de derechos del ciudadano: los derechos económicos, sociales y 

culturales”
47

. De esta forma surgió la Constitución rusa de 1918, misma que “acogió la 

declaración de los pueblos trabajadores y explotados, adoptada por el Congreso Pan-ruso de 

los sóviets”
48

.  

 

Algunos años después, cuando la Segunda Guerra Mundial terminó, “se dejó notar una 

vigorosa tendencia al reconocimiento y protección de los derechos humanos”
49

. Por tanto, se 

decidió adoptar la Carta de la Organización de las Naciones Unidas el 26 de junio de 1945, 

                                                 
45 

Id., pág. 29 
46 Id., pág. 48 
47  

Szabo, Imre. “Fundamentos históricos de los derechos humanos y desarrollos posteriores”. Las 

dimensiones internacionales de los derechos humanos. Vasak, Karel (Coord). Barcelona: Ediciones Serban S.A. 

1984. Pág. 47  
48 Guzmán, Marco. Los Derechos Humanos en especial los Económicos, Sociales y Culturales. Óp. cit., 

pág. 48 
49 Guzmán, Marco. Los Derechos Humanos en especial los Económicos, Sociales y Culturales. Óp. cit., 

pág. 53 
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para luchar por el desarrollo de los DDHH
50

. En ese sentido, cuando dicho instrumento fue 

adoptado, su preámbulo estableció que se debe:  

[R]eafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de 

la persona humana, en la igualdad de los derechos del hombres y mujeres y de las naciones 

grandes y pequeñas, así como a la resolución de promover el progreso social y elevar el nivel 

de vida de los hombres dentro de un concepto más amplio de libertad
51

.  

 

En relación con los DESC, el artículo 62 de dicha Carta estableció la creación del 

Consejo Económico y Social e instauró sus funciones con miras a la protección de aquellos. 

Pero, el problema de la Carta antes mencionada, recae en que no se establecieron cuáles eran 

los derechos humanos protegidos, ni civiles y políticos, ni económicos, sociales o culturales. 

  

En consecuencia, se incrementó la necesidad de que surja un instrumento que contenga 

derechos inherentes al ser humano. Como resultado, se adoptó la Declaración Universal de 

Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948. Este instrumento sí consagró DESC. Estos 

estaban relacionados con el matrimonio y familia, propiedad, reunión y asociación, seguridad 

social, trabajo, realización en condiciones salubres, seguras y dignas, remuneraciones 

equitativas y no discriminatorias, sindicatos, descanso, nivel de vida adecuado, salud, 

bienestar, educación y cultura
52

. A su vez, a nivel interno, las Constituciones de ese entonces 

dieron un gran paso. Estas reconocieron, expresa o tácitamente, la superioridad del derecho 

internacional sobre las disposiciones del derecho interno
53

.  

 

El reconocimiento de derechos fundamentales a nivel interno, a la par con el surgimiento 

del neo-constitucionalismo, implicó que los derechos humanos adquieran una vital 

importancia. Así, surgieron Constituciones con amplios catálogos de derechos
54

 que “no se 

limitan a establecer competencias o a separar a los poderes públicos, si no que contienen altos 

                                                 
50  

Otra de las finalidades de esta Carta era la de redactar un instrumento que suceda a la Liga de las 

Naciones. Vid. Szabo, Imre. “Fundamentos históricos de los derechos humanos y desarrollos posteriores”. Las 

dimensiones internacionales de los derechos humanos. Óp. cit., pág. 51 
51

 Id., pág. 62 
52 Vid.  Declaración Universal de Derechos Humanos (1948). Artículos 16, 17, 20, 22, 23, 24, 25, 26, 27  
53  Fix-Zamudio, Héctor. “El derecho internacional de los derechos humanos en las Constituciones 

latinoamericanas y en la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Revista Latinoamericana de Derecho 

Año I, núm. 1, enero-junio. (2004). Pág. 143 
54 

 Vid. Constitución italiana de 1947, constitución alemana de 1949, constitución española de 1978.  
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niveles de normas “materiales” o sustantivas que condicionan la actuación del Estado”
55

. Esta 

tendencia está fuertemente relacionada con el Derecho Internacional de los DDHH, en virtud 

de que el neo-constitucionalismo implica que la actuación del Estado debe ser mediante 

medidas positivas a favor de las personas y deben garantizar el goce y ejercicio de sus 

derechos. Por eso, son las propias Constituciones las que se remiten a esta tendencia 

internacional, ya que el neo-constitucionalismo “sitúa el respeto a la dignidad humana y a sus 

derechos fundamentales como pilar axiológico sobre el que descansa todo ordenamiento 

jurídico”
56

. Por tanto, la aplicación del Derecho Internacional de los DDHH resulta 

indispensable en un Estado que se maneja bajo el actual neo-constitucionalismo, así como en 

cualquier sistema constitucional y democrático.  

 

En el sistema universal, se pugnó por crear un cuerpo normativo que desarrolle más a los 

derechos contenidos en la Declaración Universal, y que contenga tanto a derechos civiles y 

políticos como económicos, sociales y culturales en un solo instrumento. Esto, porque en ese 

entonces “existía el reconocimiento generalizado de que los derechos económicos, sociales y 

culturales estaban íntimamente relacionados con los derechos civiles y políticos, y por ello 

debían quedar establecidos en el mismo documento”
57

. La Asamblea de la ONU estaba en un 

comienzo de acuerdo con realizar un solo Pacto, incluso, en una de sus Resoluciones 

estableció que  “el disfrute de las libertades civiles y políticas y el de los derechos 

económicos, sociales y culturales son interdependientes”
58

 . Bajo este supuesto, la Asamblea 

General de la ONU “solicitó elaborar un único Pacto o Convención que desarrollara derechos 

específicos y sus límites, complementando así los principios generales y estándares en 

derechos humanos de la DUDH”
59

. 

 

 Sin embargo, tras largos debates sobre la inclusión de los DESC en un solo instrumento, 

                                                 
55 

 Carbonell, Miguel. Neoconstitucionalismo y derechos fundamentales. Quito: Cevallos, 2010. Pág.24 
56  

 De Domingo, Tomás. “La Drittwirkung de los Derechos Fundamentales: Una Alternativa al 

Conflictivismo”. Los Derechos Fundamentales en el Derecho Constitucional. Granada: Editorial Comares, 

2011. Pág.108. 
57   

Szabo, Imre. “Fundamentos históricos de los derechos humanos y desarrollos posteriores”. Las 

dimensiones internacionales de los derechos humanos. Óp. cit., pág. 61  
58 

 Vid. Asamblea General de la ONU. Resolución 543 (VI). Resolución del 5 de febrero de 1952.  
59 Parra, Oscar, et al. Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. San 

José: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2008. Pág. 61 
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se decidió elaborar dos Pactos distintos. La razón principal que motivó la separación de estos 

Pactos fue el deterioro de ese entonces de las relaciones Este-Oeste, lo que produjo la 

creación de bloques políticos socialistas y de occidente que conllevó a la guerra fría. Así, los 

Estados de occidente priorizaban a los derechos civiles y políticos mientras que los socialistas 

a los DESC. Incluso, los países que defendían la separación de estos derechos “alegaban, 

principalmente, que los derechos humanos civiles y políticos era auto aplicables y pasibles de 

cobranza inmediata, en cuanto que los derechos humanos derechos económicos, sociales y 

culturales era “programáticos”
60

.   

 

De esta forma se aprecia como “entre los países capitalistas y socialistas, [prevalecieron] 

los derechos consagradores de sus ideologías
61

”. Como consecuencia, en 1954 se presentaron 

dos Pactos distintos, el de Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos Económicos Sociales 

y Culturales, siendo esto una muestra de la prevalencia “[d]el enfoque de que existían 

diferencias fundamentales entre una y otra clase de derechos”
62

. Finalmente, estos 

instrumentos fueron adoptados en 1966. Mucho tiempo después, el 10 de diciembre del 2008, 

la Asamblea General de la ONU aprobó el Protocolo Facultativo al PIDESC, instrumento que 

permite la recepción de denuncias por violaciones de las normas del PIDESC, como se 

analizará en adelante.  

 

En lo que respecta al continente americano, se adoptó la Carta de la OEA, misma que 

creó la Organización de los Estados Americanos (en adelante OEA). En relación con los 

DESC, el artículo 2, literal F  establece que los propósitos esenciales de la Organización son 

promover por medio de la acción cooperativa, el desarrollo económico social y cultural de los 

Estados miembros. De igual forma, se adoptó en 1948, la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del Hombre (en adelante DADDH), instrumento que estableció DESC, 

entre estos: la salud, educación, participación en la vida cultural, el trabajo, descanso, 

seguridad social, asociación y propiedad privada.  

 

                                                 
60 

Lima, Jayne. Los Derechos Humanos Económicos, Sociales y Culturales. La Paz: Plural Editores, 2001. 

Pág.52 
61 

 Ibíd.   
62

 De Roux, Carlos. Derechos económicos, sociales y culturales, economía y democracia. Bogotá: CEPAL, 

2004. Pág. 12 
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Posteriormente se adoptó la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

instrumento que versa sobre derechos civiles y políticos y DESC, pero que “se refiere sólo en 

términos muy genéricos a los derechos económicos, sociales y culturales”
63

. Posteriormente 

se creó el Protocolo de San Salvador, instrumento que versa específicamente sobre DESC.  

  

En Ecuador varias de las Constituciones que han estado vigentes “otorgaron énfasis 

especial en los llamados derechos civiles y políticos; pero no concedieron mayor 

trascendencia a los que se han llamado económicos y sociales”
64

. No fue hasta la 

promulgación de las Constituciones de 1967, y la de 1979, mismas que pusieron de relieve la 

necesidad de obtener un desarrollo económico y social sostenido, equilibrado y armónico
65

. 

 

 Posteriormente, la Constitución de 1998 consagró de igual forma a los derechos 

económicos, sociales y culturales. Cabe recalcar, que la Constitución del año 2008, aparte de 

consagrar a una amplia gama de DESC, consagró que “la Constitución y los tratados 

internacionales de derechos humanos (…), prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o 

acto del poder público”
66

. Esta norma consagró a un sistema monista, doctrina que “sostiene 

que el derecho internacional preside una concepción unitaria de todo el derecho, del cual 

forman parte en un plano de subordinación los ordenamientos jurídicos internos de los 

Estados”
67

. Por lo tanto, actualmente se da una incorporación automática de las normas 

internacionales al derecho interno. Este sistema también implica que los Tratados de Derecho 

Internacional, en especial los de derechos humanos, serán parte integral de la legislación 

nacional, por lo que los DESC consagrados en los instrumentos ya mencionados, son parte de 

la legislación interna ecuatoriana.  

 

Toda vez que se ha hecho una referencia histórica de los DESC, conviene referirse a los 

principales tratados de DDHH, debido a que son la fuente principal del Derecho Internacional 
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de los DDHH. También se analizará su forma de interpretarlos y las obligaciones que estos 

consagran hacia los Estados partes.  

1.2. Principales tratados de Derechos Humanos, e interpretación de los 

mismos  

 

La DUDH, el PIDCP, el PIDESC, la DADDH, la CADH, el Protocolo de San Salvador 

entre otros, consagran DDHH, algunos de estos instrumentos reconocen algunos DESC, y 

otros establecen un gran catálogo de aquellos. Es necesario señalar, que los instrumentos que 

tratan a los DDHH constituyen parte fundamental del Derecho Internacional. Esta rama surgió 

a partir de la Segunda Guerra Mundial. En ese entonces, una vez que varios regímenes 

totalitarios habían terminado, “surgió un fuerte movimiento para llevar al ámbito del derecho 

internacional, la tutela de los propios derechos humanos”
68

. Este movimiento tuvo su primera 

manifestación a través de la Declaración Americana de Derechos del Hombre en 1948. Acto 

seguido, surgió la Declaración Universal en el mismo año como instrumento pionero en 

materia de DDHH.  

 

Cabe señalar que la preocupación por consagrar una protección internacional de los 

DDHH, implicó que esta rama desarrolle sus propias fuentes. En el Sistema Universal las 

fuentes son los instrumentos internacionales, así como “los pronunciamientos adoptados por 

un órgano competente a fin de interpretar o aclarar el contenido, alcance o valor jurídico de 

una disposición contenida en la normativa internacional”
69

, ósea la doctrina.  De igual forma 

la jurisprudencia de ciertos Comités
70

 es considerada como fuente. Finalmente el Sistema 

Universal también tiene fuentes auxiliares, como las Observaciones Finales de los Comités, 

debido a que sirven para “interpretación en la medida en que contienen conclusiones claras 

sobre la compatibilidad de determinadas leyes o prácticas (…) o sobre el contenido o alcance 
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de una norma internacional”
71

. También son fuente los mecanismos temáticos y las relatorías 

sobre países y sus manifestaciones, o las manifestaciones de la Corte Internacional de Justicia, 

la Corte Penal Internacional, la Organización Internacional del Trabajo, la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, el Comité Internacional de la Cruz 

Roja. Las fuentes en el sistema interamericano son similares; hay tratados internacionales a 

nivel regional como se analizará a continuación, y son consideradas como fuente también las 

manifestaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos así como de la Corte.  

 

Siendo los tratados internacionales considerados como la principal fuente en el Derecho 

Internacional de los DDHH, en virtud de que constituyen el corpus iuris
72

  del mismo, 

conviene entonces hacer referencia más profunda a aquellos. Los principales tratados en 

materia de DDHH tienen un objeto y fin único que consiste en “la protección de los derechos 

fundamentales de los seres humanos independientemente de su nacionalidad”
73

. A éstos se los 

puede dividir en tres categorías. “La primera consiste en las grandes declaraciones de 1948: 

La Declaración Universal de Derechos Humanos y la Declaración Americana de Derechos y 

Deberes del Hombre”
74

; estos instrumentos establecen derechos civiles y políticos así como 

derechos económicos, sociales y culturales. A pesar de que en el momento de su elaboración 

carecían de carácter vinculante, hoy varias disposiciones de la Declaración Americana son 

consideradas como manifestaciones de Derecho Internacional Consuetudinario, vinculantes 

para todos los Estados parte de las Naciones Unidas y la OEA; e incluso han sido 

interpretadas en varias ocasiones por la Corte Interamericana.  

 

La segunda categoría contiene instrumentos como el “PIDCP y el PIDESC en el sistema 

universal, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Protocolo Adicional 

(…) en el sistema interamericano”
75

. Cabe recalcar, que la CADH, es el resultado “de un 

proceso iniciado en 1948 con la adopción, por parte de la OEA, de la Declaración Americana 
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74
 O’ Donnel, Daniel. Derecho Internacional de los derechos humanos. Óp. cit., pág. 55 

75
 O’ Donnel, Daniel. Derecho Internacional de los derechos humanos. Óp. cit., pág. 55 



 

 

30 

de los Derechos y Deberes del Hombre”
76

. Junto con ésta se encuentran los Estatutos que 

crearon, tanto la Comisión Interamericana de DDHH como la Corte Interamericana, órganos 

vitales para la protección de los derechos reconocidos en la CADH. Es de suma importancia 

para este estudio la existencia, dentro de esta categoría, del Protocolo Adicional a la CADH, o 

mejor conocido como Protocolo de San Salvador, como un instrumento creado para “subsanar 

la decisión histórica de no incluir disposiciones específicas sobre derechos económicos, 

sociales y culturales en la Convención Americana sobre Derechos Humanos”
77

. 

 

Finalmente, “la tercera categoría consiste en los demás instrumentos sobre derechos 

humanos dedicados a derechos o principios específicos”
78

. Un ejemplo de esto sería la 

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de personas, o la Convención Belem 

Do Pará, instrumento direccionado a la prevención, sanción y erradicación de la violencia 

contra la mujer.   

 

Estos instrumentos han permitido que los Estados reconozcan una amplia gama de DDHH 

a favor de las personas; también consagran obligaciones que los Estados deben cumplir y, a 

su vez, algunos han creado órganos competentes para resolver violaciones a los derechos de 

las personas, como lo es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la 

Comisión o CIDH) y la Corte Interamericana. 

 

En relación a la interpretación de los Tratados de Derechos Humanos, conviene expresar 

que la interpretación es vital en materia de Derechos Humanos, en virtud de que se trata de un 

ejercicio que pretende dar sentido a cada disposición del instrumento que se trate. 

Tradicionalmente se han identificado dos posturas al momento de interpretar. En palabras de 

Guastini, “la primera es en sentido estricto, y afirma que la interpretación se debe realizar 

únicamente cuando existe una duda”
79

. Este tipo puede ser visto como una interpretación 

restrictiva. Por otra parte, encontramos “la interpretación en sentido amplio, donde se realiza 
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la misma, en cualquier caso, independientemente de dudas o controversias”
80

. A pesar de la 

existencia de estas posturas tradicionales, debe salir a colación, el hecho de que en materia de 

Derechos Humanos, su interpretación, aunque similar a las posturas ya mencionadas, tiene sus 

propios parámetros desarrollados sobre todo por su necesaria “aplicabilidad a un caso 

concreto”
81

 en asuntos contenciosos.  

 

Se puede empezar señalando las disposiciones del Convención de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados, en particular el artículo 31 que dispone que “un tratado deberá interpretarse 

de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en 

el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin”
82

. En esta situación se debe tomar en 

cuenta “simultáneamente la buena fe, el sentido corriente de los términos en el contexto del 

tratado y el objeto y fin del mismo”
83

. De igual forma, las disposiciones siguientes de la 

Convención mencionada manifiestan una estructura sobre medios de interpretación 

complementarios muy importante para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

misma que ha sido aplicada por la CoIDH
84

. 

 

Esta disposición ya citada reconoce también la interpretación evolutiva, en donde “se 

otorga a la interpretación y aplicación de las disposiciones convencionales una dinámica de 

expansión permanente”
85

. Esta interpretación “conduce a adoptar la interpretación que mejor 

se adecue a los requerimientos de la protección de los derechos fundamentales de los seres 

humanos”
86

. De igual forma, se ha dicho en beneficio de esta interpretación, que un tratado 

“debe ser leído de tal manera que la norma se interprete en el sentido que más se avenga con 

ellos en el momento de la interpretación”
87

, o que un instrumento internacional debe ser 
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interpretado y aplicado en el cuadro del conjunto del sistema jurídico en vigor en el momento 

en que la interpretación tiene lugar
88

. Todas estas consideraciones permiten esta interpretación 

evolutiva. En nuestro sistema regional, la CoIDH manifestó que se debe analizar según “el 

momento actual (…) habida consideración de la evolución experimentada desde la adopción 

de la Declaración”
89

, y que “los tratados sobre derechos humanos son instrumentos vivos, 

cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida 

actuales”
90

.  

 

En especial atención al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se puede decir 

que es imprescindible la presencia de la interpretación pro homine. Esta es una de las 

manifestaciones de los parámetros desarrollados por esta materia. Al respecto, “el derecho de 

los Derechos Humanos ha generado principios propios de interpretación o ha introducido 

matices en la aplicación de algunos de los principios [así] se ha derivado el principio in dubio 

pro homine”
91

, es decir, la que más beneficie a la persona. En el mismo sentido, la CoIDH ha 

manifestado, que “el equilibrio de la interpretación se obtiene orientándola en el sentido más 

favorable al destinatario de la protección internacional”
92

; y que “si alguna ley del Estado (…) 

otorga una mayor protección o regula con mayor amplitud el goce y ejercicio del algún 

derecho o libertad, el Estado deberá aplicar la norma más favorable para la tutela de los 

derechos humanos”
93

. Finalmente, se ha manifestado que: 

Es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los derechos humanos, en 

virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, 

cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente,  la norma o a la 

interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al 

ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria
94

.   
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La interpretación textual también es importante dentro del sistema interamericano. La 

Opinión Consultiva 2 de la CoIDH manifestó que “en materia de tratados relativos a la 

protección de los derechos humanos, resulta todavía más marcada la idoneidad de los criterios 

objetivos relativos de interpretación, vinculados a los textos mismos”
95

.  En este sentido, 

podemos referirnos también al artículo 29 de la CADH, que dispone:  

  

Ninguna disposición (…) puede ser interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de 

los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades 

reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;  b) 

limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 

acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 

en que sea parte uno de dichos Estados;  c) excluir otros derechos y garantías que son 

inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de 

gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza
96

.  

 

También, puede darse el supuesto en donde existen conflictos entre la aplicación de una 

norma local frente a una norma internacional. En este supuesto el juez nacional deberá 

interpretar tomando en cuenta el principio de la primacía de los Derechos Humanos. Este 

principio implica que las obligaciones asumidas por los Estados Parte en virtud de un 

instrumento de DDHH, en especial de la CADH, serán de primordial aplicación dentro del 

conflicto. Esto, porque:  

Los Estados están obligados a actualizar su marco normativo para poder determinar la 

protección efectiva de los derechos humanos. Un Estado, al celebrar un tratado, no sólo está 

obligado a darle cumplimiento, además debe implementar su contenido en todos los ámbitos 

y sectores de la sociedad, dirigidos hacia las personas, las cuales son quienes se benefician
97

.  

 

Por tanto, el Estado debe dar vital importancia a las obligaciones que asume a nivel 

internacional. Una manifestación de este principio se encuentra en la relación jerárquica entre 

las normas, en donde la Constitución ecuatoriana establece que el primer orden jerárquico 

será el de “la Constitución; los tratados y convenios internacionales”
98

. Otra manifestación 

constituye lo dispuesto por el artículo 424 de la Carta Magna ecuatoriana, cuando en su 
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segundo inciso establece que “la Constitución y los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos 

en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma o acto”
99

. Es de señalar, que en 

virtud de este principio, el incumplimiento de esas obligaciones traería consigo graves 

consecuencias, como la sanción a un Estado por el incumplimiento de sus obligaciones 

internacionales a través de la CIDH o la CoIDH.    

 

De igual forma, otro de los criterios de interpretación existentes es el de la 

proporcionalidad, criterio que exige que “la decisión interpretativa de un anunciado, exprese 

un significado necesario para alcanzar un fin constitucionalmente legítimo, habiéndose 

ponderado las ventajas y sacrificios que esta decisión produce”
100

. Esta interpretación siempre 

va a implicar la limitación de otro contenido y requiere que se tome en cuenta elementos 

como la necesidad, idoneidad y proporcionalidad
101

. La necesidad se refiere a que la forma de 

interpretar refleje que la medida limitativa debe ser necesaria e imprescindible para alcanzar 

el fin perseguido dentro del caso en concreto. Que sea idóneo implica que se pueda alcanzar 

el objetivo buscado mediante el ejercicio de interpretación; y que sea proporcional implica 

que debe la interpretación establecer una limitación mínima en relación con el otro derecho 

conculcado.  

 

Ahora que se han señalado los criterios de interpretación, conviene destacar, que los 

jueces nacionales tienen, dentro de sus competencias y facultades, el deber de interpretar cada 

norma interna según estos criterios señalados. Esto, no solo por ser un Estado parte de cierto 

tratado internacional, sino también por el deber de realizar un control de convencionalidad 

que tienen. Este control es, “el mecanismo que se ejerce para verificar que una ley, 

reglamento o acto de las autoridades del Estado, se ajustan a las normas, los principios y 
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obligaciones de la Convención Americana de Derechos Humanos”
102

, o de cualquier tratado 

de Derechos Humanos.  

 

El control de convencionalidad ha sido tomado en cuenta también por los jueces de la 

Corte Interamericana de la siguiente forma:  

La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la 

ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 

jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 

Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo 

que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 

mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio 

carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de 

“control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos 

concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder 

Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del 

mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana
103

. 

 

Este control debe ser ejercido por todo órgano vinculado con la administración de justicia. 

Así, “los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no 

solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 

Interamericana”
104

. Sobresale entonces, que al momento de interpretar cualquier norma, el 

juez nacional debe tener en cuenta la interpretación de la Corte en relación a ese derecho. Uno 

de los efectos del control de convencionalidad es que la autoridad judicial deberá tener en 

cuenta el “núcleo del derecho, el contenido mínimo que por ningún motivo puede modificarse 

ni anularse”
105

. De esta forma se garantiza el goce y ejercicio de los derechos, en donde, de no 

tomarse en cuenta el contenido de cada derecho, se estaría impidiendo el reconocimiento de 

“elementos constitutivos que identifican y singularizan el derecho fundamental”
106

. 
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Por tanto, en relación a los tratados de DDHH, se debe manifestar que, aparte de las 

concepciones tradicionales de interpretación
107

, se debe tomar en cuenta parámetros que se 

han desarrollado con el paso del tiempo, como la interpretación pro homine para darle mayor 

protección al ser humano o la interpretación evolutiva, la de buena fe en virtud de lo dispuesto 

por el artículo 31 de la Convención de Viena, la interpretación que esté acorde con el objeto y 

fin del tratado, la interpretación en virtud del principio de primacía de los tratados de DDHH, 

y la interpretación que resulte del control de convencionalidad.  

1.3. Obligaciones generales de los Estados en relación a los Derechos 

Humanos en virtud de la CADH  

 

Los Estados asumen obligaciones en virtud de los tratados internacionales de derechos 

humanos, obligaciones que deben ser cumplidas a cabalidad por los Estados en beneficio de 

las personas que estén bajo su jurisdicción. Estas obligaciones, como se analizará más 

adelante, pueden variar según el contenido del derecho que se trate. Sin embargo, se tienen 

obligaciones generales que se verán a continuación.  

1.3.1 Obligaciones de respeto y garantía 

 

Estas obligaciones están consagradas en el artículo primero de la CADH que dispone que 

“[l]os Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción”
108

. Esta obligación de respeto y garantía implica obligaciones “de exigibilidad 

inmediata en el plano internacional y el Estado las tiene frente a todas las personas que estén 

sujetas a su jurisdicción, sin discriminación”
109

. 

 

La primera obligación que consagra esta disposición es la de respeto, obligación que 

“exige que el Estado y sus agentes no violen los derechos humanos establecidos en la 
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Convención”
110

. También implica la obligación de “no violar, directa ni indirectamente, por 

acciones u omisiones, los derechos y libertades reconocidos en la Convención”
111

. Esta 

obligación es también, una de abstención por parte del Estado, sus agentes y cualquier otra 

persona.  

De igual forma, la CoIDH se ha pronunciado al respecto manifestando que: 

La protección a los derechos humanos (…) recogidos en la Convención, parte de la 

afirmación de la existencia de ciertos atributos inviolables de la persona humana que no 

pueden ser legítimamente menoscabados por el ejercicio del poder público. Se trata de 

esferas individuales que el Estado no puede vulnerar o en las que sólo puede penetrar 

limitadamente. Así, en la protección a los derechos humanos, está necesariamente 

comprendida la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal
112

. 

 

Por otro lado, la obligación de garantía de los derechos humanos “exige al Estado 

emprender las acciones necesarias para asegurar que todas las personas sujetas a la 

jurisdicción del Estado estén en condiciones de ejercerlos y gozarlos”
113

. En palabras de los 

jueces de la CoIDH, esta obligación:  

[I]mplica el deber de los Estados partes de organizar todo el aparato gubernamental y, 

en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder 

público, de tal manera que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 

de los derechos humanos
114

. 

 

Del contenido de esta obligación se desprende claramente que no basta tener una 

normativa que garantice los derechos humanos para el cumplimiento de esta obligación, ya 

que implica una obligación positiva que “comporta la necesidad de una conducta 

gubernamental que asegure la existencia, en realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno 

ejercicio de los derechos humanos”
115

. Para que un Estado sepa qué tipo de conductas 

positivas ejecutará, debe tener en cuenta que éstas se deben adoptar “dependiendo del derecho 

sustantivo específico que se tenga que garantizar”
116

. 
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111
 Gross Espiell, Héctor. La Convención Americana y la Convención Europea de Derechos Humanos. 
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116 
Corte IDH. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240. Párr. 127 



 

 

38 

 

 En caso de que dichas conductas positivas no sean cumplidas, la consecuencia directa 

hacia el Estado podría ser una sanción por no “prevenir, investigar y sancionar toda violación 

de los derechos reconocidos por la Convención y procurar (…) el restablecimiento si es 

posible, del derecho conculcado”
117

, dependiendo del caso en concreto. Estas sanciones se 

aplicarían por la falta de garantía de los derechos de las personas.  

 

La sanción por la faltad de prevención de cierta situación se daría por la función de 

garante que tiene el Estado para prevenir situaciones críticas que pueden poner en peligro los 

derechos fundamentales
118

. La obligación de investigar implica que al ocurrir un acto que 

vulnere derechos de las personas, el Estado tiene que investigar para establecer medidas 

correctivas. Así, “la investigación de los mismos hace necesario que el Estado, por intermedio 

de sus instituciones, haga uso de los medios técnicos adecuados para lograr la protección 

eficaz [de los derechos vulnerados] mediante una investigación exhaustiva, diligente y 

efectiva.”
119

. Como consecuencia de la debida investigación de un hecho que vulnera los 

derechos de las personas, las autoridades deben establecer sanciones a los autores y 

reparaciones a las víctimas. Así, el Estado tiene el deber sancionar las conductas que violen 

los derechos, y para ello “debe utilizar los medios, instrumentos y mecanismos nacionales e 

internacionales para la persecución efectiva de tales conductas y la sanción de sus autores, 

con el fin de prevenirlas y evitar que queden en la impunidad”
120

. Finalmente establecerá una 

debida reparación a las víctimas.  

 

Dentro de la obligación de garantía de los derechos humanos, se encuentra la obligación 

de asegurarse que las normas internacionales operen dentro de su jurisdicción. Por tanto le 

corresponde al Estado “decidir el modo más conveniente para cumplir con ella, que podrá ser 

la incorporación de dichas normas directamente o la dictación de normas internas que las 
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118  
Corte IDH. Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 2 de 
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reproduzcan”
121

. Esto también implica que para garantizar el goce de los derechos humanos, 

el Estado deba hacer “una cuidadosa revisión de su legislación interna con el propósito de 

eliminar las discrepancias que puedan existir entre ella y las normas internacionales”
122

. 

 

Esta obligación contenida en el artículo primero de la CADH, es vital puesto que la 

vulneración de cualquier derecho de la Convención implica una violación de la obligación de 

respeto o de garantía de los Estados. Esto, debido a que el artículo 1 es una norma que 

constituye un fundamento genérico para la protección de los derechos. Así, la primera 

decisión contenciosa de la Corte Interamericana expresó que el artículo 1.1 de la CADH “es 

fundamental para determinar si una violación de los derechos humanos reconocidos por la 

Convención puede ser atribuida a un Estado Parte”
123

. Por ejemplo, una implicación de la 

obligación de respeto y garantía, es el hecho de que el Estado deba ofrecer recursos adecuados 

y eficaces para la protección de los derechos reconocidos en la CADH. De igual manera, la 

CoIDH expresó que “la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los 

derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el 

Estado parte en el cual semejante situación tenga lugar”
124

.  

 

El Estado tiene también la obligación de “emprender las campañas necesarias para que se 

creen las condiciones que permitan, por una parte, que [los derechos] puedan ser ejercidos y, 

por otra, que sean respetados por todos, incluyendo en ese “todos” a los agentes del 

Estado”
125

. Una vulneración de esta obligación acarrearía un incumplimiento de la obligación 

de respeto o garantía, según el caso. Esto también implica, que en caso de vulneración de los 

DDHH de las personas, debe existir una reparación de ese daño.  

 

También el Estado tiene la obligación de cooperación. Esta obligación implica que el 

Estado debe “cooperar con los órganos internacionales que los controlan [obligación que 

deriva] de la existencia del principio de derecho internacional que obliga a los Estados a 
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cumplir con los tratados de buena fe”
126

. Esta obligación también “implica el proporcionar 

información oportuna, pertinente y veraz respecto de la situación”
127

 que se analiza respecto 

de un Estado. Otros ejemplos de la obligación de cooperación se aprecian en el artículo 41. d 

y 48 de la CADH que se refieren a la entrega de información sobre una situación del 

cumplimiento con la garantía de los derechos humanos o su posible violación.  

1.3.2  Obligación de no discriminación 

 

Esta obligación está tipificada en el artículo 1 de la CADH, mismo que dispone que un 

Estado está obligado al respeto y garantía de los derechos de las personas sujetas a su 

jurisdicción “sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social”
128

. Va de la mano con la de respeto ya que “el 

compromiso de los signatarios de respetar los derechos y libertades se asume teniendo en 

cuenta que el principio básico del sistema es la interdicción de toda forma de 

discriminación”
129

, y se relaciona con la de garantía, en virtud de que todas las acciones del 

Estado, que se hacen para garantizar los derechos de las personas, deben ser hechas tomando 

en cuenta el principio de no discriminación.  

 

La obligación de no discriminación es vital para el derecho internacional de los derechos 

humanos, en vista de que “las distinciones, exclusiones, restricciones y limitaciones que sólo 

se fundan en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico, constituyen una 

denegación de los derechos fundamentales”
130

. También, debe señalarse que los Estados 

deben abstenerse de “realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 

indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto”
131

.  
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La CoIDH manifestó en una de sus Opiniones Consultivas, que los derechos de las 

personas se deben garantizar y respetar sin ninguna discriminación ya que “todo tratamiento 

que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos 

garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma”
132

. Con relación a esta 

obligación, surgió la duda de si ésta era igual al derecho de igualdad consagrado en el artículo 

24 de la CADH. Al respecto la jurisprudencia del tribunal antes mencionado señaló que:  

La diferencia (…) radica en que la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber 

del Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos en la 

Convención Americana, mientras que el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de 

la ley”. En otras palabras, si un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho 

convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si por el contrario 

la discriminación se refiere a una protección desigual de la ley interna, violaría el artículo 

24
133

. 

 

En relación con esta obligación es necesario señalar, el hecho de que este compromiso de 

no discriminación es considerado como una norma jus cogens. Una norma de esa categoría, es 

aquella que es de cumplimento obligatorio en general
134

. Se trata de una norma aceptada y 

reconocida por los Estados en su conjunto “como norma que no admite acuerdo en contrario y 

que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que 

tenga el mismo carácter”
135

. Así, la CoIDH expresó en una de sus opiniones consultivas que:  

Este Tribunal considera que el principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la 

ley y no discriminación, pertenece al jus cogens, puesto que sobre él descansa todo el 

andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es un principio fundamental 

que permea todo ordenamiento jurídico. Hoy día no se admite ningún acto jurídico que entre 

en conflicto con dicho principio fundamental, no se admiten tratos discriminatorios en 

perjuicio de ninguna persona, por motivos de género, raza, color, idioma, religión o 

convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, 

edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición. 

Este principio (igualdad y no discriminación) forma parte del derecho internacional general. 

En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de 

igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens
136

. 

 

1.3.3 Obligación de adecuación normativa  
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Cuando un Estado asume obligaciones en virtud de la CADH, es necesario que el Estado 

asegure que esas “normas internacionales operen dentro de su jurisdicción”
137

.  Esta 

obligación está contenida en el artículo 2 de la CADH y manifiesta lo siguiente:  

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades
138

. 

 

De esta norma se desprende como los Estados también tienen la obligación general de 

convertir cada derecho contenido en la CADH en una realidad.  El Estado debe hacer “una 

cuidadosa revisión de su legislación interna con el propósito de eliminar las discrepancias que 

puedan existir entre ella y las normas internacionales”
139

. Esta obligación implica que “una 

vez ratificada la norma internacional, el Estado debe adecuar todo su derecho interno de 

conformidad con aquella”
140

 para un adecuado uso y goce de los derechos. De igual forma, al 

cumplir con esa obligación, el Estado debe preocuparse por que esas disposiciones de derecho 

interno sea efectivas, ósea, que produzcan los efectos para los cuales han sido percibidas; y 

también “para que lo establecido en la Convención sea cumplido y puesto en práctica”
141

.  

 

El propósito de esta obligación es el de tener “una obligación adicional, que se suma a la 

impuesta por el artículo 1 de la Convención dirigida a hacer más determinante y cierto el 

respeto de los derechos y libertades que la Convención reconoce”
142

. Por tanto, se debe 

reiterar, que esta obligación no suple a la impuesta por el artículo 1, sino que se le suma. La 

finalidad de esta obligación, en relación a cada uno de los derechos contenidos en la CADH, 

consiste en “clarificar y precisar, haciendo más determinante, inmediata y directa la exigencia 

del cumplimiento de tal obligación”
143

, incluso para que estos derechos humanos puedan ser 

invocados y se pueda alegar su vulneración en instancias locales.  
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En relación con esta obligación, la Corte Interamericana ha manifestado a través de su 

jurisprudencia, que:  

Esta norma impone a los Estados partes la obligación general de adecuar su derecho 

interno a las normas de la propia Convención, para garantizar así los derechos consagrados 

en ésta. Las disposiciones de derecho interno que se adopten para tales fines han de ser 

efectivas. Lo que significa que el Estado tiene la obligación de consagrar y adoptar en su 

ordenamiento jurídico interno todas las medidas necesarias para que lo establecido en la 

Convención sea realmente cumplido y puesto en práctica
144

. 

 

Esta obligación implica una obligación positiva, una de hacer, por el hecho de constreñir 

a los Estados a adecuar su derecho interno para garantizar los derechos humanos. Además, el 

Estado debe tener en cuenta cado uno de los derechos que reconoce para que, a través de su 

legislación, hacerlos efectivos y que puedan ser ejercidos por cada persona. También se debe 

preocupar por crear prácticas conducentes a la observancia efectiva de los derechos,
145

 así 

como cumplir con la obligación negativa de no promulgar leyes que violen o no garanticen 

los DDHH
146

. 

 

 La Corte Interamericana ha expresado que se vulnera esta obligación cuando un Estado 

omite dictar las normas a que está obligado por el artículo 2. También, cuando dicta 

“disposiciones que no están en conformidad con lo que de él exigen sus obligaciones dentro 

de la Convención”
147

. En el mismo sentido el artículo 2 de la CADH implica una obligación 

de “supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las 

garantías previstas en la Convención”
148

. Por lo que si los Estados expiden leyes que 

desconozcan los derechos humanos, obstaculicen su ejercicio, supriman o modifican su 

alcance, incurrirían en una violación de esta obligación de adecuación normativa
149

.  Otra 
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forma de vulnerar esta disposición se da cuando los Estados no evitan que se supriman o 

modifiquen leyes que protegen y garantizan a los derechos de las personas
150

.  

 

Es menester señalar, que hay normas internas que pueden promulgarse con el objetivo de 

garantizar a los DDHH, pero que posteriormente pueden incurrir en afectaciones a las 

personas debido a “actos normativos posteriores, al cumplimiento de ciertas condiciones o, 

llanamente, por su aplicación por funcionarios del Estado”
151

. También puede haber normas 

que por su expedición ya impliquen una vulneración de derechos per se y, cuando eso sucede, 

la violación de los derechos “se produce por el solo hecho de su expedición”
152

. Por tanto, el 

Estado debe ser muy cuidadoso al momento de adecuar su normativa interna para garantizar 

cada derecho contenido en la CADH, en vista de que la obligación de adecuación normativa 

está estrechamente vinculada con la garantía y respeto que deben ofrecer los Estados a cada 

persona. Cabe mencionar que el Estado también tiene obligaciones específicas en torno a los 

DESC, como se verá a continuación. 

1.4 Obligaciones del Estado en virtud de los DESC 

 

A estos derechos se les aplica también lo dispuesto por los artículos 1, 2, 26 de la 

CADH
153

, por tanto también las implicaciones de las obligaciones generales detalladas en el 

acápite anterior. Así, la Corte Interamericana ha manifestado en relación a la obligación de 

respeto y garantía, que el Estado deberá “organizar todo el aparato gubernamental y, en 

general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder 

público”
154

. Esto implica, que dicha organización del Estado sea direccionada a la satisfacción 

de todos los derechos, incluidos los DESC. 
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Los Estados tienen la obligación de respetar a los DESC. Esto implica que “los Estados 

no adopten medidas que impidan el acceso a los derechos o menoscaben el disfrute de los 

mismos”
155

. De igual forma los Estados deben proteger a los DESC, lo que implica que el 

Estado debe velar porque sus agentes o particulares no priven a las personas del derecho en 

cuestión
156

. Esta obligación se relaciona con la general de respeto y garantía. Los Estados 

también tienen la obligación de realizar o cumplir con los DESC, esto es, emprender 

actividades con el fin de fortalecer y hacer cada contenido de los derechos una realidad; esta 

obligación se vincula perfectamente con la obligación de adecuación normativa señalada en 

líneas anteriores, e implica también que “se adopten políticas y medidas, de cualquier índole, 

destinadas a satisfacerlos”
157

.  

 

Vale la pena señalar, que la obligación de cumplir con los DESC, aparte de ser similar a 

la de respeto y garantía de todos los derechos, contiene tres obligaciones más. Estas son las de 

facilitar, promover y proporcionar. Al respecto se ha manifestado que: 

La obligación de facilitar consiste en el deber de iniciar actividades con el fin de 

fortalecer el acceso al derecho o su disfrute, o ayudar a los particulares para lograr sus fines. 

El deber de promover el derecho consiste en realizar acciones tendientes a difundir, educar o 

capacitar a la población para el ejercicio de los mismos. Por último, surge la obligación de 

proporcionar directamente el bien protegido por un derecho cuando un grupo o individuo, 

por circunstancias ajenas a su control, no pueda disfrutar el mismo
158

.  

 

De esta forma se aprecia cómo, aparte de la obligación de respeto de los DESC, las demás 

obligaciones se relacionan con la obligación de adoptar medidas que tienen los Estados, 

obligación que se analizará en adelante.  

 

También se puede hacer especial énfasis en lo dispuesto en el PIDESC y en el Protocolo 

de San Salvador dado que desarrollan las obligaciones que los Estados deben cumplir en 

materia de DESC. En relación a la obligación de adopción de medidas, el PIDESC la contiene 

en su art. 2, disposición que expresa que:  

Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 
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tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 

especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 

lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción 

de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos
159

. 

En el mismo sentido, el artículo 1 del Protocolo de San Salvador dispone: 

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno 

como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta 

el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de 

lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de 

los derechos que se reconocen en el presente Protocolo. 

 

De estas disposiciones se aprecia que se trata de un compromiso en donde le 

“corresponde al Estado una obligación de hacer, dado que [los DESC] tienen que realizarse a 

través o por medio del Estado”
160

. Estas medidas deben ser adoptadas tomando en cuenta la 

disponibilidad de recursos del Estado, lo que implica una obligación del Estado de “dedicar, 

dentro de sus posibilidades económicas y financieras, los recursos necesarios para la 

satisfacción de estos derechos”
161

; pero siempre esforzándose al límite de sus posibilidades 

para lograr progresivamente la plena efectividad de los DESC
162

. Al tomar en consideración 

las posibilidades económicas del Estado, se reconoce que esta obligación debe ser cumplida 

también tomando en cuenta el desarrollo del Estado obligado, ya que los DESC, “por su 

naturaleza, (…) exigen del Estado una aptitud, un determinado nivel de desarrollo, 

principalmente económico, que haga posible que tales derechos sean satisfechos”
163

.  

En relación a esta obligación, la Observación General 3 del Comité DESC establece entre 

sus líneas que:  

Si bien la plena realización de los derechos pertinentes puede lograrse de manera 

paulatina, las medidas tendentes a lograr este objetivo deben adoptarse dentro de un plazo 
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razonablemente breve tras la entrada en vigor del Pacto para los Estados interesados. Tales 

medidas deben ser deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la 

satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto
164

. 

También, el artículo 3 PIDESC dispone la obligación de garantizar el goce de los DESC a 

las personas, disponiendo que “[l]os Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 

asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, 

sociales y culturales enunciados en el presente Pacto”
165

. A su vez, el Protocolo establece la 

obligación de adoptar medidas legislativas internas en beneficio de estos derechos
166

, siendo 

esta una obligación que permitiría a las personas el goce de los derechos económicos, sociales 

y culturales y que no permite incumplimiento
167

. 

 En relación a la obligación de adopción de medidas, las legislativas son vitales para tal 

efecto, e incluso resultan indispensables. Como ejemplo, el Comité señaló ciertos ámbitos que 

necesitan de protección legal como la discriminación, salud, protección de madres, niños, 

educación
168

. También las medidas “de cualquier otra índole” deben ser direccionadas 

siempre al cumplimiento de las obligaciones del Estado en virtud de los DESC.  

De igual forma el Comité estableció que los Estados tienen la obligación de ofrecer 

recursos judiciales en virtud de los DESC
169

. En el mismo sentido, los Principios de 

Limburgo establecieron que “los Estados Partes proveerán de recursos efectivos, incluyendo, 

cuando sea apropiado, los del tipo legal”
170

. Cabe recalcar, que en esta manifestación el 

Comité también señaló que las medidas administrativas, educacionales, sociales y financieras 

pueden ser consideradas como medidas apropiadas para el cumplimiento de la obligación 
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contenida en el artículo 2 del PIDESC
171

. 

Es importante señalar la importancia que le dan estos instrumentos al desarrollo 

progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales. Este principio es muy 

importante porque implica que el Estado debe avanzar de a poco en el cumplimiento de estos 

derechos, eso sí, siempre teniendo en cuenta el principio de no regresividad y la 

disponibilidad de recursos económicos ya mencionada. De igual forma, sobre esta obligación 

se ha dicho que:  

La obligación de progresividad establece una pauta para medir el grado de 

cumplimiento de la obligación de adoptar medidas. Es decir, un Estado puede adoptar 

medidas, dictar leyes e implementar diversas políticas, pretendiendo con ello cumplir con sus 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. No obstante el cumplimiento 

real si tales acciones son susceptibles de acarrear una mejora efectiva en el grado de 

satisfacción de los derechos
172

. 

La relación del principio de progresividad con la disponibilidad económica de los 

derechos no significa que esta situación deba interpretarse “de manera que implique que los 

Estados tienen el derecho de aplazar indefinidamente esfuerzos destinados a asegurar la plena 

efectividad”
173

 de los DESC. En relación a este principio, el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales manifestó que:  

El hecho de que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras palabras 

progresivamente, se prevea en relación con el Pacto no se ha de interpretar equivocadamente 

como que priva a la obligación de todo contenido significativo. Por una parte, se requiere un 

dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo real y las 

dificultades que implica para cada país el asegurar la plena efectividad de los derechos 

económicos, sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe interpretarse a la luz del 

objetivo general, en realidad la razón de ser, del Pacto, que es establecer claras obligaciones 

para los Estados Partes con respecto a la plena efectividad de los derechos de que se trata. 

Este impone así una obligación de proceder lo más expedita y eficazmente posible con miras 

a lograr ese objetivo
174

. 

De igual forma, el Comité, para mayor efectividad del cumplimiento de los DESC, ha 
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consagrado la obligación de no regresividad, instrumento que, en cierta forma, sirve para 

medir el principio de progresividad. El principio de no regresividad se incumple cuando el 

Estado “no adopta medidas tendientes a avanzar en el grado de satisfacción de los DESC o si 

simplemente adopta acciones tendientes a disminuir el grado de goce existente”
175

. Al 

respecto el Comité DESC señaló que:  

Todas las medidas de carácter deliberadamente retroactivo (…) requerirán la 

consideración más cuidadosa y deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad 

de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del 

máximo de los recursos de que se disponga.
176

 

Los instrumentos internacionales ya mencionados han establecido también la obligación 

general de no discriminación. El PIDESC lo establece en su artículo 2.2. y el Protocolo en su 

artículo 3. Ambos artículos manifiestan lo siguiente: 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 

derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social
177

. 

No está de más reiterar, que la norma que prohíbe la discriminación es una norma de 

cumplimiento imperativo. Esta obligación es un reflejo de la obligación inmediata
178

 de 

abstención que tendría un Estado en relación a los DESC. Así, el Comité DESC manifestó en 

la Observación General antes citada, que esta obligación es vital en virtud de que “el disfrute 

de los derechos reconocidos, sin discriminación, se fomentará a menudo de manera apropiada, 

en parte mediante la provisión de recursos judiciales y otros recursos efectivos”
179

.  

Toda vez que se han analizado las obligaciones generales en relación a los derechos 

humanos, y las obligaciones que importan en particular los DESC, es necesario señalar, que 
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cada derecho económico, social o cultural contiene un nivel básico y esencial que debe ser 

cumplido por el Estado, incluso si el derecho implica tan solo una obligación de abstención. 

Este contenido “busca demostrar que cada derecho tiene un núcleo, una sustancia neutral que 

no debe ser violada”
180

. 

 

Esta obligación de cumplir con los niveles básicos y esenciales tiene su fundamento en la 

obligación de adopción de medidas que asume cada Estado. Estas obligaciones son de 

carácter inmediato debido a que estos niveles constituyen obligaciones mínimas que los 

Estados deben cumplir. Así, el Comité DESC estableció que “si el PIDESC se ha de 

interpretar de tal manera que no establezca una obligación mínima, carecería en gran medida 

su razón de ser”
181

.  Estas medidas que deben adoptar los Estados son positivas, el Estado 

debe “adoptar medidas positivas cuando el grado de satisfacción del derecho se encuentre en 

niveles que no alcancen los mínimos; o conservar la situación si el derecho se encuentra bien 

protegido”
182

. Como se señaló anteriormente, estas obligaciones mínimas son de 

cumplimiento inmediato y no se admite incumplimiento puesto que “un Estado Parte no 

puede nunca ni en ninguna circunstancia justificar su incumplimiento de las obligaciones 

básicas (…) que son inderogables”
183

. Es más, este contenido mínimo debería ser utilizado 

como “una ayuda para formular directrices de política pública para las medidas que el Estado 

debe tomar en cumplimiento del PIDESC”
184

.  

 

El cumplimiento con los niveles básicos y esenciales de cada derecho se relaciona con la 

obligación de emplear recursos económicos para su cumplimiento, en donde cada derecho 

implica una obligación positiva de hacer. Esto no quiere decir que el Estado tenga que 

emplear sus recursos en una cantidad que cumpla con el derecho, reflejando exageración, el 

Estado debe cumplir con los niveles básicos y esenciales de cada derecho, y después seguir 
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cumpliéndolos de forma progresiva
185

. Esta obligación también ha sido establecida por los 

Principios de Limburgo, en donde se fijó que “los Estados Partes tienen la obligación, 

independientemente de su nivel de desarrollo económico, de garantizar el respeto de los 

derechos de subsistencia mínima de todas las personas”
186

. Cabe recalcar, que este contenido 

mínimo, también debe ser considerado como “puntos de referencia, metas o estándares 

cuantitativos que permitan determinar el piso mínimo de bienestar o de satisfacción de 

necesidades que es prerrequisito del logro progresivo de los DESC”
187

. 

 

En vista de que cada derecho económico, social y cultural es diferente, su objeto y su 

contenido también lo es, por lo que, para saber cuál es el contenido básico y esencial que debe 

ser cumplido, se debe analizar el derecho en el caso en concreto. Por ejemplo, el Comité 

DESC expresó, de forma general, que se incumplen con esto niveles cuando “un número 

importante de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención primaria de salud 

esencial, de abrigo y de vivienda básicos o de las formas más básicas de enseñanza”
188

. 

También, la doctrina ha establecido otros ejemplos de niveles mínimos que deben cumplir los 

Estados, estos son:  

Asegurar el acceso a una alimentación esencial mínima que sea nutritiva, adecuada y 

segura, y que garantice que nadie padezca hambre. Garantizar el acceso a un hogar, a una 

vivienda y a unas condiciones sanitarias básicas, así como a un suministro adecuado de agua 

potable. Facilitar medicamentos esenciales, según las definiciones periódicas que figuran en 

el Programa de Acción sobre Medicamentos Esenciales de la Organización Mundial de la 

Salud (OMS). Garantizar el derecho de acceso al empleo, en especial por lo que respecta a 

las personas y grupos desfavorecidos y marginados, de manera que ello les perita llevar una 

existencia digna. Garantizar el acceso a un sistema de seguridad social con un nivel mínimo 

de prestaciones que abarquen por lo menos la atención básica de la salud, las necesidades 

básicas de alojamiento y vivienda, el agua y el saneamiento, los alimentos y las formas más 

básicas de enseñanza
189

.  
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Toda vez que se han expuesto las obligaciones de un Estado en virtud de los DESC, es 

menester señalar, que sólo las obligaciones específicas de un Estado en relación con los 

DESC son lo que los diferencian de los derechos civiles y políticos, como se analizará a 

continuación.  

1.5. Las Supuestas diferencias entre Derechos Civiles y Políticos y los 

DESC 

 

Se ha manifestado que las características de los derechos y civiles y políticos son su 

cumplimiento inmediato al ser reconocidos por un Estado, la obligación de abstención que 

estos derechos implican y el ser derechos que no requieren de la erogación de recursos 

económicos. Para esta tendencia, estos derechos sólo requerirían el reconocimiento del Estado 

para ser cumplidos inmediatamente. En relación a su característica de abstención, implicarían 

“obligaciones negativas (u obligaciones de no hacer), esto es, la no interferencia del Estado en 

los derechos de los ciudadanos”
190

; y no necesitan del empleo de recurso económicos para ser 

cumplidos por la existencia de la obligación de abstención.  

 

De las características de los derechos civiles y políticos se pueden apreciar las 

obligaciones que estos imponen a los Estados. Las obligaciones del Estado en relación estos 

derechos implican “una actitud pasiva o negativa del Estado, dirigida a respetar, a impedir y a 

garantizar el libre y no discriminado goce”
191

 de los mismos. Esta obligación se la puede 

apreciar en el artículo primero de la CADH. En relación al cumplimiento inmediato de estos 

derechos, Cecilia Medina ha manifestado que “estas obligaciones son de exigibilidad 

inmediata en el plano internacional [en virtud de] las obligaciones de los artículos 1 y 2 [de la 

CADH]”
192

.  

 

En relación a la característica de abstención, la obligación estatal consiste en “no 

violarlos, no lesionarlos mediante la acción u omisión, en su caso, de un órgano 

                                                 
190

 Parra, Oscar, et al. Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Óp. 

cit., pág. 26  

191
 Gross, Héctor. Estudios sobre derechos humanos. Óp. cit., pág. 10  

192
 Medina, Cecilia. La Convención Americana: Teoría y Jurisprudencia. Óp. cit., pág.16  



 

 

53 

gubernamental o administrativo o de cualquier persona”
193

. También implica que los derechos 

civiles y políticos “requieren una actitud del Estado que los reconozca y respete”
194

. Por tanto, 

de esta obligación se desprende que el Estado no debe cometer violaciones de estos derechos 

en detrimento de los seres humanos y así, se estaría cumpliendo con su deber de abstención. 

Finalmente, en relación a la tercera característica, se entendería que el Estado no está en 

obligación de emplear sus recursos en beneficio del cumplimiento de estos derechos, por lo 

que en este sentido se ha dicho que en los derechos civiles y políticos “se obtiene una 

categoría de derechos donde el Estado no tiene injerencia ni participación”
195

, siendo esta 

última acotación totalmente errónea ya que para el cumplimento de los derechos civiles y 

políticos el Estado también emplea recursos económicos.  

 

Si se analiza a los DESC
196

, se ha manifestado lo contrario en relación a las características 

y obligaciones de los civiles y políticos. Se ha dicho que sus principales características son su 

cumplimiento mediato, la necesitad no de una obligación de abstención sino una de acción, y 

que se tratan de derechos en donde se debe emplear recursos económicos. Incluso se ha 

manifestado que las obligaciones que contienen los artículos 1 y 2 de la CADH sólo aplican a 

los derechos civiles y políticos
197

.  

 

Sin embargo, manifestar que estas características de ambos tipos de derechos humanos 

son absolutas de cada tipo es erróneo. Los derechos económicos, sociales y culturales también 

implican obligaciones de abstención, obligaciones inmediatas y en ciertos casos puede no ser 

necesario el empleo de recursos económicos para su garantía. Las distinciones antes 

mencionadas han surgido infundadamente a través del tiempo y posiblemente la razón se debe 

a la separación de estos derechos en generaciones. Al respecto se debe saber que “estas 

“generaciones” de derechos, no se reemplazan entre sí, cada una viene a fortalecer a la 
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anterior, puesto que todas se basan en el mismo principio ineludible de la dignidad del ser 

humano”
198

.  

 

El enfatizar que para el cumplimiento sólo de los DESC se requiere emplear recursos 

económicos, y que por eso importan obligaciones positivas, resulta erróneo. En los derechos 

civiles y políticos no es suficiente la simple obligación de abstención. Por ejemplo, “para 

hacer efectivo el derecho a un proceso judicial justo, el Estado tiene que crear una maquinaria 

judicial para hacer posible el acceso de los ciudadanos a los tribunales”
199

, y así se desprende 

que esta acción puede implicar una obligación mediata del Estado. En sentido inverso, en los 

DESC puede surgir también la obligación de abstención, en el sentido en que un Estado está 

obligado a abstenerse de cometer actos que obstruyan el acceso a la educación; en este sentido 

el Comité de DESC manifestó que: 

 Aunque el Pacto contempla una realización paulatina y tiene en cuenta las 

restricciones derivadas de la limitación de los recursos con que se cuenta, también impone 

varias obligaciones con efecto inmediato. De éstas, dos resultan particularmente 

importantes para comprender la índole exacta de las obligaciones contraídas por los 

Estados Partes. Una de ellas, que se analiza en una observación general aparte, que será 

examinada por el Comité en su sexto período de sesiones, consiste en que los Estados se 

"comprometen a garantizar" que los derechos pertinentes se ejercerán "sin 

discriminación"
200

. 

 

De igual forma, “los órganos internacionales expertos en la materia han afirmado que los 

mismos deberes legales del Estado de respetar, proteger y garantizar los derechos se aplican 

tanto para los DESC como para los DCP”
201

 ; uno de los órganos que se ha manifestado al 

respecto es la Corte Interamericana, en donde en una de sus Opiniones Consultivas dijo, en 

relación a la supuesta diferencia de obligaciones mediatas vs. obligaciones inmediatas que: 

[L]a distinción entre derechos civiles y políticos y [DESC] obedece meramente a 

razones históricas y no a diferencias de naturaleza jurídica de unos y otros; de manera que, 

en realidad, lo que importa es distinguir, con un criterio técnico jurídico, entre derechos 

subjetivos plenamente exigibles, valga decir “exigibles directamente por sí mismos”, y 

derechos de carácter progresivo, que de hecho se comportan más bien como derechos 

reflejos o intereses legítimos, es decir, “exigibles directamente”, a través de exigencias 
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positivas de carácter público o de presión, por un lado, y de acciones jurídicas de 

impugnación de lo que se les oponga. (…) Es así como los principios de “desarrollo 

progresivo” contenidos en el artículo 26, si bien literalmente referidos a las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta (…) deben 

(…) entenderse aplicables a cualquiera de los derechos “civiles y políticos” consagrados, en 

la medida y aspectos en que éstos no resulten razonablemente exigibles por sí mismos, y 

viceversa, que las normas de la propia Convención deben entenderse aplicables 

extensivamente a los llamados DESC en la medida y aspectos en que éstos resulten 

razonablemente exigibles por sí mismos
202

.   

 

  

Como se puede ver, las supuestas diferencias entre estos derechos terminan siendo tan 

solo diferencias de grado
203

. Al respecto, “los derechos humanos y las libertades 

fundamentales son indivisibles e interdependientes, se debería dedicar la misma atención (…) 

en la aplicación, promoción y protección de ambos
204

”.  Por tanto, se puede concluir que tanto 

los DCP implican las mismas obligaciones generales de garantía mediata o inmediata, 

respeto, no discriminación y empleo de recursos económicos. A pesar de esto, se debe tener 

en cuenta que los derechos económicos, sociales y culturales tienen particularidades con 

relación a las obligaciones específicas que en esta materia se han desarrollado por los 

instrumentos que se dedican especialmente a estos derechos. Pero, la ausencia de una 

diferencia en relación a la justiciabilidad de estos tipos de derechos, permite que los DESC 

sean totalmente justiciables, como se explicará a continuación.  
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 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-4/84. Óp. cit., pág. 6  

203 
Parra, Oscar, et al.  Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Óp. 

cit. ,  pág.  29 
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 Principios de Limburgo (1986). Parte 1, párr.  3 
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Capítulo 2 Justiciabilidad de los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales 

 

El presente capítulo tiene como objetivo exponer cómo los DESC son plenamente 

justiciables, y cómo se han instaurado varios procesos tendientes a aquel fin. Se expondrá que 

los DESC son reclamables a nivel internacional, a través del Comité DESC, la CIDH y la 

Corte Interamericana. Se explicará bajo qué instrumentos se pueden justiciar los DESC ante 

estos órganos, y se expondrá el proceso que debe llevarse a cabo. De igual forma se hablará 

sobre la justiciabilidad de los DESC a nivel nacional. En esta parte se mencionarán las 

garantías jurisdiccionales en el Ecuador, haciendo referencia sobre todo a la acción de 

protección con relación a los DESC. 

  

La justiciabilidad de los DESC ha sido ampliamente discutida, se ha manifestado que no 

son justiciables en virtud del principio de progresividad, que concede un margen de 

discrecionalidad al Estado para actuar a favor de los DESC
205

. No obstante, actualmente se 

puede afirmar que existe una plena justiciabilidad de estos. Son justiciables, porque tal y 

como se analizó en el primer capítulo, no existen determinantes diferencias entre los derechos 

civiles y políticos y los DESC. En el mismo sentido, un distinguido juez de la Corte 

Interamericana expresó que los derechos civiles y políticos y DESC son: 

Mutuamente dependientes o condicionados, integran el estatuto contemporáneo del ser 

humano: son un solo conjunto amplio, partes del mismo universo, que se desintegraría 

artificiosamente si quedara excluida alguna de ellas (…) Entre esos derechos no hay más 

distancia que la relativa a su materia, a la identidad de los bienes que tutelan, al espacio en el 

que surgen y prosperan. Tienen la misma jerarquía y reclaman idéntico respeto. No es debido 

confundir unos con otros, pero tampoco es posible ignorar la relación en que se encuentran, 
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Autores como Constantino Mortati han establecido que los DESC son derechos prestacionales que sólo 

buscan equilibro social basado en el principio de igualdad material o en el carácter solidario de la libertad 
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Hernández Valle expresaron que se tratan de normas programáticas cuyo destinatario es el Estado. Vid.  

Rodríguez Rescia,  Víctor. Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales: El Desafío de su Justiciabilidad.  
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Aires: ARIEL, 1992. Pág. 72  
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por el imperio mismo de las circunstancias
206

.   

 

También, los DESC son justiciables por el simple hecho de ser reconocidos por los 

Estados, en este sentido, la CIDH expresó que: 

El reconocimiento de derechos es también el reconocimiento de un campo de poder para 

sus titulares y en ese sentido, puede actuar como una forma de restablecer equilibrios en el 

marco de situaciones sociales marcadamente desiguales. De esta manera, el reconocimiento 

de derechos económicos, sociales y culturales conduce a reconocer la necesidad de contar 

con mecanismos adecuados y efectivos de reclamo de estos derechos de índole individual y 

colectiva
207

.  

 

Recientemente, gracias a la voluntad política de los Estados, el Comité de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales puede conocer comunicaciones relacionadas con el 

incumplimiento de los Estados con estos derechos. De igual forma, tanto la Comisión 

Interamericana como la Corte han emitido decisiones relacionadas con los DESC. También, a 

nivel nacional se tiene la presencia de las acciones de protección, garantías jurisdiccionales 

que permiten la justiciabilidad de los DESC a través de los jueces ecuatorianos. 

 

Toda vez que se ha manifestado la validez de la justiciabilidad de los DESC, es menester 

identificar qué se entiende por justiciabilidad. La justiciabilidad relacionada con las garantías 

jurisdiccionales implica “la posibilidad de toda persona, (…) de acudir al sistema previsto 

para la resolución de conflictos y vindicación de los derechos protegidos de los cuales es 

titular”
208

.  

 

La justiciabilidad de los DESC se logra a través de la interposición de un recurso judicial 

a nivel nacional, o de una denuncia a nivel internacional. Cabe señalar, que “el recurso 

judicial es sólo una, aunque quizás la más potente, de las vías para exigir los derechos ante los 

poderes públicos”
209

. También, “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la 
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Corte IDH. Opinión Consultiva OC-18/03.  Opinión del 17 de septiembre de 2003. Serie A No.18.  

Voto razonado del Juez Sergio García Ramírez. Párr. 27, 28 

207 
CIDH. El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales.  

OEA/Ser.L/V/II.129 Doc. 4. 7 de septiembre de 2007. Párr.  236  
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Ventura Robles, Manuel.  Estudios sobre el sistema interamericano de protección de los derechos 

humanos. San José:  Instituto Interamericano de Derechos Humanos. 2007. Pág. 348.  

209  
Saura, Jaume. “La exigibilidad de los derechos humanos: Especial referencia a los derechos 

económicos, sociales y culturales”. HURI-AGE. Núm. 2 (2001), pág. 6  
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Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el 

sentido de la Convención”
210

.  

 

Como se dijo en líneas anteriores, la justiciabilidad de los DESC ha sido totalmente 

discutida. Empero, el propio Comité DESC ha manifestado que “[e]sta discrepancia no está 

justificada ni por la naturaleza de los derechos ni por las disposiciones pertinentes del 

PIDESC”
211

, en vista de que “no hay ningún derecho reconocido en el Pacto que no se pueda 

considerar que posea en la gran mayoría de los sistemas algunas dimensiones significativas, 

por lo menos, de justiciabilidad”
212

. Por tanto, en materia de este estudio se hará énfasis en las 

comunicaciones y recursos judiciales que buscan la justiciabilidad de los DESC, y que son 

interpuestas por las personas con miras a la protección de sus derechos a nivel internacional y 

nacional.  

2.1 Justiciabilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales a 

nivel  internacional 

 

La importancia de la justiciabilidad de los DESC ha sido tomada en cuenta en varios 

instrumentos internacionales. Así, la DUDH expresa en sus líneas la importancia de que “los 

derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se 

vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión”
213

. 

Igualmente el PIDESC establece en su Preámbulo, que se deben crear condiciones que 

permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales
214

. También, 

el Protocolo Facultativo del PIDESC menciona la conveniencia de facultar al Comité para 

recibir denuncias sobre el incumplimiento de los DESC
215

.   
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Corte IDH. Caso Castillo Páez vs Perú.  Fondo. Sentencia del 3 de noviembre de 1977, párr.  82; 
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A nivel regional, la DADDH del hombre señala que “la protección internacional de los 

derechos del hombre debe ser guía principalísima del derecho americano en evolución”
216

. De 

igual forma la CADH indica que se deben crear instituciones de justicia social, y resalta la 

protección internacional de los DDHH en razón del fundamento de los atributos de la persona 

humana
217

. También, el Protocolo de San Salvador evidencia similares intenciones de 

protección de los derechos de los instrumentos ya mencionados, y aumenta la consideración 

de que los DESC deben ser reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos
218

. 

 

A nivel de organismos relacionados con estos derechos, el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, en una de sus Observaciones Generales indicó que:  

[E]xisten en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

varias otras disposiciones, entre ellas las de los artículos 3, 7 (inciso i) del apartado a)), 8, 10 

(párr.. 3), 13 (apartado a) del párrafo 2 y párrafos 3 y 4) y 15 (párr.3), que cabría considerar 

de aplicación inmediata por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos 

sistemas legales nacionales
219

.  

 

 

En ese entonces, no consideró el Comité a todos los derechos económicos, sociales y 

culturales como justiciables. Posteriormente, este mismo órgano cambió este lineamiento y 

reconoció que era necesario que los DESC se puedan justiciar a fin de asegurar la eficacia 

jurídica de los derechos reconocidos en el PIDESC
220

. De igual forma en esa misma 

Observación General, el Comité expresó que no hay ningún derecho del Pacto que carezca de 

justiciabilidad, y que, expresar que los DESC no pueden ser justiciados termina siendo 

arbitrario, y “reduciría drásticamente la capacidad de los tribunales para proteger los derechos 

de los grupos más vulnerables y desfavorecidos de la sociedad”
221

.  

 

En virtud de los instrumentos antes señalados se ha consagrado la justiciabilidad de los 

DESC a nivel internacional. En el sistema universal, el Protocolo Facultativo del PIDESC, 
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mismo que recientemente entró en vigencia
222

, establece la posibilidad de entablar 

comunicaciones por la violación de los derechos contenidos en el PIDESC.  

 

A nivel regional, la CADH permite que se entablen denuncias ante la Comisión y 

posteriormente ante la Corte Interamericana
223

. No está de más reiterar, que la justiciabilidad 

de los DESC a través de estos instrumentos se da cuando el Estado ha vulnerado las 

obligaciones que asume en virtud de los mismos. En este sentido, la Jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos expresó que los DESC son plenamente 

justiciables puesto que: 

Resulta pertinente observar que si bien el artículo 26 se encuentra en el capítulo III de la 

Convención, titulado “Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, se ubica, también, en la 

Parte I de dicho instrumento, titulado “Deberes de los Estados y Derechos Protegidos” y, por 

ende, está sujeto a las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 señalados en 

el capítulo I (titulado “Enumeración de Deberes”), así como lo están los artículos 3 al 25 

señalados en el capítulo II (titulado “Derechos Civiles y Políticos”).
224

 

 

 Para este estudio, en lo que concierne a la justiciabilidad de los DESC en el plano 

internacional, se analizará al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 

Comisión Interamericana, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

2.1.1 Comité DESC  

 

Este Comité fue creado por el Consejo Económico y Social de la ONU
225

 con miras a ser 

un órgano con facultades de supervisión del Pacto Internacional de DESC, como lo dispone el 

Capítulo IV de dicho instrumento
226

. Sin embargo, la normativa del PIDESC dispone que los 

Estados parte deberán enviar sus respectivos informes al Consejo Económico y Social de la 

ONU. Posteriormente, mediante Resolución 1985/17 este órgano pasó esas facultades al 

Comité, cuando éste fue creado.  
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223 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969).  Artículo 33 

224 
Corte IDH. Caso de Acevedo Buendía y otros vs Perú.  Fondo. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie 

C No. 198, párr.100 

225 
Este Comité fue creado a través de la Resolución 1985/17  

226  
Los artículos del 16 hasta el 25 hacen referencia a la obligación de entregar informes sobre el 

cumplimiento de los DESC por parte de los Estados. Sin embargo estas normas se refieren al Consejo 

Económico y Social,  mismo que entregó estas facultades al Comité DESC en 1985.   



 

 

61 

El instrumento que permite la justiciabilidad de los DESC a través del Comité, es el 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Este 

instrumento es un tratado adicional al PIDESC mismo que “establece un mecanismo para que 

las personas, grupos o comunidades puedan presentar casos de violación a sus derechos 

económicos, sociales y culturales ante el Comité DESC”
227

. Fue creado con la única intención 

de crear una vía internacional para que los DESC sean plenamente justiciables. Es por eso que 

el Preámbulo de este instrumento expresa que “para asegurar mejor el logro de los propósitos 

del Pacto y la aplicación de sus disposiciones, sería conveniente facultar al Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales para desempeñar las funciones previstas en el 

presente Protocolo”
228

. El artículo primero del Protocolo Facultativo establece que “[T ]odo 

Estado Parte en el Pato que se haga Parte en el presente Protocolo reconocerá la competencia 

del Comité para recibir y examinar comunicaciones conforme a lo dispuesto en el presente 

Protocolo”
229

, disposición que otorga competencias cuasi-jurisdiccionales al Comité para 

hacer justiciables a los DESC.  

 

Ahora que se ha establecido que el Comité tiene plenas competencias para recibir 

comunicaciones en relación al incumplimiento de las normas del PIDESC, conviene hacer 

referencia los mecanismos establecidos para alcanzar la justiciabilidad de los DESC. Estos 

son, los procedimientos de comunicaciones individuales o colectivas, las quejas interestatales 

y el sistema operativo de investigación.  

2.1.1.1 Comunicaciones Individuales o Colectivas 

 

De los tres mecanismos determinados, el primero de aquellos, es el procedimiento de 

comunicaciones individuales o colectivas, “similar a aquellos establecidos bajo otros tratados 

de derechos humanos, que permite a las víctimas de violaciones a DESC, presentar una queja 

ante el Comité DESC de la ONU”
230

. 
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En relación a las personas facultadas en virtud de este primer mecanismo, para acudir al 

Comité y tal como se hizo referencia en líneas anteriores, pueden ser interpuestas por:  

[P]ersonas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado Parte y 

que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos 

económicos, sociales y culturales enunciados en el Pacto
231

. 

 

Para que la comunicación pueda darse a trámite, deben cumplirse ciertos supuestos 

identificados en el artículo tercero del PF-PIDESC, mismo que dispone en su primer numeral 

que el Comité debe cerciorarse de que el peticionario agote todos los recursos de jurisdicción 

interna
232

. La finalidad de agotar los recursos internos se da porque “[l]a existencia y el 

desarrollo de los procedimientos para atender las reclamaciones individuales es importante, 

pero en última instancia tales procedimientos sólo vienen a complementar los recursos 

nacionales efectivos”
233

; por lo que se asienta de esta forma el carácter complementario y 

subsidiario del Comité. Esta norma interpone una “única excepción (…) en el caso de que la 

tramitación de un recurso interno se prolongue injustificadamente y la dilación implique 

realmente una denegación de justicia”
234

; excluyendo así la excepción de la ineficacia del 

recurso interpuesto. Además, el artículo 3 también establece causales bajo las cuales el 

Comité no aceptará como admitida una comunicación235
.  

 

Si una comunicación es admitida, el Estado Parte será notificado y tendrá la obligación 

de, en un plazo de seis meses, presentar explicaciones y declaraciones relacionadas con la 
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comunicación
236

. No está de más señalar, que siempre puede alcanzarse una solución 

amigable entre las partes en virtud del artículo 7 del instrumento ya mencionado.  

 

Si las partes no llegasen a una solución amistosa, se debe seguir lo establecido por el 

artículo 8 que dispone la obligación del Comité de examinar toda documentación puesta a su 

disposición, así como las medidas que el Estado ha tomado en relación a la cuestión 

analizada. Posteriormente, el Comité, “tras examinar una comunicación (…) hará llegar a las 

partes interesadas su dictamen sobre la comunicación, junto con sus recomendaciones, si las 

hubiere”
237

. Una vez enviado el dictamen, el numeral segundo del artículo 9 establece que el 

Estado tiene un plazo de seis meses para enviar una respuesta al Comité con información 

sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento con el dictamen y sus 

recomendaciones
238

. 

 

Como se manifestó en líneas anteriores, dentro de este mecanismo de comunicaciones 

individuales o colectivas, “los Estados parte en el Protocolo se comprometen a aceptar la 

competencia del comité para conocer de quejas individuales”
239

.  

2.1.1.2 Quejas Interestatales 

 

El segundo mecanismo establecido en este instrumento es el de quejas interestatales. Se 

tratan de “comunicaciones entre los Estados, que permiten a un Estado Parte presentar 

comunicaciones ante el Comité DESC denunciando que otro Estado Parte no ha cumplido con 

sus obligaciones bajo el PIDESC, siempre que ambos hayan hecho una declaración de 

aceptación de este mecanismo”
240

. Este proceso lo desarrolla el artículo 10 del PF-PIDESC y, 

dispone que frente al incumplimiento de un Estado Parte con el PIDESC, el interesado puede 
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dar aviso al infractor por escrito sobre la situación, así como al Comité.  Posteriormente, en 

un plazo de tres meses, el Estado “ofrecerá al otro que haya enviado la comunicación una 

explicación u otra declaración por escrito en la que aclare el asunto”
241

 y en donde también se 

explique las medidas adoptadas a favor de esos DESC.  

 

Si es que de esa forma no se resuelve el asunto en un plazo de seis meses desde la primera 

comunicación, cualquiera de los dos Estados Parte puede someter el asunto al Comité
242

. Al 

recibir el Comité la comunicación, y al verificar que se hayan agotado los recursos de 

jurisdicción interna, este órgano pugnará por una solución amistosa entre los Estados
243

. En 

caso de darse una solución amistosa, el Comité realizará un informe limitándose “a una breve 

exposición de los hechos y de la solución a que se haya llegado”
244

. Ante la falta de arreglo, 

se celebrarán sesiones privadas en donde se analizará la información proporcionada por los 

Estados y las declaraciones orales de éstos.  Posteriormente el Comité realizará un informe 

completo sobre la situación de análisis y emitirá sus observaciones y recomendaciones y las 

pondrá en conocimiento de ambos Estados Parte
245

.  

2.1.1.3 Mecanismo del Sistema Operativo de Investigación 

 

Finalmente, el artículo 11 de este instrumento entabla el tercer mecanismo. Se trata del 

sistema operativo de investigación, mismo que “permite al Comité DESC iniciar una 

investigación cuando reciba información fiable que indique la existencia de violaciones 

graves o sistemáticas de los derechos consagrados en el PIDESC”
246

. Esta norma dispone que, 

reconociendo un Estado la competencia del Comité para dicho proceso, y si éste recibe 

información fidedigna sobre violaciones a los DESC, el Comité “invitará a ese Estado Parte a 
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Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2008).  

Artículo 10.a  

242 
Id., artículo 10. b 

243 
Id.,  artículo 10.c  

244 
Id.,  artículo 10.h.i 

245 
Por voluntad diplomática de los Estados, estos pueden dejar de aplicar este mecanismo cuando tienen 

conocimiento de una violación de DESC por parte de otro Estado. En este sentido vale mencionar que el 

principio No. 39 de los Principios de Maastricht establece la obligación de cooperar con los órganos 

internacionales en las denuncias interestatales.   

246 
Arely Sandoval y Carlos De la Torre.  Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Exigibles y 

Justiciables. Óp. cit., pág.23 
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colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, a presentar sus observaciones 

sobre dicha información”
247

. Cabe mencionar, que este proceso de investigación es totalmente 

confidencial y requiere de una constante colaboración del Estado involucrado. Después de la 

investigación, el Comité debe emitir sus propias conclusiones, mismas que “las transmitirá al 

Estado Parte interesado junto con las observaciones y recomendaciones que estime 

oportunas”
248

. Posteriormente, el Estado, en un plazo de seis meses, se comunicará con el 

Comité emitiendo sus comentarios al respecto de las observaciones y recomendaciones 

recibidas.  

 

Estos tres mecanismos antes descritos conllevan a que el Comité, como órgano cuasi-

jurisdiccional, adopte una decisión a través de sus observaciones y recomendaciones. A pesar 

de que la naturaleza de las facultades que el PF-PIDESC otorga, no son plenamente 

jurisdiccionales, se debe tener en cuenta que:  

[E]sto no implica que no tengan algún tipo de impacto o efecto en el plano nacional y, 

sobre todo, en la reparación de los derechos vulnerados. En primer lugar, se debe considerar 

que no obstante que el procedimiento en el que se presenten y analicen las comunicaciones 

al Comité DESC tendrá un carácter confidencial, una vez que el dictamen sea emitido podrá 

incorporarse un resumen del mismo en los informes anuales
249

. En segundo lugar, el artículo 

9 del PF-PIDESC establece que los Estados “deberán dar la debida consideración al 

dictamen del Comité, así como a sus recomendaciones, si las hubiere”, lo cual implica que al 

momento de ratificar el Protocolo, los Estados se obligan no sólo a reconocer la competencia 

del Comité DESC, sino también a tomar las medidas para dar debido cumplimiento a las 

recomendaciones que sean integradas en los dictámenes con los que finaliza el proceso de las 

comunicaciones presentadas
250

. 

 

Toda vez que se ha analizado al Comité DESC como un órgano con facultades cuasi-

jurisdiccionales, es menester recalcar la importancia de la actividad del mismo como 

institución universal que sirve para la justiciabilidad de los DESC. A pesar que aún no existan 

en donde los tres mecanismos de comunicaciones se hayan empleado, son sin duda 

manifestaciones que terminan siendo una evidente expresión de justiciabilidad de los DESC a 
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Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2008).  

Artículo 11 

248 
Id.,  artículo 11.5  

249 
Informes que deben ser enviados por cada Estado Parte en virtud del artículo 15 del PF-PIDESC 
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Arely Sandoval y Carlos De la Torre.  Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Exigibles y 

Justiciables. Óp. cit., pág.30 



 

 

66 

nivel internacional. De igual manera, en el plano regional, la CIDH juega también un rol vital 

en lo que respecta a la justiciabilidad de estos derechos. 

2.1.2 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

 

 La Comisión Interamericana es un órgano autónomo creado en el año 1959 por la OEA 

para ser un órgano principal en materia de DDHH a nivel regional. Tiene la ocupación de 

promover y proteger a los derechos humanos. Las funciones de la CIDH se pueden apreciar 

en la CADH, misma que le otorga facultades cuasi-jurisdiccionales para la justiciabilidad de 

los DESC. Al respecto, la Corte Interamericana manifestó en una de sus decisiones que la 

Comisión cumple plenas funciones de recepción de denuncias individuales, investigación 

preliminar y conciliación
251

, por lo que sus funciones son cuasi-jurisdiccionales y deben ser 

cumplidas. Incluso deben ser acatadas porque “está sometida a procedimientos pre-

establecidos, que suponen un examen de la situación planteada por el peticionario, 

confiriendo las mismas oportunidades procesales (…) y que requieren un 

pronunciamiento”
252

.  

 

No está de más señalar, que las decisiones que adopte la Comisión en estos procesos 

deben ser cumplidas de buena fe por los Estados Partes de la Carta de la OEA o de la CADH. 

De igual forma, la importancia de la CIDH también se aprecia en el sentido de que a nivel 

regional, es el primer órgano competente que se debe acudir para la protección internacional 

de los DESC. Así, la Corte expresó que la CIDH es “el canal a través del cual la Convención 

otorga al individuo el derecho de dar por sí solo el impulso inicial necesario para que se 

ponga en marcha el sistema internacional de protección de los derechos humanos”
253

. Por 

tanto, conviene entonces analizar el proceso que debe acatarse ante la CIDH.  

2.1.2.1 El Proceso ante la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos 
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Corte IDH. Asunto de Viviana Gallardo.  Óp. cit., párr.  22 

252 
Faúndez, Héctor.  El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos Culturales.  San 

José: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2004. Pág. 151 
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Dentro de las funciones de la Comisión, se aprecian, aparte de las mencionadas en líneas 

anteriores, la de “actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su 

autoridad de conformidad con lo dispuesto 44 al 51 de esta Convención”
254

. Esta situación 

implica “la recepción y tramitación de comunicaciones individuales (…), la Comisión analiza 

y se pronuncia respecto a la violación por parte de un Estado, de algún instrumento 

interamericano que le sea aplicable a este”
255

.  

 

La legitimación activa ante la CIDH “permite acceder a los órganos internacionales 

previstos para supervisar el cumplimiento por parte de los Estados de las obligaciones que 

éstos han asumido en el marco de la Convención”
256

. Se trata del derecho de petición de las 

personas, y que se direcciona a la justiciabilidad de los DESC. Conviene señalar, que el autor 

Fabián Salvioli expresó en una de sus obras que “un asunto admisible ante la Comisión puede 

finalizar con una solución amistosa, un informe final de la Comisión Interamericana, o con el 

envío del asunto a la Corte Interamericana por parte de aquella”
257

, tal y como se detallará en 

adelante. 

 

La Comisión, al conocer un caso, debe aplicar lo dispuesto por los artículos 44 a 55 de la 

CADH. El autor Héctor Faúndez, ha sintetizado el proceso ante este órgano de la siguiente 

manera:  

La Comisión contempla las siguientes etapas iniciales comunes: a) una primera etapa en 

que la Comisión debe establecer su competencia para conocer del caso que se le ha 

sometido, b) la fase de admisibilidad de la petición o comunicación respectiva, c) el 

establecimiento de los hechos que han dado origen a la referida petición o comunicación, d) 

la mediación y el esfuerzo de la Comisión para procurar un arreglo amigable entre las partes, 

y e) la decisión de la Comisión, mediante la elaboración del informe respectivo, con sus 

conclusiones y recomendaciones. Suponiendo que se den las otras condiciones 

indispensables para ello, sólo cuando se han completado estos pasos es que un caso está en 

condiciones de ser sometido a la Corte
258

.  
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Para que una petición individual sea tramitada por la Comisión, debe cumplir con dos 

requisitos: los requisitos de competencia y los de admisibilidad. En cuanto a los primeros, se 

los debe analizar en cuatro aspectos: la materia, el tiempo, la persona y el territorio
259

. En lo 

que respecta a los recursos de admisibilidad, “estos incluyen el agotamiento previo de los 

recursos internos, el cumplimiento del plazo de presentación, la no duplicidad frente a otra 

instancia internacional y la caracterización de los hechos”
260

.  

 

En relación al requisito de agotamiento de recursos internos, éste fue concebido en interés 

del Estado:  

[P]ues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le 

imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios [aunque 

también se le ha considerado] como un medio de defensa (del Estado) y como tal, 

renunciable, aun de modo tácito
261

.  

 

Otra de las implicaciones de esta regla es la de “suministrar recursos judiciales efectivos a 

las víctimas, de conformidad con lo dispuesto en el art. 25 de la Convención”
262

. No está de 

más mencionar, que esta disposición de la CADH
263

 consagra el derecho a un recurso efectivo 

                                                 
259  

Los requisitos de competencia en razón del tiempo se analizan en base al momento en que el Estado 

denunciado ratificó la CADH; en razón del territorio, se tiene que tomar en cuenta que las violaciones hayan 

sido cometidas bajo el territorio en donde el Estado ejerce soberanía; en razón de la persona es competente la 

CIDH cuando las víctimas son seres humanos, por el simple hecho de su condición de persona; finalmente, en 

razón de la materia es competente la CIDH cuando la situación trata estrictamente sobre vulneraciones a los 

DDHH de las personas. Vid.  Corte IDH. Caso Cantos vs Argentina.  Excepciones Preliminares. Sentencia de 

28 de noviembre de 2002. Serie C No. 97, párr. 29;  Comisión IDH. Medidas Cautelares adoptadas respecto 

de los detenidos en la Bahía de Guantánamo. Medida del 12 de marzo del 2002; CIDH. Informe Anual 1998, 

párr.  15-20 
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Derechos Humanos y Juicio Justo.  Claudio Nash e Ignacio Mujica (COORDS). Lima: Organización 

Universitaria Interamericana. Pág. 23.  
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Corrales.  Excepciones preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, párrafo 90; y Caso Godínez Cruz.  

Excepciones preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, párrafo 93.  
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Vid.  Convención Americana Art.  25: 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 

sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 

violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales 2. Los Estados Partes se 

comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá 

sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso 

judicial y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 

estimado procedente el recurso  
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para la protección judicial de las personas264
. 

 

Otro de los requisitos de admisibilidad establecidos en el artículo 45 de la CADH es que 

la denuncia “sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el 

presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva”
265

. Este 

requisito de admisibilidad se relaciona con el requisito de agotamiento de los recursos 

internos en razón de que:  

[T]oda vez que las violaciones de los derechos consagrados en la Convención se 

consideran cometidas en el momento en que se dicta la decisión definitiva conforme al 

derecho interno, por lo tanto los seis meses se cuentan a partir del agotamiento de los 

recursos internos
266

.   

 

 

Finalmente, el caso no debe estar tramitándose en otra instancia internacional de 

cualquier naturaleza, y debe versar sobre una violación de derechos humanos.  

 

Una vez analizados estos requisitos, se debe proseguir con lo dispuesto por la Sección 4 

de la CADH que implanta el procedimiento a seguir por parte de la CIDH. Así, la CADH 

establece en su artículo 48: 

a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al 

Gobierno del Estado. Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo 

razonable,(…) ; b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean 

recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación. (…); c) 

podrá también declarar la inadmisibilidad o improcedencia de la petición o comunicación, 

sobre la base de una información o prueba sobrevivientes; d) si el expediente no se ha 

archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión realizará, con conocimiento de 

las partes, un examen del asunto planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario 

y conveniente, la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento 

solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades necesarias; e) 

podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le 

solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados; f) se pondrá a 

                                                 
     

 264 
Este derecho implica que el recurso que el Estado debe ofrecer para el agotamiento de los recursos 
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legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que 

violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas; 

pero la responsabilidad estal no terminan cuando las autoridades competentes emiten su decisión, pues se 

requiere que el Estado garantice los medios para ejecutar dichas decisiones. Vid.  Faúndez, Héctor.  El Sistema 

Interamericano de Protección de los Derechos Humanos Culturales.  San José: Instituto Interamericano de 

Derechos Humanos, 2004. Pág. 99. 
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disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto 

fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención
267

.  

 

De la norma citada se desprende que la CIDH debe solicitar información necesaria sobre 

el asunto planteado al Estado implicado. Después la CIDH procurará una solución amistosa. 

Si las víctimas y el Estado llegan a un acuerdo, “la Comisión redactará un informe que será 

transmitido al peticionario y a los Estados Partes en esta Convención (…) Este informe 

contendrá una breve exposición de los hechos y de la solución lograda”
268

. Este arreglo 

pondría fin a la denuncia planteada. Si las partes no llegasen a una solución amistosa, se 

procederá con lo dispuesto en el artículo 50 de la CADH, que menciona que:  

1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto
269

 de la 

Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el 

informe no representa, en todo o parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, 

cualquiera de ellos podrá agregar  dicho informe su opinión por separado. También se 

agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en 

virtud del inciso 1.e del artículo 48. 

2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados 

para publicarlo 

3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 

recomendaciones que juzgue adecuadas
270

.  

 

Una vez que el informe de la CIDH ha sido puesto en conocimiento de las partes, si en un 

plazo de tres meses, “el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte 

por la Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá 

emitir (…) su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida”
271

. Posteriormente, “fijará 

un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la 

situación examinada”
272

 y después, por disposición del numeral tercero del artículo 50, 

decidirá si el Estado ha tomado o no medidas para remediar la situación examinada.  

 

La forma cómo se somete un caso ante la CoIDH será analizada posteriormente. Como se 

revisó ya, la CIDH tiene la función de procurar una solución amistosa, caso contrario emitirá 
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un informe final, mismo que “incluye recomendaciones y establece un plazo para que el 

Estado informe sobre la adopción de las recomendaciones”
273

. Con el informe se pone fin al 

proceso ante la Comisión, ésta, es una decisión de un órgano cuasi-jurisdiccional, pero que 

debe ser cumplida por el Estado para alcanzar una plena justiciabilidad de los DDHH, por el 

principio de buena fe ampliamente mencionado en líneas anteriores.  

 

 De esta forma se aprecia como la CADH ha instaurado un proceso fijo para que a través 

de la CIDH se logre una plena justiciabilidad de los derechos
274

, en donde han existido varios 

pronunciamientos relacionados con los DESC, como se analizará en adelante.  

2.1.2.2 Justiciabilidad de los DESC a través de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos  

 

Los DESC son justiciables a través del artículo 26 de la CADH, norma que a pesar de no 

establecer un catálogo amplio de DESC, los reconoce
275

. Sin embargo, la CADH menciona 

ideales de justicia social en su Preámbulo
276

. También, la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del hombre ha sido tomada en cuenta para la justiciabilidad de los DESC. 

Finalmente, el Protocolo de San Salvador contiene disposiciones sobre qué derechos son 

justiciables a través del sistema interamericano. Así, el artículo 19.6 establece que se podrá 

iniciar un proceso dentro del Sistema Interamericano por la violación del derecho de los 
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Parra,  Oscar, et al.  Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Óp. 
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trabajadores a formar sindicatos y al derecho a la educación
277

.  

 

También es necesario señalar, que gracias a la interdependencia de los derechos humanos, 

se ha logrado también la justiciabilidad de los DESC. La interdependencia “niega cualquier 

separación, categorización o jerarquía entre los derechos humanos”
278

. Este término fue 

mencionado por primera vez en 1977, en la Resolución 32/130 de la ONU
279

, misma que 

estableció que:  

[T]odos los derechos humanos y libertades fundamentales son indivisibles e 

interdependientes, deberá prestarse la misma atención y urgente consideración a la 

aplicación, la promoción y la protección tanto de derechos civiles y políticos como de los 

derechos económicos, sociales y culturales
280

. 

 

Posteriormente, la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo reiteró este criterio y 

aumentó que “la promoción, el respeto y el disfrute de ciertos derechos humanos y libertades 

fundamentales no pueden justificar la denegación de otros derechos humanos y libertades 

fundamentales”
281

, criterio que fue reiterado en el artículo 6.2 de dicha Resolución. También, 

la Conferencia de Viena hizo referencia a la interdependencia de los DDHH cuando 

estableció que “todos los derechos son universales, indivisibles e interdependientes y están 

relacionados entre sí, [se los debe tratar] en forma global y de manera justa y equitativa, en 

pie de igualdad y dándole a todos el mismo peso”
282

. Acto seguido, varias Resoluciones de 

órganos como el Comité DESC han utilizado este principio
283

. La Corte Interamericana lo ha 

aplicado en varias de sus decisiones, como se analizará en adelante.  
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En lo que respecta a la justiciabilidad de los DESC relacionada con la interdependencia 

de los derechos humanos, se tienen algunos ejemplos basados en decisiones de la Comisión. 

En este sentido, en el caso María Eugenia Morales de Sierra se declaró que se había vulnerado 

el artículo 1 de la CADH en virtud del derecho al trabajo por la discriminación que la víctima 

sufría al no poder trabajar
284

. Otro caso similar es el de Gustavo Carranza contra Argentina, 

en donde esta persona fue removida de su cargo de magistrado sin que se haya respetado el 

proceso interno para la remoción de funcionarios públicos. En este caso, la CIDH mencionó 

que “el procedimiento establecido por la legislación interna de Chubut fue violado al 

removerse a los magistrados”
285

, y como consecuencia declaró vulnerados los artículos 8 y 25 

en relación al 1.1 de la CADH en perjuicio de la víctima. Otro ejemplo de este supuesto es el 

caso Ventura Hernández contra Guatemala, en donde la CIDH declaró como vulnerado el 

derecho a la libertad personal de la víctima por ser un dirigente sindical exiliado de su 

nación
286

. 

 

La vulneración de DESC también ha sido denunciada de forma directa ante la CIDH. En 

relación a las manifestaciones de la CIDH relacionadas con la justiciabilidad directa de los 

DESC, existen varios pronunciamientos. Por ejemplo, mediante Resolución No. 47/81, la 

CIDH declaró que el Estado cubano vulneró el derecho a la preservación de la salud y 

bienestar contenido en el artículo XI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 

Hombre en perjuicio de las víctimas
287

. Situación similar ocurrió en la Resolución No.12/85 

en donde la CIDH declaró que el Estado de Brasil era responsable por la violación del artículo 

XI en perjuicio de las comunidad indígena Yanomami
288

; a su vez, la CIDH recomendó al 

Estado Parte que adopte “medidas sanitarias de carácter preventivo y curativo a fin de 

proteger la vida y la salud de los indios expuestos a adquirir enfermedades infecto-
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contagiosas”
289

. Otro caso en donde se declaró vulnerado el derecho a la salud de las 

personas, fue en el caso 4677 contra Cuba, por mantener por más de 20 años a varias personas 

privadas de su libertad como prisioneros políticos, y bajo condiciones deplorables
290

.  

 

También, en el caso de la comunidad Aché de Paraguay, por las malas condiciones de 

trabajo y la negativa a proporcionar medicinas a los miembros de la comunidad por parte del 

Estado, la CIDH declaró como vulnerados los artículos XI (derecho a la preservación de la 

salud y bienestar) y XIV (derecho al trabajo y a una justa retribución) de la Declaración
291

. 

Así mismo, en el caso de los Testigos de Jehová contra Argentina, la CIDH declaró vulnerado 

el derecho a la educación tipificado en la Declaración por la negativa, por parte del Estado 

argentino, de proporcionar educación a ciertos estudiantes tan solo por su religión
292

. En estos 

ejemplos se declaran como vulnerados derechos consagrados en la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del hombre. Esto es posible porque el artículo 23 del Reglamento de la 

CIDH los menciona como justiciables. De igual forma, la CIDH manifestó que la Declaración 

“tiene plenos efectos jurídicos y es de cumplimiento obligatorio para todos los Estados 

miembros de la OEA”
293

. Otra razón que demuestra la vital importancia de esta declaración 

para la justiciabilidad de los DESC, es su utilidad, en este sentido se ha dicho que:  

[L]a utilidad del mismo para la justiciabilidad de los DESC se encuentra en ser fuente 

persuasiva, pero además en el hecho de que varias de sus disposiciones han sido 

incorporadas en la jurisprudencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) e indirectamente en la de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de forma 

tal que sus preceptos se han vuelto en cierta manera vinculantes para los Estados
294

.  
 

 

La CIDH también ha realizado pronunciamientos relacionados directamente con el art. 26 
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de la CADH. Eso lo hizo en el caso de Milton Fajardo y otros contra Guatemala. En esa 

ocasión, la CIDH estableció que:  

[L]os derechos económicos de los trabajadores aduaneros entran en el marco de la 

protección de los derechos económicos, sociales y culturales tutelados por la Convención 

Americana en su artículo 26.  Las violaciones de los derechos de los trabajadores son claras 

cuando se habla de los principios de legalidad y retroactividad, así como de la protección de 

las garantías judiciales.  Las violaciones por parte del Estado de Nicaragua determinan los 

perjuicios económicos y postergan los derechos sociales de los peticionarios
295

 [Por tanto] la 

Comisión estima que en el presente caso el Estado nicaragüense, en vez de adoptar medidas 

de desarrollo progresivo en beneficio de los trabajadores aduaneros, buscó reducir sus 

derechos, ocasionándoles perjuicios graves en sus derechos económicos y sociales
296

. 

 

En referencia al Protocolo de San Salvador, éste le asigna a la Comisión “la tarea de 

formular, sí así lo considera necesario, observaciones y recomendaciones sobre la situación de 

los derechos económicos, sociales y culturales establecidos en el Protocolo”
297

. En relación a 

su justiciabilidad, los órganos del sistema interamericano son competentes para decidir sólo 

“para casos de violaciones de los derechos de personas trabajadoras, de la organización de 

sindicatos y de la libre afiliación al sindicato de su elección, así como para violaciones al 

derecho a la educación”
298

. Teniendo un amplio catálogo de DESC, la decisión de hacer tan 

solo a dos artículos de este como justiciables es el “resultado de la falta de voluntad política 

por parte de los Estados que formularon y ratificaron el documento”
299

. Así, en uno de los 

Informes de Admisibilidad de la CIDH sobre los adolescentes en custodia de la FEBEM, la 

Comisión aceptó el caso a trámite, toda vez que los adolescentes que se encontraban bajo la 

custodia de esa institución, no recibían ningún tipo de educación, presumiéndose la presunta 

violación del artículo 13 del Protocolo de San Salvador
300

.  
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Finalmente, la CIDH en sus recomendaciones ha solicitado que el Estado realice ciertas 

acciones tendientes al cumplimiento de DESC, sin importar el derecho vulnerado en perjuicio 

de las víctimas. Por ejemplo, en el Informe sobre el fondo del caso Paloma Anégila Escobar 

Ledesma y Otras vs. México, la Comisión recomendó que se emplee un pago económico para 

la culminación de los estudios de los familiares de la víctima
301

. En el caso de Martín Pelicó 

Coxic vs. Guatemala, el Estado, posterior al informe de la CIDH, otorgó a los familiares de 

las víctimas becas educativas, vivienda y revisiones médicas y medicinas a los familiares de 

la víctima, por concepto de reparaciones simbólicas y económicas
302

. Similar criterio expresó 

la Comisión en el caso Yanomami, cuando recomendó que se tomen medidas sanitarias para 

prevenir enfermedades infecto-contagiosas de los miembros de la comunidad
303

. De igual 

forma, en el Informe sobre el fondo del caso Simone André Diniz, la Comisión recomendó 

conceder apoyo financiero a la víctima para que pueda iniciar y concluir un curso superior, y 

recomendó adoptar medidas de educación para evitar la discriminación racial hacia 

funcionarios de justicia y policiales
304

.  

 

De esta forma son justiciables los DESC ante la CIDH. La CADH, el Reglamento y el 

Estatuto propio de la CIDH han consagrado un proceso estandarizado que permite que la 

CIDH adopte una decisión sobre violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales 

de las personas. A pesar de que la CADH instaure tan solo un artículo relacionado con los 

DESC, que pocas veces ha sido analizado; y que el Protocolo de San Salvador sólo mencione 

que dos derechos de este tipo son justiciables, la interdependencia ha sido el principio que ha 

permitido que más DESC sean reclamables a nivel regional. A continuación se analizará a la 

Corte Interamericana como órgano para la justiciabilidad de los DESC. 

2.1.3 La Corte Interamericana  
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Este órgano es también vital para la justiciabilidad de los DESC, debido a que sus 

facultades son jurisdiccionales. La CoIDH fue creada por la Convención Americana, 

instrumento sobre derechos humanos que entró en vigor el 18 de julio de 1978, para que sea 

una institución que salvaguarde los derechos esenciales del ser humano en el continente. Casi 

un año después de la entrada en vigor de la CADH, empezaron las funciones de la Corte
305

.  

 

La razón bajo la cual la CADH creó a la Corte, es porque este órgano brinda “una 

protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 

ofrece el derecho interno de los Estados americanos”
306

. Por este motivo, ante la necesidad de 

brindar mayor protección a los derechos de las personas, se creó la Corte, órgano que surgió 

posterior a la CIDH, debido a que la Comisión fue creada con anterioridad como un órgano de 

la OEA, por lo que conviene analizar el proceso que debe seguirse ante este órgano.  

2.1.3.1 El Proceso ante la Corte Interamericana 

 

Las funciones de la Corte han sido establecidas en la CADH, su Estatuto y su 

Reglamento. Así, “la Corte posee una competencia contenciosa, limitada a los Estados partes 

en la Convención que expresamente le hayan conferido esta atribución, y una competencia 

consultiva, que se hace extensiva a todos los países miembros del sistema interamericano”
307

. 

La función consultiva de la Corte se aplica en situaciones en donde un Estado parte necesita 

del criterio de este órgano, y puede ejercerse “sobre toda disposición, concerniente a la 

protección de los derechos humanos, de cualquier tratado internacional aplicable en los 

Estados Americanos”
308

.  

 

En materia de este análisis, conviene enfocarse en la competencia contenciosa de la 

Corte, siendo ésta la que conduce la justiciabilidad de los DESC. En ese sentido, el artículo 34 

CADH establece que “son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el 

cumplimiento de compromisos contraídos por los Estados en esta Convención (…) la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos”
309

. Para que la Corte pueda resolver un asunto, éste 

debe ser sometido a su conocimiento por parte de los Estados Parte o por la Comisión 

Interamericana
310

.  

 

Para someter un caso a la Corte, en lo que respecta a cuál es la información que la CIDH 

debe presentar, el artículo 35 dispone que se deberán presentar, los motivos que llevaron a la 

Comisión a presentar el caso ante la Corte, así como sus observaciones y recomendaciones 

que constan en el informe, una copia total del expediente del proceso ante la CIDH, así como 

las pruebas actuadas así como las pretensiones y reparaciones que la Comisión solicite
311

. 

 

Posteriormente, conforme al artículo 38 del Reglamento, la Presidencia realiza el examen 

preliminar del caso. Cuando las víctimas hayan sido notificadas, éstas dispondrán de un 

tiempo de dos meses para presentar a la Corte sus solicitudes, argumentos y pruebas, 

conforme lo establece el artículo 40 del Reglamento. El mismo tiempo dispondrá el Estado 

para contestar a la denuncia y para presentar sus solicitudes, argumentos y pruebas. Una vez 

que se han presentado tales escritos, “la Presidencia señalará la fecha de apertura del 

procedimiento oral y fijará las audiencias que fueses necesarias”
312

, en donde se practicarán 

también las pruebas e intervenciones pertinentes. A continuación se da inicio con la etapa 

escrita final, en donde las partes podrán presentar sus alegatos finales.  

 

Por último, la Corte debe emitir una decisión, en este sentido, el artículo 63 CADH 

establece que la Corte: 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en este 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 

libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 

consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y 

el pago de una justa indemnización a la parte lesionada 

2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 

irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las 

medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén 
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sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión
313

.  

  

El fallo de la Corte será motivado, es decir, debe expresar las razones bajo las cuales se 

llegó a tal decisión
314

. Esta decisión es definitiva, inapelable
315

, debe ser notificada a las 

partes
316

, por lo que con la sentencia de la Corte, se pone fin al proceso ante el sistema 

interamericano
317

. No está de más recalcar, que la sentencia que adopte la Corte debe ser 

cumplida por los Estados por disposición expresa del artículo 68 CADH
318

, y por las 

abundantes razones expuestas en líneas anteriores. Igualmente, dentro de todo proceso ante la 

CoIDH, puede haber soluciones amistosas entre las partes, reconocimientos totales o parciales 

por parte del Estado o desistimientos de la denuncia, situaciones que deben ser siempre 

consideradas por la Corte
319

.  

 

Ahora que se ha analizado el proceso que se impulsa ante la CoIDH, conviene resaltar, 

que este órgano también ha desarrollado jurisprudencia relacionada con los DESC. Aunque 

esta no sea abundante, a continuación se analizará la jurisprudencia de la Corte en donde se 

han declarado como justiciables a los DESC de forma directa, indirecta, y a través de las 

reparaciones ordenadas por la Corte.  

2.1.3.2 La Justiciabilidad Directa de los DESC a través la Corte 

 

La justiciabilidad directa, es la que permite la reclamación directa del derecho ante los 

tribunales
320

. Han sido pocas las ocasiones en donde se ha alegado directamente la 

vulneración del artículo 26 de la CADH, disposición que reconoce a los DESC. A pesar de 

eso, es necesario reiterar, que “[l]as obligaciones generales contenidas en los artículos 1 y 2 se 
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refieren a todos los derechos abarcados por el tratado, no apenas aquellos que figuran en el 

capítulo II”
321

. La primera vez que se alegó la vulneración de este derecho fue en el caso 

“Cinco Pensionistas”, en donde las víctimas y la CIDH denunciaron que se les negó el 

derecho al desarrollo progresivo de su derecho a las pensiones. Sin embargo, la Corte 

desestimo esta pretensión al expresar que: 

  Los derechos económicos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto individual 

como colectiva. Su desarrollo progresivo, sobre el cual ya se ha pronunciado el Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, se debe medir, en el 

criterio de este Tribunal, en función de la creciente cobertura de los derechos económicos, 

sociales y culturales en general, y del derecho a la seguridad social y a la pensión en 

particular, sobre el conjunto de la población, teniendo presentes los imperativos de la 

equidad social, y no en función de las circunstancias de un muy limitado grupo de 

pensionistas no necesariamente representativos de la situación general prevaleciente
322

.  

 

De igual forma, en el caso Acevedo Buendía vs Perú la pretensión de que se declare como 

vulnerado el artículo 26 fue alegada y desechada. En esa ocasión, la Corte, a pesar de 

reconocer la plena justiciabilidad de los DESC y la interdependencia de los DDHH, expresó 

que no se vulneró el artículo 26 puesto que el asunto que debía resolver no trataba sobre el 

desarrollo progresivo al derecho a una pensión, sino la falta de pago de una; consideró como 

vulnerados ante esa situación a los artículos 21 y 25 de la CADH
323

. Criterio similar tuvo la 

sentencia del caso Sarayaku vs. Ecuador en donde la Corte tan solo se remitió a manifestar 

que los hechos se adecuan más a una violación del artículo 21 de la CADH sobre el derecho a 

la propiedad
324

. De igual forma, la sentencia del caso “Trabajadores Cesados del Congreso” la 

Corte no tomó en cuenta la alegación de la vulneración del art. 26 por la vulneración a varios 

derechos del trabajo y de salud en perjuicio de los 257 trabajadores, puesto que declaró como 

vulnerado el artículo 28
325

.  
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También los jueces de la Corte hicieron referencia al artículo 26 en el caso de “Las niñas 

Yean y Bosico”, sin declararlo como vulnerado, de la siguiente manera: 

La Corte considera que la vulnerabilidad a que fueron expuestas las niñas, como 

consecuencia de la carencia de nacionalidad y personalidad jurídica, para la niña Violeta 

Bosico también se reflejó en que se le impidió estudiar durante el período escolar 1998-1999 

(…) Precisamente por no contar con el acta de nacimiento, se vio forzada a estudiar durante 

ese período en la escuela nocturna, para mayores de 18 años. Este hecho a la vez agravó su 

situación de vulnerabilidad, ya que ella no recibió la protección especial a que era acreedora 

como niña, de estudiar en el horario que le sería adecuado, en compañía de niños de su edad, 

y no con personas adultas. Cabe resaltar que de acuerdo al deber de protección especial de 

los niños consagrado en el artículo 19 de la Convención Americana, interpretado a la luz de 

la Convención para los Derechos del Niño y del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, en relación con el deber de desarrollo progresivo contenido en el artículo 26 de la 

Convención, el Estado debe proveer educación primaria gratuita a todos los menores, en un 

ambiente y condiciones propicias para su pleno desarrollo intelectual
326

. 

 

En ese caso, la Corte, a pesar de interpretar el Protocolo de San Salvador, así como el 

artículo 26 de la CADH, consideró que estos hechos implicaban una violación de los artículos 

3, 18 19 relación 1.1 de la Convención.  

2.1.3.3 La Justiciabilidad Indirecta de los DESC a través de la Corte 

 

La justiciabilidad indirecta “permite la defensa de los derechos sociales a través de la 

invocación de principios generales que se predicen de todos los derechos, (…) es la tutela de 

los derechos sociales en virtud de su relación con otros derechos fundamentales”
327

. Una gran 

cantidad de sentencias han relacionado vulneraciones de DESC con derechos civiles y 

políticos. Una de las decisiones más importantes y que constituye un claro ejemplo sobre la 

interdependencia de los derechos, es la jurisprudencia del caso “Niños de la calle”. En este 

caso, la Corte hizo una relación del derecho a la vida con condiciones mínimas de existencia, 

siendo estas, relacionadas con los DESC. Así, la Corte expresó que: 

[E]l derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano 

de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el 

acceso a condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la 

obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieren para que no se 

produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus 

                                                 
326 

Corte IDH. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana.  Fondo. Sentencia de 8 de 

septiembre de 2005. Serie C No. 130, párr.  185.  

327  
Saura, Jaume. “La exigibilidad de los derechos humanos: Especial referencia a los derechos 

económicos, sociales y culturales”. Óp. cit., pág.4  
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agentes atenten contra él
328

. 

 

De igual forma, esta decisión tuvo un voto razonado en donde se reiteró la 

interdependencia de los derechos. El voto de los jueces Cançado y Abreu expresó que el 

derecho a la vida:  

[S]e extiende igualmente a la privación del derecho a vivir con dignidad. Esta visión 

conceptualiza el derecho a la vida como perteneciente, al mismo tiempo, al dominio de los 

derechos civiles y políticos, así como al de los derechos económicos sociales y culturales, 

ilustrando así la interrelación e indivisibilidad de todos los derechos humanos
329

. 

 

Estas condiciones de vida digna a las que se ha referido la constante jurisprudencia de la 

CoIDH, pueden depender según el caso sub iudice. Por ejemplo, en el caso “Instituto 

Reeducación del Menor”, la Corte analizó la situación de niños privados de su libertad, y 

consideró que: 

 [L]a protección de la vida del niño requiere que el Estado se preocupe particularmente 

de las circunstancias de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad y, [en 

consecuencia], un Estado tiene, respecto de niños privados de libertad y, por lo tanto, bajo su 

custodia, la obligación de proveerlos de asistencia de salud y educación
330

. 

 

Otro ejemplo que demuestra la justiciabilidad de los DESC a través de la protección del 

derecho a la vida, es el caso de la Comunidad Sawhoyamaxa. Allí, la Corte IDH consideró 

que por la comprobación de que un grupo de personas estaba en una situación de desempleo, 

analfabetismo, viviendo bajo tasas de morbilidad por enfermedades evitables, desnutrición, 

precarias condiciones de vivienda, limitaciones de acceso y uso de los servicios de salud y 

agua potable, así como la marginalización por causas económicas, geográficas y culturales, se 

había generado un riesgo para la vida de estas personas
331

. Por tanto, declaró como vulnerado 

el derecho a la vida de los miembros de la Comunidad.  

 

También el caso Ximenes Lopes vs Brasil es una muestra de la interdependencia de los 

derechos. Bajo aquellas circunstancias, la Corte conoció sobre vulneraciones al derecho a la 

                                                 
328 

 Corte IDH. Caso Villagrán Morales y otros vs Guatemala.  Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 

1999. Serie C No. 63, párr. 99; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri,  párr.  128; Caso Myrna Mack 

Chang,  párr.  152; y Caso Juan Humberto Sánchez,  párr.  110.  

329 
Corte IDH. Caso Villagrán Morales y otros vs Guatemala.  Voto Concurrente de los jueces Cançado 

Trindade y Abreu Burelli.  Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 4 

330 
Corte IDH. Caso Instituto Reeducación del Menos vs Paraguay.  Óp. cit., párr.160, 161 

331 
Corte IDH. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs Paraguay.  Óp. cit., párr.168 
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salud del ciudadano Ximenes Lopes, pero la relacionó con el derecho a la vida e integridad 

física de la víctima. Así, los jueces de la Corte expresaron que:  

Los Estados son responsables de regular y fiscalizar con carácter permanente la 

prestación de los servicios y la ejecución de los programas nacionales relativos al logro de 

una prestación de servicios de salud públicos de calidad, de tal manera que disuada cualquier 

amenaza al derecho a la vida y a la integridad física de las personas sometidas a tratamiento 

de salud. Deben, inter alia, crear mecanismos adecuados para inspeccionar las instituciones 

psiquiátricas, presentar, investigar y resolver quejas y establecer procedimientos 

disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional indebida o de 

violación de los derechos de los pacientes
332

. 

 

En relación a derechos culturales, la Corte realizó una relación de éstos con el artículo 21 

de la CADH que establece el derecho a la propiedad. Así, la Corte expresó que:  

Dadas las características del presente caso, es menester hacer algunas precisiones 

respecto del concepto de propiedad en las comunidades indígenas. Entre los indígenas existe 

una tradición comunitaria sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en 

el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su 

comunidad. Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir 

libremente en sus propios territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la 

tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su 

vida espiritual, su integridad y su supervivencia económica. Para las comunidades indígenas 

la relación con la tierra no es meramente una cuestión de posesión y producción sino un 

elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su 

legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras
333

. 

 

De igual forma, en otro conocido caso sobre comunidades indígenas, la Corte, a pesar de 

no declarar como violado directamente el art. 26 CADH, lo usó para analizarlo junto con el 

derecho a la vida digna de los miembros de la comunidad Yakye Axa. Así, el Tribunal señaló 

que:  

[L]a obligación de “generar las condiciones de vida mínimas compatibles con la 

dignidad de la persona humana y a no producir condiciones que la dificulten o impidan”, es 

un deber para cuya verificación, en el caso concreto, debía ser tenido en cuenta, inter alia, el 

deber de desarrollo progresivo contenido en el artículo 26 de la Convención y algunos 

derechos sociales establecidos en el Protocolo de San Salvador
334

.  

 

Otra declaración de la interrelación de los derechos civiles y políticos con los DESC se 

encuentra en el caso Baena Ricardo vs Panamá, situación en donde la Corte relacionó a los 

derechos laborales con el de libre asociación o al debido proceso. La Corte determinó que se 

                                                 
332  

Corte IDH. Caso Ximenes Lopez vs Brasil.  Fondo. Sentencia de 4 de Julio de 2006. Serie C No. 149, 

párr.  99 

333 
Corte IDH.  Caso de la Comunidad Mayagna Awas Tingi vs Nicaragua.  Óp. cit., pág.149 

334 
Corte IDH. Caso Comunidad Yakye Axa vs. Paraguay.  Óp. cit., pág.162, 163 
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vulneraron estos derechos al destituir a los 270 trabajadores sin proceso formal y previo
335

; 

así como la vulneración a su libertad de asociación, haciendo referencia a la importancia de la 

protección de la asociación sindical, así como de los intereses legítimos de los trabajadores
336

.  

2.1.3.4 Reparaciones Ordenadas por la Corte que se han vinculado con 

los DESC 

 

También conviene señalar, que los jueces de la Corte han ordenado a que el Estado que 

ha vulnerado DDHH en sus reparaciones integrales de sus sentencias, realice acciones 

tendientes a mejorar DESC, independientemente del derecho declarado como vulnerado. Por 

ejemplo, en el caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, la Corte, en su Punto Resolutivo 7 

ordenó que se debía reintegrar a los trabajadores a su cargo, u ofrecerles opciones de 

empleo
337

. Una reparación  similar se  decidió en el caso Acevedo Jaramillo vs. Perú
338

. Otra 

manifestación se la aprecia en el caso Cantoral Benavides, en donde la Corte expresó que el 

Estado debía proporcionarle una beca de estudios superiores o universitarios, con el fin de 

cubrir los costos de la carrera profesional que la víctima elija
339

. En otras ocasiones, en donde 

el derecho a la vida ha sido vulnerado, se ha ordenado establecer becas con el nombre de la 

víctima, como la beca anual para un estudiante de antropología, que lleva el nombre de Myrna 

Mack Chang.  También, en el caso Aloeboetoe contra Surinam, la Corte ordenó la reapertura 

de una escuela con personal docente y administrativo, así como la presencia de un dispensario 

médico
340

. 

 

Otra manifestación sobre las reparaciones que se relacionan con el cumplimiento de los 

DESC la encontramos en la sentencia del caso Plan de Sánchez vs. Guatemala, en donde la 

Corte ordenó, entre otras cosas, que se estudie y difunda a la cultura Maya Achí, construir un 

                                                 
335 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs Panamá. Óp. cit., pág. 133 

336 
Id.,  párrs.  156, 157, 158 y 159 

337 
Id.,  Punto Resolutivo. 7  

338 
Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú.  Óp. cit., punto Resolutivo. 6  

339 
Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú.  Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre 

de 2001. Serie C No. 88. Párr.  80  

340  
Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam.  Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de 

septiembre de 1993. Serie C No. 15. Párr.  96 
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sistema de alcantarillado y agua potable, y el establecimiento de un centro de salud y docentes 

en las escuelas
341

. Lo mismo sucedió con el criterio de reparación apreciado por los jueces de 

la Corte en el caso
342

.  

 

De esta forma se aprecia como la Corte goza de un claro procedimiento que debe seguirse 

para declarar a un derecho del corpus iuris del Derecho Internacional como vulnerado. 

También, ha emitido sentencias que demuestran una plena justiciabilidad de los DESC. Esto 

lo ha hecho mediante la interdependencia de derechos ya que hasta el momento, a pesar de 

que tanto la CIDH como las víctimas lo han alegado, no ha declarado como vulnerado en 

ninguna de sus decisiones al artículo 26 de la CADH. En relación al Protocolo San Salvador, 

la Corte aún no ha declarado como vulnerado alguno de los derechos que en virtud de este 

instrumento pueden denunciarse, pero eso no ha impedido que este órgano interprete el 

Protocolo en varias de sus decisiones
343

. 

 

La justiciabilidad de los DESC es también una realidad a nivel nacional, en donde las 

garantías jurisdiccionales son muy importantes para la protección directa de los derechos. Así, 

se han establecido procedimientos para que dichas garantías sean utilizadas por las personas, 

como se analizará a continuación.  

2.2 Justiciabilidad a Nivel Nacional de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales 

 

                                                 
341 

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala.  Fondo. Sentencia de 29 de abril de 2004.  

Serie C No. 105. Párr.  110.  

342  
Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay.  Fondo Reparaciones y Costas.  

Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 125. Párr. 221.  

343  
 Vid.  Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay.  Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr.  

148; Corte IDH. Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina.  Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párr.129; Corte IDH. Caso Baena Ricardo y 

otros Vs. Panamá. Competencia.  Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, párr. 159; Corte 

IDH. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú.  Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 

2003. Serie C No. 98, párr. 116; Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa 

Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia de 28 noviembre de 2012 Serie C 

No. 257, párr.  290; Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay.  Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 

febrero de 2011 Serie C No.221, párr.  130;  
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El fundamento de los medios nacionales de protección de los DDHH, y en especial de los 

DESC, se lo puede apreciar en varios instrumentos de DDHH. Así, el artículo 8 de la 

Declaración Universal de DDHH, dispone que “toda persona tiene derecho a un recurso 

efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley”
344

. También, la 

Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993 expresó el mismo criterio. En el mismo 

sentido, el artículo XVIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre ha 

expresado que:  

[T]oda persona puede acudir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo 

debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra 

actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales 

consagrados constitucionalmente
345

. 

 

En relación con la CADH, la existencia de medios nacionales que permitan la 

justiciabilidad de los derechos corresponde a la obligación de garantía del libre y pleno 

ejercicio de los DDHH contenida en artículo 1 de la CADH. Así también, el artículo 25 

establece que:  

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, 

aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 

oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente 

prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derecho de toda persona que 

interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades del recurso judicial, y c) a garantizar 

el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso
346

. 

    

También es aplicable para el ejercicio de este derecho, lo contenido en el artículo 8 de la 

CADH, que establece que:  

[T]oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter
347

. 
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Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948). Artículo 8 

345 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (1948). Artículo XVIII 

346 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969). Artículo 25 

347 
Id., artículo 8 
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Es vital la importancia de un recurso que ampare a las personas contra violaciones de 

DDHH. Y la importancia de este recurso no ha sido marcada en la normativa de la CADH, la 

jurisprudencia de la CoIDH también expresó al respecto, que un recurso judicial efectivo: 

[C]onstituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del 

propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención; por 

consiguiente, el artículo 25, que contempla el derecho a ese tipo de recursos, se encuentra 

íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la Convención
348

.  

 

De igual forma, la CIDH expresó en su momento que estos recursos internos deben 

también proteger DESC, así, este órgano expresó que: 

Las acciones judiciales tipificadas por el ordenamiento jurídico han sido pensadas, 

tradicionalmente, para la protección de los derechos civiles y políticos clásicos. La falta de 

recursos adecuados y efectivos en el orden jurídico interno de los Estados para tutelar los 

derechos económicos, sociales y culturales, vulnera las normas de los instrumentos 

internacionales de derechos humanos que consagran el derecho de acceder a tales recursos, y 

en consecuencia, a aquellos derechos
349

.   
 

 

También, la CIDH volvió a reiterar que los DESC son justiciables a nivel nacional por el 

pleno reconocimiento de los artículos 8 y 25 de la CADH cuando estableció que:  

En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los artículos 8 y 25 son los que 

tradicionalmente se asocian con una doctrina en desarrollo sobre garantías judiciales y 

protección judicial de los derechos humanos. En sus propios términos, estos dos artículos se 

aplican a toda situación en que se deba determinar el contenido y alcance de los derechos de 

una persona sometida a la jurisdicción del Estado parte, ya sea que se trate de materias 

penales, administrativas, fiscales, laborales, de familia, contractuales o de cualquier otra 

índole
350

. 

 

Cuando la CIDH se refirió al término “cualquier otra índole”, se refiere a los DESC. 

También, no está de más señalar, que la falta de existencia y efectividad de estos recursos 

internos sencillos y rápidos, incurren en violación de los artículos 25, 1.1. y 2 de la CADH
351

.  

 

                                                 
348 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein vs Perú.  Fondo. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No.  

74, párr.  135.  

349 
CIDH. El acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales.  

OEA/Ser.L/V/II.129 Doc. 4.  7 de septiembre de 2007. Párr.  235.  

350 
CIDH. Segundo informe de progreso de la relatoría sobre trabajadores migratorios y miembros de sus 

familias en el hemisferio.  Párr.  90; Informe sobre terrorismo y derechos humanos.  Párr.240; Corte IDH. 

Oc18/03, párr.  122, 123, 124.    

351   
Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs Nicaragua.  Solicitud de revisión de la sentencia del 13 de 

septiembre de 1997. Sentencia de 29 de enero de 1997. Voto disidente del Juez A. Cançado Trindade, párr. ,  
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En lo que respecta a instrumentos específicos en materia de DESC, el PIDESC ha 

establecido en su artículo segundo, que los Estados se comprometen a adoptar medidas 

legislativas para lograr la plena efectividad de los DESC y a garantizar su ejercicio
352

. Lo que 

nos lleva a determinar que los medios nacionales de protección de los DESC son establecidos 

como forma de cumplir con la obligación de adopción de medidas y de garantía de los DESC 

ahí reconocidos. Criterio similar ha sido adquirido por el Comité DESC, mismo que 

manifestó que las medidas tendientes a la efectividad de los DESC “se relacionan con el deber 

de ofrecer recursos judiciales y de otro carácter que sean adecuados para posibilitar a las 

personas reclamar el cumplimiento de sus derechos”
353

. También expresó el Comité, que “si 

un derecho no puede ejercerse plenamente sin intervención del Poder Judicial, entonces es 

deber del Estado establecer recursos judiciales al efecto”
354

.  

 

Algo similar ha dispuesto el Protocolo de San Salvador, el artículo 2 de este instrumento 

en materia de DESC establece que: 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos
355

. 

De esta forma se aprecia como las legislaciones internas de las naciones deben tener 

tipificados estos recursos en su legislación interna. También, los instrumentos internacionales 

han establecido ciertos parámetros de funcionamiento de estos, como ser recursos breves, 

sencillos, rápidos o que sean conocidos por jueves imparciales e independientes. Así, en 

palabras del ex juez de la Corte, Sergio García, estos recursos deben dirigirse hacia “el 

reconocimiento de los derechos, recuperarlos cuando han sido desconocidos, restablecerlos si 

fueron vulnerados y ponerlos en práctica cuando su ejercicio tropieza con obstáculos 

indebidos”
356

. Con esto, el juez quiso hacer alusión al acceso material de la justicia. Este 
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Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966). Artículo 2 
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Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Observación General No.3.  Párr. 5; 

Observación General No.12. Párr. 33 
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Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Observación General No.9.  Párr.  10 
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Corte IDH. Opinión Consultiva OC-18/03 del 17 de septiembre de 2003. Voto razonado concurrente 
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criterio que se adiciona al acceso formal a la justicia porque: 

Para que exista un recurso efectivo no basta con que esté previsto por la Constitución o 

la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo 

para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo 

necesario para remediarla
357

. 

No está de más reiterar, que las características que deben tener estos recursos, es que 

deben ser idóneos y efectivos, como se señaló en el Capítulo Primero de éste análisis. Aparte, 

la CIDH ha elaborado otros criterios que deben ser tomados en cuenta. Así, este órgano 

expreso que los recursos tendientes a proteger vulneraciones contra DDHH deben: 

1. Garantizar la no intervención de los poderes ejecutivo y legislativo en los asuntos 

propios del Poder judicial. 2. Dotar al Poder Judicial del apoyo político y de los medios 

necesarios para que cumpla su función de garante de los derechos humanos a plenitud. 3. 

Mantener la vigencia del Estado de Derecho, y declarar estados de emergencia solamente 

cuando ello sea absolutamente necesario, en los términos de los artículos 27 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y 4 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, estructurando adecuadamente dicho régimen, de modo que no afecte la 

independencia de los distintos órganos del poder. 4. Consagrar el acceso irrestricto a la 

jurisdicción e incorporar, cuando ello sea necesario, a la víctima en calidad de legitimada 

para el ejercicio de la acción punitiva. 5. Asegurar la efectividad de las garantías judiciales 

indispensables para la protección de los derechos humanos, removiendo los obstáculos que 

se oponen a su trámite rápido y adecuado. 6. Garantizar el debido proceso legal acusación, 

defensa, prueba y sentencia- mediante la sustanciación pública de los procesos. 7. Garantizar 

el conocimiento inmediato por los jueces de todos los hechos y situaciones en los que se 

restrinjan o suspendan los derechos humanos, con independencia de la situación jurídica de 

los imputados. 8. Remover los obstáculos procesales que dilatan el procedimiento, de 

manera que los juicios se sustancien en un plazo razonable y se concluyan mediante 

sentencias exhaustivas. 9. Garantizar la sustanciación independiente de las causas penales y 

de las civiles o contencioso-administrativas por indemnización de daños y perjuicios
358

. 

 

La justiciabilidad de los DESC a nivel nacional se logra a través de las Garantías 

Jurisdiccionales, instituciones que se analizarán a continuación.  

2.2.1 Las Garantías Jurisdiccionales en el Ecuador 

 

Ecuador ha cumplido con la obligación de adoptar medidas tendientes a establecer un 

recurso que proteja vulneraciones a los derechos de las personas. Actualmente, el Estado 
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Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y Otros).  Vs. Perú.  Solicitud de 

Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 

Noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr.  125 
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CIDH. Medidas necesarias para hacer más efectiva la autonomía, independencia e integridad de los 
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mantiene su obligación de “organizar y aplicar su poder jurisdiccional, para que los 

individuos puedan hacer efectivos sus derechos recurriendo a las técnicas y procedimientos 

establecidos por la ley”
359

. Los recursos que éste concede se los conoce como Garantías 

Jurisdiccionales. Estas se direccionan a la protección de los DDHH y son de carácter 

preventivo, puesto que “reaccionan contra el acto irregular una vez realizado, tienden a 

impedir la reincidencia en el futuro, a reparar el daño que se ha causado, a hacerlo 

desaparecer, y eventualmente, a reemplazarlo por un acto regular”
360

. Las garantías 

jurisdiccionales llevan ese nombre, porque:  

[E]n la Constitución se hallan consagrados mecanismos de protección procesales de los 

derechos constitucionales, sean o no fundamentales, o derechos humanos reconocidos en 

tratados internacionales, indicando la norma legal y reglamentaria que desarrollan el 

respectivo proceso constitucional y de acuerdo con los tipos de procesos constitucionales, se 

determinarán las partes y las legitimaciones, tanto activa como pasiva
361

. 

 

Las Garantías Jurisdiccionales también tienen su fundamento en el Derecho 

Constitucional, como parte de las garantías constitucionales. Estas garantías a su vez son una 

plena manifestación del Neo-Constitucionalismo, tendencia que implica que “el Estado en su 

conjunto tiene una función instrumental, pues debe estar al servicio de la satisfacción de los 

derechos fundamentales”
362

. Esto significa, la presencia de un Estado vinculado por normas 

positivas, es decir, por mandatos dirigidos a los poderes públicos, y las garantías positivas, 

concretadas en deberes públicos de hacer, serían las que corresponden a los derechos 

sociales
363

. También, un Estado social de derecho implica que:  

La tutela de los derechos fundamentales no se traduce en que los poderes públicos se 

abstengan de interferir en la esfera privada delimitada por tales derechos (…) sino en que 

deben actuar positivamente para promover de manera activa el ejercicio efectivo de los 

derechos fundamentales
364

.  
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Dicho Estado, se regirá por un garantismo que implica “límites y vínculos impuestos a 

todos los poderes públicos y privados, políticos y económicos, en el ámbito estatal e 

internacional, para cautelar, (…) a los derechos fundamentales”
365

. No está demás señalar, 

que nuestra Constitución, no se ha alejado de esta tendencia, toda vez, que nuestra Carta 

Magna creó “el Estado constitucional de derechos (…) y con él nació el régimen garantista de 

los derechos”
366

 ,
 
en donde el objeto de toda garantía constitucional es el derecho subjetivo 

del accionante
367

. 

 

Varios doctrinarios como Ferrajoli han establecido que las garantías jurisdiccionales son 

una plena manifestación de un Estado social de derecho. Esto, porque sirven para la 

protección judicial de los derechos de las personas, cuando estos han sido violados. Esto, en 

virtud de que “todo derecho fundamental, positivo o natural, reconocido en la Constitución, 

en los instrumentos internacionales y hasta en la ley secundaria, es objeto de protección 

judicial”
368

.  Por esta razón, se han consagrado normas generales para que sean aplicadas, 

como se analizará en adelante.  

2.2.1.1 Normas Generales de aplicación para las Garantías 

Jurisdiccionales 

 

Para el uso de éstas garantías, la Constitución del Ecuador reconoce un amplio catálogo 

de derechos humanos, principios para el ejercicio de los mismos, y los recursos tendientes a 

su protección. Los últimos, son procesos constitucionales que gozan de una “estructura y 

contenido sui generis que los diferencian de los tradicionales procesos civiles, entre otras 
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razones, porque en aquellos prevalecerá el respeto a la dignidad de la persona y la protección 

de sus derechos”
369

.  

Son parte de la estructura de las garantías jurisdiccionales, los principios que rigen para el 

ejercicio de todos los derechos reconocidos en la Constitución. Estos son “preceptos que los 

jueces constitucionales deben cumplir para administrar justicia [y] obligan a éstos a aplicarlas 

en los procesos y en las sentencias”
370

. Bajo nuestra legislación, los principios son los 

siguientes:  

 Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva 

ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento. 

2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y 

oportunidades. 

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, 

identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación 

política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación 

sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra 

distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado 

menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará 

toda forma de discriminación. 

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en 

favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad. 

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 

cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 

parte. 

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán 

condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 

Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica 

para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni 

para negar su reconocimiento. 

4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las 

garantías constitucionales. 

5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores 

públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 

favorezcan su efectiva vigencia. 

6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, 

interdependientes y de igual jerarquía. 

7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos 

derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean 

necesarios para su pleno desenvolvimiento. 

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 
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normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las 

condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. 

Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, 

menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos. 

9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 

garantizados en la Constitución. 

El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una 

potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los 

particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las 

acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos 

en el desempeño de sus cargos. 

El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 

responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 

administrativas.  

El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 

inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y 

por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la 

persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la 

responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 

judiciales, se repetirá en contra de ellos. 

 

Toda vez que se conocen los principios que rigen a la aplicación de los derechos en el 

Ecuador, es pertinente hacer referencia a la forma de interpretar las garantías jurisdiccionales 

que sirven para la protección de los DDHH, garantías que “nos conducen a ejercitar el 

derecho de acción para lograr la tutela efectiva de los derechos por parte de los jueces”
371

. 

 

El juez constitucional debe interpretar las normas constitucionales “en el sentido que más 

se ajuste a la Constitución en su integralidad [y] en caso de duda, se interpretará en el sentido 

que más favorezca a la plena vigencia de los derechos”
372

. También, los métodos reconocidos 

por la Ley para la interpretación son, las antinomias que exigen la aplicación de la norma 

superior, especial o posterior; el principio de proporcionalidad, medida que debe proteger un 

fin válido, debe ser idónea y necesaria. También debe el juez aplicar la ponderación, que 

implica poner una relación de preferencia entre los principios y normas; también debe usar la 

interpretación evolutiva, sistemática, teleológica y literal. Esto no implica que el juez no 

pueda utilizar los métodos de interpretación reconocidos en instrumentos internacionales o en 
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jurisprudencia o manifestaciones de órganos internacionales en virtud del control de 

convencionalidad.  

 

En lo que concierne a la definición de las garantías motivo de este análisis, el artículo 6 

de esta norma ha establecido que todas las garantías jurisdiccionales:  

[T]ienen como finalidad la protección eficaz e inmediata de los derechos reconocidos en 

la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, la declaración de 

la violación de uno o varios derechos, así como la reparación integral de los daños causados 

por su violación
373

. 

 

De esta forma se desprende que todas las garantías jurisdiccionales pueden servir para 

violaciones de DESC, ya que éstos están plenamente reconocidos en nuestra Constitución y 

en los instrumentos internacionales de DDHH. De igual forma, cuando la norma se refiere al 

amparo directo, se refiere a la acción que pretende “proteger a las personas contra violaciones 

a los derechos humanos [de forma] inmediata”
374

. Cuando menciona a la forma eficaz, quiere 

decir que la garantía jurisdiccional debe producir los efectos bajos los cuales fue percibida
375

, 

es decir, la de proteger a los DDHH.  

 

En relación al juez competente para conocer sobre estas acciones, el cuerpo normativo 

antes mencionado establece que “será competente cualquier jueza o juez de primera instancia 

del lugar en donde se origina el acto u omisión o donde se producen sus efectos”
376

. Esta 

disposición está sujeta a variaciones que puedan depender de la naturaleza de la garantía 

jurisdiccional, como se verá más adelante.  

 

En lo que respecta al procedimiento de las garantías jurisdiccionales, toda vez que la 

decisión final debe estar relacionada con los principios ya señalados en líneas anteriores, el 

proceso “debe ser sencillo, igual que del principio de celeridad que le impone al 

procedimiento que sea rápido y, finalmente, no descuida que sea eficaz, lo que depende la 

                                                 
373 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit.,   6.  Vid.  Montaña, Juan. 

“Apuntes sobre teoría general de las garantías constitucionales”. Apuntes de derecho procesal constitucional.  

Juan Montaña y Angélica Porras (ED). Quito:  CEDEC, 2012. Pág. 36  

374  
Sánchez, Oswaldo.  La tutela multinivel de los derechos fundamentales ante el nuevo paradigma 

constitucional.  Óp. cit., págs.272-276  

375 
Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs Honduras.   Óp. cit., párr. 64 

376 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. Cit. ,   artículo 7.  



 

 

95 

dirección del proceso que enrumbe el juez”
377

. Las audiencias serán orales, cumpliendo así 

con los requisitos de varios instrumentos internacionales ya citados.  

 

En relación a la legitimación activa para estas acciones, la Ley establece el requisito de 

una persona afectada, siendo estas “quienes sean víctimas directas o indirectas de la violación 

de derechos”
378

. En otras palabras, el legitimado activo es el que goza de “la relación jurídica 

establecida entre derecho vulnerado y el acto vulnerador”
379

. Así, una vez presentada la 

demanda, y realizada la audiencia en donde las partes tienen una participación activa para 

alegar y practicar prueba, el juez debe emitir su decisión motivada, y de considerar que existió 

una vulneración, establecer una reparación integral del derecho conculcado. Las decisiones 

pueden ser apeladas.  

 

Una vez conocidas las normas comunes que rigen a las garantías jurisdiccionales, 

conviene mencionar cuáles son aquellas. Estos recursos son las acciones de protección, la 

acción de habeas corpus, la acción de acceso a la información pública, acción de habeas data, 

la acción por incumplimiento, y la acción extraordinaria de protección. Todos estos recursos 

sirven para la protección de los DESC.  

2.2.1.2 La Acción de Hábeas Corpus, Acceso a la Información Pública, 

Hábeas Data, Por Incumplimiento y la Extraordinaria de Protección  

 

En relación al hábeas corpus, se trata de un proceso que tiene por objeto “recuperar la 

libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden 

de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de 

las personas privadas de libertad”
380

. El trámite de esta garantía es corto, debido a que en 24 

horas de recibida la acción, el juez debe convocar a una audiencia en donde se probará la 
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detención ilegal o las condiciones inhumanas de la persona privada de libertad. Después el 

juez tomará una decisión en las 24 horas subsiguientes.  

 

Esta garantía resulta indispensable en cualquier sistema, debido a que brinda protección a 

las personas privadas de libertad que han sido víctimas de agravamientos ilegales a esa 

condición, por lo que se las debe llevar a un juez para que examine esa condición
381

; también, 

puesto que “representa el medio idóneo para controlar el respeto a la vida e integridad de la 

persona, para impedir su desaparición, o la indeterminación de su lugar de detención, así 

como para protegerla contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanas o 

degradantes”
382

. 

 

En lo que respecta a la acción de acceso a la información pública, se trata de una acción 

que se direcciona a acceder a información que es de dominio público “cuando ha sido 

denegada expresa o tácitamente, o cuando la que se ha proporcionado no sea completa o 

fidedigna”
383

. Esta acción tendiente a proteger los derechos humanos, puede incluso ser 

interpuesta si la información ha sido calificada como secreta, reservada o confidencial.  

 

Otra de las garantías jurisdiccionales es la acción de hábeas data, es el proceso tendiente a 

la protección del:  

[D]erecho, libertad, o autodeterminación informática o informativa que es el derecho 

que tiene toda persona a la inviolabilidad de la intimidad personal o familiar y cualquier dato 

que forme parte de esa intimidad o que conciernen a su identidad, así como lo que dice en 

relación a su honor, buen nombre o fama, reserva sobre sus convicciones religiosas, 

políticas, etc., y concomitantemente, el derecho a informar de ellos a cualquiera que el titular 

desee, por cualquier motivo o causa
384

.   

 

La legislación ecuatoriana ha establecido la acción de hábeas data de la siguiente forma:   

Art. 92.- Toda persona, por sus propios derechos o como representante legitimado para 

el efecto, tendrá derecho a conocer de la existencia y a acceder a los documentos, datos 

genéticos, bancos o archivos de datos personales e informes que sobre sí misma, o sobre sus 
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bienes, consten en entidades públicas o privadas, en soporte material o electrónico. 

Asimismo tendrá derecho a conocer el uso que se haga de ellos, su finalidad, el origen y 

destino de información personal y el tiempo de vigencia del archivo o banco de datos. 

La persona titular de los datos podrá solicitar al responsable el acceso sin costo al 

archivo, así como la actualización de los datos, su rectificación, eliminación o anulación. En 

el caso de datos sensibles, cuyo archivo deberá estar autorizado por la ley o por la persona 

titular, se exigirá la adopción de las medidas de seguridad necesarias. Si no se atendiera su 

solicitud, ésta podrá acudir a la jueza o juez. La persona afectada podrá demandar por los 

perjuicios ocasionados
385

. 

 

La acción por incumplimiento es otra de las garantías jurisdiccionales reconocidas en 

nuestro sistema. Esta se direcciona a garantizar que se apliquen las normas del ordenamiento 

jurídico interno, que se cumplan sentencias o informes de organismos internacionales de 

derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una 

obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible
386

. Cabe recalcar, que esta acción se 

la debe interponer directamente ante la Corte Constitucional. 

 

Finalmente, la acción extraordinaria de protección es una acción que también podría 

proteger a los derechos económicos, sociales y culturales, ya que ésta tiene por objeto la 

protección de todos los derechos establecidos en la Constitución. Pero, esta acción:  

[P]rocederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u 

omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte 

Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 

extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos 

recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional 

vulnerado
387

. 

 

Estas garantías jurisdiccionales pueden ser utilizadas para la justiciabilidad de ciertos 

DESC en vista de que son las “vías de carácter judicial establecidas por la Constitución y sus 

leyes reglamentarias para hacer efectivas las libertades, derechos y restantes garantías que se 

les reconoce a los individuos y grupos sociales”
388

. Sin embargo, es preciso señalar, que la 

acción de mayor alcance para la protección de los DESC, y materia de este estudio, es la 

acción de protección, garantía jurisdiccional que será analizada a continuación.   
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2.2.2 La Acción de Protección como recurso idóneo y eficaz 

para la protección de los DESC  

 

La acción de protección, considerada como “el más importante proceso para la defensa y 

promoción de los derechos humanos”
389

, ha sido definida como “una garantía constitucional 

que tiene por objeto proteger los derechos reconocidos por la Constitución y su ejercicio 

contra toda limitación, restricción o amenaza arbitraria o contraria a la ley”
390

. Sin embargo, 

la anterior definición puede ser ampliada, puesto que la acción de protección abarca no solo a 

los derechos constitucionales, sino que “se dirige hacia derechos fundamentales, sin importar 

si ellos están constitucionalizados, o provienen de derechos implícitos o impuestos por 

instrumentos de tutela supraestatal”
391

, lo que nos lleva a afirmar, que los derechos contenidos 

en los instrumentos sobre DDHH también son justiciables. Las violaciones pueden ser:  

Reales o potenciales, totales o parciales o pueden constituir en un acto u omisión de la 

autoridad pública que desemboque en la efectiva privación de un derecho o garantía 

restrictivo del derecho o garantía, o simplemente en el peligro, serio y cierto, de que se 

concrete un acto o una omisión que se traducirá de manera inminente en alguna de esas 

restricciones
392

.  

 

Estos criterios han sido adoptado por nuestra legislación, en vista de que el artículo 39 de 

la LOGJCC expresa que: 

La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 

reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos, que no 

estén amparados por las acciones de hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas 

data, por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de protección contra 

decisiones de la justicia indígena
393

. 

 

De esta forma, la legislación nacional, aparte de establecer qué derechos son justiciables, 

reitera que se trata de una garantía cuyo objeto es el amparo directo y eficaz de los derechos. 

Esta acción ofrece dicha protección, para poder dar cumplimiento con lo dispuesto en el 

artículo 25 de la CADH. Conviene entonces reiterar los criterios de los recursos que debe 

ofrecer el Estado. Así, un recurso es idóneo cuando representa su potencial para establecer si 

                                                 
389  

Gonzaíni,  Osvaldo. Amparo.  Buenos Aires: Rubinzal-Culzoni Editores, 2002. Pág. 246.  

390 
Badeni, Gregorio. Manual de Derecho Constitucional.  Óp. cit. , pág.  742.  

391 
Gonzaíni,  Osvaldo. Amparo.  Óp. cit. , pág.  247 

392  Badeni, Gregorio. Manual de Derecho Constitucional.  Óp. cit. , pág.  745 

393 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit. ,  artículo 39.  
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se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para 

remediarla. También, la Comisión ha establecido ciertos parámetros para caracterizar a un 

recurso idóneo, siendo estas: 

a) que se trate de recursos sencillos, urgentes, informales, accesibles y tramitados por 

órganos independientes; b) que se cuente con la posibilidad de acceder a instancias judiciales 

federales o nacionales ante la sospecha de parcialidad en la actuación de los órganos locales; 

c) que se garantice una legitimación activa amplia; d) que puedan tramitarse como recursos 

individuales e igualmente como acciones cautelares colectivas (para proteger a un grupo 

determinado o determinable conforme a ciertos parámetros, afectado o bajo situación de 

riesgo inminente); y e) que se prevea la aplicación de medidas de protección en consulta con 

los afectados
394

.  

 

La acción de protección debe ser adecuada y efectiva. En este sentido, la Jurisprudencia 

de la Corte Interamericana ha dicho que: 

Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema de 

derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los 

ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las 

circunstancias (…) Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un 

efecto y no puede interpretarse en el sentido que no produzca ninguno o su resultado sea 

manifiestamente absurdo o irrazonable (...) Un recurso debe ser, además, eficaz, es decir, 

capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido
395

. 

 

De esta forma, la acción de protección ecuatoriana es uno de los procesos que sirven para 

la protección de los derechos. A esto también se suma, que este recurso deba cumplir con lo 

dispuesto por el artículo 8 de la CADH. Por tanto, en cumplimiento con el artículo 8, la 

acción de protección debe cumplir con principios del debido proceso, siendo éste un:  

[C]oncepto dinámico guiado y desarrollado bajo un modelo garantista que sirve a los 

intereses y derechos individuales y sociales, así como al supremo interés de la justicia, 

constituye un principio rector para la debida solución de los litigios y un derecho primordial 

de todas las personas [por tanto es un] medio consecuente (…) para asegurar la efectiva 

realización de esos derechos: un método o factor para la eficacia del derecho en su conjunto 

y de los derechos subjetivos en casos concretos
396

. 

  

Para garantizar el debido proceso en las acciones de protección, se deben siempre aplicar 

                                                 
394 

CIDH. Informe sobre la Situación de las Defensoras y Defensores de los Derechos Humanos en las 

Américas. OEA/Ser.L/V/II.124, 7 de marzo de 2006. 35 y 36 

395 
Vid.  Corte IDH.  Caso Durand y Ugarte vs Perú.  Fondo.  Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C 

No. 68, párrafo 102; Caso Cantoral Benavides vs Perú.  Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C 

No. 69, párrafo 164; Caso Ivcher Bronstein vs Perú.  Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 

74,párrafo 136; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Paraguay.  Sentencia de 31 de agosto 

de 2001. Serie C No. 79, párrafo 113; Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, 

párrafo 24, entre otros; Caso Velásquez Rodríguez.  Óp. cit. ,  párrafos 64 y 66.  

       
396 

Corte IDH. Opinión Consultiva OC-18/03 del 17 de septiembre de 2003. Voto Razonado del Juez 

Sergio García Ramírez, párr.  36, 37 
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los principios para el ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución y citados en 

líneas anteriores así como las normas comunes mencionadas también en líneas que anteceden. 

En relación al proceso en sí, debe señalarse que esta acción se debe presentar cuando exista a) 

una violación de un derecho constitucional, b) una acción u omisión de autoridad pública o de 

un particular y c) cuando hay una inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial 

adecuado y eficaz para proteger el derecho violado
397

. 

 

Conviene hacer entonces referencia a la supuesta subsidiaridad de la acción de 

protección, misma que ha sido criticada en vista de que en “presencia de un acto u omisión 

que lesione (…) derechos reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley, (…) el 

proceso ordinario no puede en ningún caso ser considerado un remedio judicial más 

idóneo”
398

. También, autores como Sabsay expresaron que la acción de protección no debería 

ser subsidiaria puesto que “tiene un ámbito diferente al de los procesos ordinarios, por cuanto 

éstos, por su propia naturaleza, no pueden satisfacer la urgencia de la restauración de los 

derechos (…) lo cual es un elemento esencial en el proceso [de la acción de protección]”
399

. 

Otro argumento válido al respecto establece que:  

[T]ampoco cabe imaginar que [la acción de protección] queda descartada por el mero 

hecho de que haya cualquier otra vía procesal disponible. En un punto medio de equilibro, y 

atendiendo a cada caso y a la naturaleza de la pretensión que se articula judicialmente, la 

solución más prudente y objetiva viene a ser ésta: si una vía procesal, o todas las disponibles 

no resultan “más idóneas”, hay que admitir [la acción de protección] en reemplazo de 

cualquier otra vía “menos idónea”
400

. 

 

En relación a la legitimación activa, debemos remitirnos a la estipulada por las normas 

comunes ya mencionadas (cualquier persona o colectividad afectada o el defensor del 

pueblo). Cabe recalcar que las víctimas pueden ser directas o indirectas. Esto quiere decir que 

el legitimado activo directo es la persona “titular del derecho invocado en el juicio, que 

resulta directamente dañado por el acto lesivo y se lo protege por ser  el “dueño” del derecho 

                                                 
397  

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit. ,  artículo 40. Vid.  

Montaña, Juan. “Aproximación a los elementos básicos de la acción de protección”. Óp. cit. , pág.  111 

398 
Gonzaíni,  Osvaldo. Amparo.  Óp. cit. , pág.  322 

 399
  Sabsay, Daniel.  “El amparo como garantía para el acceso a la jurisdicción en defensa de los derechos 

humanos”. La aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos por los tribunales locales.  

Abregú, Martín, Courtis,  Christian (coords.).  Buenos Aires: Editores del Puerto, 1998. Pág. 231.  

400  
Bidart,  German J. Compendio de Derecho Constitucional.  Óp. cit. ,  pág. 211 



 

 

101 

subjetivo”
401

. Por otro lado, el afectado indirecto es la persona “víctima mediata de los hechos 

que denuncia, su participación en el proceso podría apoyarse en el concepto de interés 

legítimo”
402

. En relación al interés legítimo, nuestra legislación no exige que éste sea probado, 

puesto que el artículo 9 lo considera como persona afectada con la carga de probar el daño 

que han sufrido.  

 

En lo que concierne a la legitimación pasiva, la Ley establece que: 

La acción de protección procede contra: 1. Todo acto u omisión de una autoridad 

pública no judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule 

su goce o ejercicio. 2. Toda política pública, nacional o local, que conlleve la privación del 

goce o ejercicio de los derechos y garantías. 3. Todo acto u omisión del prestador de servicio 

público que viole los derechos y garantías. 4. Todo acto u omisión de personas naturales o 

jurídicas del sector privado, cuando ocurra al menos una de las siguientes circunstancias: a) 

Presten servicios públicos impropios o de interés público; b) Presten servicios públicos por 

delegación o concesión; c) Provoque daño grave; d) La persona afectada se encuentre en 

estado de subordinación o indefensión frente a un poder económico, social, cultural, 

religioso o de cualquier otro tipo. 5. Todo acto discriminatorio cometido por cualquier 

persona
403

. 

 

De la norma antes citada llama la atención, la posibilidad de interponer acciones de 

protección en contra de personas del sector privado, situación que será analizada en el 

capítulo siguiente. Cabe recalcar entonces, que los llamados por la Ley a ser parte de la 

legitimación pasiva, son los actores públicos o privados que cometen en contra de la víctima 

actos, omisiones, actuales, inminentes, que son verdaderas amenazas de crear una lesión, 

restricción o alteración de un derecho
404

. 

 

En lo que respecta a la demanda, es muy importante también, que la demanda tenga una 

“descripción del acto u omisión violatorio del derecho que produjo el daño”
405

. Cabe recalcar, 

que si la demanda está incompleta se la debe completar en tres días, y si esto no sucede, pero 

a su vez el juez considera que hay una grave violación de DDHH, debe “tramitarla y subsanar 

la omisión de los requisitos que estén a su alcance para que proceda la audiencia”
406

. Esto 
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 Gonzaíni,  Osvaldo. Amparo.  Óp. cit.,  pág.  330 

402 
Ibíd.   

403 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit. ,  artículo 41.  
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Gonzaíni,  Osvaldo. Amparo.  Óp. cit. , pág.  265 
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demuestra la intención de que la acción de protección sea un recurso sencillo y rápido para la 

protección de los DDHH. 

 

Después de la presentación de la demanda, esta debe ser calificada en 24 horas, tal como 

lo dispone el artículo 13 de la Ley. Dicha calificación debe expresar si se acepta el trámite. La 

Ley también establece causales de inadmisión de las acciones de protección407
. 

 

Si la acción es admitida, se debe señalar el día y hora para que se de la audiencia
408

. En la 

audiencia, el juez “deberá hacer las preguntas que crea necesarias para resolver el caso, 

controlar la actividad de los participantes y evitar dilaciones innecesarias”
409

. Así, la 

audiencia termina “sólo cuando la jueza o juez se forme criterio sobre la violación de los 

derechos”
410

; posteriormente dictará sentencia en forma verbal.  

 

Cuando el proceso termina por una sentencia, ésta, aparte de anunciarse verbalmente, 

debe ser comunicada a las partes dentro de los dos días subsiguientes. Conforme lo dispone el 

artículo 17 de la Ley, la sentencia debe contener antecedentes, fundamentos de hecho, de 

derecho y la resolución, misma que debe contener “la declaración de violación de derechos, 

con determinación de las normas constitucionales violadas y del daño, y la reparación integral 

que proceda y el inicio del juicio para determinar la reparación económica, cuando hubiere 

lugar”
411

. No está demás señalar, que dicha sentencia debe estar motivada
412

; y podrá ser 

apelada en el término de tres días
413

. 

                                                 
407 

1. Cuando de los hechos no se desprenda que existe una violación de derechos constitucionales. 2.  

Cuando los actos hayan sido revocados o extinguidos, salvo que de tales actos se deriven daños susceptibles de 

reparación. 3. Cuando en la demanda exclusivamente se impugne la constitucionalidad o legalidad del acto u 

omisión, que no conlleven la violación de derechos. 4. Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en 

la vía judicial,  salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz. 5. Cuando la pretensión del 

accionante sea la declaración de un derecho. 6. Cuando se trate de providencias judiciales.  7.  Cuando el acto u 

omisión emane del Consejo Nacional Electoral y pueda ser impugnado ante el Tribunal Contencioso Electoral.  

Vid.   Id.,  artículo 42.  

408 
Id.,  artículo 13.  
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Id.,  artículo 14.  
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Ibíd.     
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En relación a la motivación de la sentencia, esa debe ofrecer una evidente interpretación 

de los DDHH. Así, el juez debe remitirse a los criterios e interpretación detallados en el 

primer capítulo. De igual forma, la sentencia debe reflejar que el juez hizo una correcta 

ponderación de los derechos de las personas. La ponderación constitucional ha sido definida 

como:  

La valoración o balance que hace una autoridad facultada constitucionalmente para ello 

respecto de dos normas o principios del mismo rango (…) es decir, toda autoridad al 

encontrarse frente a un conflicto entre normas constitucionales, está obligada a ponderar, 

valorar, balancear cuál de ellas permite una mejor efectividad de los derechos 

constitucionales, provocando que los mismos no sean coartados sino al contrario, que puedan 

investir a la ciudadanía de los derechos que se consideran mucho más justos o necesarios
414

. 

 

También, a la ponderación se la ha definido como un elemento que:  

[S]e utiliza para resolver los conflictos que pueden llegar a surgir entre principios 

constitucionales que, al ser de igual jerarquía, no pueden resolverse mediante de declaración 

de invalidez de alguna de las normas ni el triunfo aplastante de uno sobre otro, sino que debe 

resolverse mediante la armonización de ambos a través de la más liviana lesión o mayor 

satisfacción de cada uno de los principios fundamentales
415

.  

 

Los principios para el ejercicio de los derechos citados en líneas anteriores, establecen 

lineamientos importantes para la ponderación del juez. Así, el artículo 11.5 establece que los 

servidores públicos deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezca a su 

efectiva vigencia. 

 

Cuando la sentencia resuelva que efectivamente hubo una violación de DDHH, debe 

contener una reparación integral del derecho. Así, la LOGJCC establece que: 

En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación integral por 

el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la persona o personas 

titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada posible 

y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación podrá incluir, entre 

otras formas, la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la 

rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de 

remitir a la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de 

reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de 

salud. 

                                                 
414

 Morales,  Esteban. Ponderación Constitucional.  Quito: Universidad Internacional SEK, 2010.  
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La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o 

detrimento de los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo de los 

hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos 

del caso. La reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, mediante el 

pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, por 

los sufrimientos y las aflicciones causadas a la persona afectada directa y a sus allegados, el 

menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de 

carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia del afectado o su familia. La 

reparación se realizará en función del tipo de violación, las circunstancias del caso, las 

consecuencias de los hechos y la afectación al proyecto de vida.  

En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá constar expresa mención de las 

obligaciones individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión 

judicial y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que deben cumplirse, salvo la 

reparación económica que debe tramitarse de conformidad con el artículo siguiente.  

La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente escuchadas 

para determinar la reparación, de ser posible en la misma audiencia. Si la jueza o juez 

considera pertinente podrá convocar a nueva audiencia para tratar exclusivamente sobre la 

reparación, que deberá realizarse dentro del término de ocho días. 

 

 

En relación con la reparación integral, tomando en cuenta el artículo citado, se aprecia la 

amplia discrecionalidad del juez para ordenar las reparaciones por el daño integral material o 

inmaterial. También, “la jueza o juez deberá emplear todos los medios que sean adecuados y 

pertinentes para que se ejecute la sentencia”
416

, y toda vez que se cumpla con la sentencia, se 

archivará el caso.  

 

Toda vez que se ha hecho referencia al proceso que se da cuando se interpone una acción 

de protección, conviene hacer ciertas apreciaciones con respecto a las acciones  que buscan el 

cumplimiento de los DESC.  

2.2.2.1 La Acción de Protección en el Ecuador y los DESC 

 

En relación a las acciones de protección que buscan el cumplimiento de DESC, vale la 

pena reiterar ciertos fundamentos que permiten la justiciabilidad de estos derechos. En vista 

de que la única diferencia entre derechos civiles y políticos con los DESC es el hecho de 

categorización por grados, eso implica que las obligaciones que estos derechos importan 

permiten que los derechos económicos, sociales y culturales sean totalmente justiciables. 

También porque son las obligaciones de garantía y de adopción de medidas legislativas a 
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Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit. ,   artículo 21.  
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favor de los DESC
417

, así como la obligación especifica contenida en el artículo 25 de la 

CADH, lo que permite que los DESC sean derechos totalmente justiciables.  

 

Existen ciertas manifestaciones del Comité DESC en relación con la justiciabilidad de 

estos derechos a nivel nacional. Sin embargo, en un comienzo el Comité consideró como 

justiciables sólo a algunos DESC, cuando manifestó que: 

Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las legislativas, está la de 

ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, de acuerdo con el sistema 

jurídico nacional, puedan considerarse justiciables. El Comité observa, por ejemplo, que el 

disfrute de los derechos reconocidos, sin discriminación, se fomentará a menudo de manera 

apropiada, en parte mediante la provisión de recursos judiciales y otros recursos efectivos. 

De hecho, los Estados Partes que son asimismo Partes en el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos están ya obligados (en virtud de los artículos 2 (párrs. 1 y 3), 3 y 26 de 

este Pacto) a garantizar que toda persona cuyos derechos o libertades (inclusive el derecho a 

la igualdad y a la no discriminación) reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados, 

"podrá interponer un recurso efectivo" (apartado a) del párrafo 3 del artículo 2). Además, 

existen en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales varias otras 

disposiciones, entre ellas las de los artículos 3, 7 (inciso i) del apartado a)), 8, 10 (párr. 3), 13 

(apartado a) del párrafo 2 y párrafos 3 y 4) y 15 (párr. 3), que cabría considerar de aplicación 

inmediata por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas legales 

nacionales. Parecería difícilmente sostenible sugerir que las disposiciones indicadas son 

intrínsecamente no autoejecutables
418

. 

 

En ese entonces reconoció la plena justiciabilidad de los derechos civiles y políticos y la 

justiciabilidad sólo de los derechos al derecho al goce de los DESC, a un salario igualitario, 

los derechos sindicales, la prohibición de explotación económica y social de niños y 

adolescentes, la enseñanza primaria, y la libertad de investigación científica. Sin embargo, 

esta manifestación del Comité fue interpretada posteriormente de la siguiente manera: 

Debe quedar claro que la obligación de los Estados es proveer recursos adecuados para 

todos los derechos. La enumeración realizada es sólo de aquellos que no necesitarían, en 

opinión del Comité, más desarrollo legislativo que el texto del Pacto para posibilitar que 

autoridades judiciales decidan sobre ellos. Por supuesto, esto no exime a los Estados de 

adoptar las medidas necesarias para que otros aspectos del contenido de todos los derechos 

sean susceptibles de reclamo judicial
419

. 

 

Posteriormente, el Comité también rectificó dicha manifestación y reconoció la plena 

                                                 
417  

Al respecto, el protocolo establece para los Estados, la obligación de adoptar,  con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a la disposiciones vigentes, las medidas legislativas o de otro carácter que 
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justiciabilidad de los DESC al expresar que: 

[G]eneralmente se da por supuesto que es fundamental la existencia de recursos 

judiciales frente a las violaciones de [derechos civiles y políticos]. Lamentablemente, en lo 

relativo a los derechos económicos, sociales y culturales, con demasiada frecuencia se parte 

del supuesto contrario. Esta discrepancia no está justificada ni por la naturaleza de los 

derechos ni por las disposiciones pertinentes del Pacto
420

.  

 

Cuando el Comité dice que esa distinción va en contra de la naturaleza de los derechos, se 

refiere a la interdependencia de los mismos; y también cuando se refiere a que la distinción 

que establece que solo los derechos civiles y políticos son justiciables va en contra del 

PIDESC, quiere decir que no es posible que no se tome en cuenta la obligación de garantía de 

los DESC que asumieron los Estados partes del Pacto.  

 

A nivel nacional, los principios para el ejercicio de los derechos son también una muestra 

de que los DESC son plenamente justiciables. Esto, porque el primer principio establece que 

“los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 

autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento”
421

. Otra 

manifestación es el principio que establece que los derechos constitucionales y los 

reconocidos en instrumentos internacionales “serán de directa e inmediata aplicación por y 

ante cualquier servidora o servidor público [y serán] plenamente justiciables”
422

. Esta garantía 

puede ser interpuesta de oficio o a petición de parte. Entonces, como nuestra Constitución 

reconoce una amplia gama de DESC, estos pueden ser exigidos y aplicados 

inmediatamente
423

. También, nuestra legislación reitera que no hay distinciones entre los 

DDHH al establecer que los derechos son “inalienables, irrenunciables, indivisibles y de igual 

jerarquía”
424

. 

 

Por otro lado, el hecho de poder hacer reclamables a los DESC ante los jueces 

                                                 
420 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Observación General No.9.  Párr.  10 

421 
Constitución de la República del Ecuador. Óp. cit. ,   artículo 11.1.  

422 
Id.,  artículo 11.3.  

423 
Vid.   Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Justicia 

Transicional y Derechos Económicos Sociales y Culturales.  Ginebra: Naciones Unidas, 2014. Pág. 27. “Los 

tribunales de derechos humanos pueden entender de las violaciones de los derechos económicos, sociales y 

culturales,  siempre que en sus instrumentos constitutivos se haga referencia a esos derechos”.  

424 
Constitución de la República del Ecuador. Óp. cit. ,  artículo 11.6.  
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ecuatorianos, corresponde también, al objeto de la protección constitucional de cada derecho 

que el Estado ha reconocido en la Constitución, y que tiene que garantizar como primordial 

obligación. Esto, porque el objeto de esta garantía jurisdiccional recae en el derecho subjetivo 

de cada persona. Por tanto, “cuando alguien demuestra ser titular del derecho y existe un 

destinatario de la obligación, la garantía surte efecto”
425

.  

 

Sin embargo, a pesar de que todos los derechos sean justiciables, de igual jerarquía y de 

inmediata aplicación, la Constitución ecuatoriana también reconoce el principio de 

progresividad mencionado en líneas anteriores. La Carta Magna lo reconoce cuando menciona 

que “el contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva”
426

, aunque también 

reconoce la prohibición de regresividad. 

 

Así, toda vez que una vez más se ha reiterado la justiciabilidad de los DESC, el juez, al 

recibir una acción de protección en donde se alegue la vulneración de estos derechos, debe 

tenerse en cuenta que el principio de progresividad,  principio totalmente reconocido por los 

instrumentos internacionales relacionados con los DESC así como por nuestra Constitución.  

 

Cuando el juez tenga en cuenta el principio de progresividad y disponibilidad de los 

DESC, va a tener un verdadero reto. Esto, porque efectivamente el contenido de los derechos 

económicos, sociales y culturales debe desarrollarse progresivamente y dependiendo de los 

recursos del Estado. Por tanto, el juez debe hacer una correcta “ponderación entre el principio 

de derecho fundamental en cada caso respectivo y el principio contrario”
427

, y debe utilizar 

correctamente todos los métodos de interpretación que el artículo 3 de la Ley tipifica.  

 

La ponderación debe ser el resultado de la reflexión del juez entre la vulneración alegada 

y el principio que permite que los Estados cumplan con el contenido básico y esencial del 

derecho de forma progresiva, y teniendo en cuenta la disponibilidad de recursos del Estado. 

                                                 
425

  Ávila,  Ramiro. “Las garantías constitucionales: restricción o fortalecimiento”.  Revista Electrónica 

Apuntes Andinos No. 18.(2007), pág. 8.   http://www.uasb.edu.ec/padh/centro/pdfs18/ramiroavila.pdf (acceso: 

26/01/15).  

426 
Constitución de la República del Ecuador. Óp. cit. ,  artículo 11.6.  

427 
Alexy, Robert.  Tres escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los principios.  Bogotá: 

Universidad Externado de Colombia, 2003. Pág. 39 

http://www.uasb.edu.ec/padh/centro/pdfs18/ramiroavila.pdf
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También el principio de progresividad puede ser alegado por el Estado en dichas acciones; así 

como las medidas tomadas en relación con el DESC vulnerado puede ser presentadas como 

pruebas en dicha acción de protección. Esta alegación y prueba relacionada con el principio 

de progresividad debe demostrar que el Estado se ha preocupado por establecer medidas 

constantes y consistentemente direccionadas a garantizar la plena efectividad de los DESC
428

. 

El juez debe tener en cuenta que este principio es útil para “establecer una pauta para medir el 

cumplimiento de las obligaciones de adoptar medidas”
429

 por parte de los Estados. No cabe 

duda sin embargo, que a pesar de ser alegado el principio de progresividad en las acciones de 

protección, el juez debe ceñirse a varios criterios de interpretación para resolver, dentro de los 

cuales sobresale el pro homine.  

 

En vista de que con la acción de protección se pretende que se “imponga el cumplimiento 

de la obligación que constituye el objeto de su derecho”
430

, la reparación integral que debe 

ordenar el juez cuando considera que hay violaciones de DESC, podría dirigirse al 

cumplimiento del contenido básico y esencial del DESC vulnerado, cuando el caso lo 

requiera. Esta apreciación en vista de que esa es la forma de gozar del derecho de la forma 

más adecuada posible. También, porque en virtud de los principios para el ejercicio de los 

derechos, todos estos al ser justiciables podrían implicar que la sentencia del juez pueda 

envolver el empleo de “la dimensión prestacional de los derechos fundamentales, [misma 

que] se concreta en actividades de hacer”
431

. Esto, sin perjuicio de las demás compensaciones 

que al caso le sean aplicables en virtud de la LOGJCC.  

 

Siendo la justiciabilidad de los DESC una realidad tanto a nivel nacional como 

internacional, queda todavía analizar cómo debe fallar un juez cuando se interpone una acción 

de protección alegando la vulneración de DESC en contra de privados, situación que bajo la 

                                                 
428 

CIDH. Informe sobre los derechos humanos en Ecuador.  1996. Pág. 25 

429 
Parra, Oscar,  et al.  Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Óp. 

cit. ,  pág.  139 

430 
Víctor Abramovich y Christian Courtis.  “Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y 

culturales”. La aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos por los tribunales locales.  

Abregú, Martín, Courtis,  Christian (coords.).  Buenos Aires: Editores del Puerto, 1998. Pág. 297.  

431
 Martínez Pujalte,  Antonio. “Dimensión prestacional de los derechos fundamentales e 

inconstitucionalidad por omisión”. Los Derechos Fundamentales en el Sistema Constitucional.  Antonio 

Martínez Pujalte y Tomás De Domingo (Coords.).  Granada: Editorial COMARES, 2001. Pág. 147 
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legislación ecuatoriana es permitida.  
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Capítulo 3 La Justiciabilidad de los DESC frente a privados a través de 

las acciones de protección 

 

El presente capítulo tiene como finalidad demostrar que los DESC son plenamente 

justiciables frente a personas particulares. Se expondrán los fundamentos que permiten que 

una persona, cuyos derechos económicos, sociales y culturales han sido vulnerados, por una 

persona natural o jurídica que no representa al Estado, pueda interponer una acción de 

protección ante los jueces ecuatorianos.  

 

Según afirma el Preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, es 

esencial que en cada Estado los bienes jurídicos fundamentales “sean protegidos por un 

régimen de derecho”. Por ello vemos que en los países democráticos existen normas de rango 

constitucional y legal cuya finalidad es salvaguardar los derechos humanos en caso de 

amenaza o de vulneración, provenga de quien provenga. Por consiguiente, no es equivocado 

sostener que los derechos humanos son realidades juridificadas cuya presencia se da tanto en 

el ámbito de las relaciones entre el Estado y las personas sujetas a su jurisdicción como en el 

plano de las relaciones privadas. Dentro del ordenamiento jurídico propio del Estado social de 

derecho los derechos fundamentales del ser humano tienen eficacia aun entre particulares
432

. 

 

Así, los supuestos para que una persona pueda interponer una acción de protección en 

contra de un particular han sido establecidos en el artículo 88 de la Constitución ecuatoriana, 

y 4.4. de la LOGJCC. En el presente estudio, se hará énfasis sólo en los supuestos en donde el 

particular actúa sin ninguna relación con el Estado. Así, la norma constitucional citada 

establece que las acciones de protección proceden en contra de particulares, “si la violación 

de derecho provoca daño grave, (…) o si la persona afectada se encuentra en estado de 

subordinación, indefensión o discriminación”
433

. En lo que respecta a la LOGJCC, la acción 

se interpone contra todo acto u omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado, 

que provoque un daño grave, cuando la persona afectada se encuentre en estado de 

                                                 
432 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.  Las obligaciones 

del Estado y los particulares frente a los derechos humanos. Pronunciamiento del 8 de mayo del 2006.  
http://www.hchr.org.co/publico/pronunciamientos/ponencias/imprimir.php3?texto= po0680.txt.  (acceso: 

16/02/15).  
433 

Constitución de la República del Ecuador.  Óp. cit. ,  artículo 88.  

http://www.hchr.org.co/publico/pronunciamientos/ponencias/imprimir.php3?texto=po0680.txt
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subordinación o indefensión frente a un poder económico, social, cultural, religioso o de 

cualquier otro tipo. También procede frente a todo acto de discriminación
434

.   

 

Cabe recalcar, que ambas normas consagran que debe probarse el daño grave, situación 

que dependerá de la interpretación del juez en el caso concreto debido a la amplitud del 

término. En relación a la situación del afectado frente a la persona particular, “basta demostrar 

la relación de subordinación,  indefensión o discriminación”
435

. Es importante señalar que la 

legislación ecuatoriana consagra también la justiciabilidad de los DESC frente a cualquier 

acto de discriminación, pudiendo provenir éste de un particular. De esta forma, la norma 

nacional se adecúa y fortalece al carácter de ius cogens de la prohibición de no 

discriminación, en donde una de las más significativas manifestaciones al respecto es la 

Opinión Consultiva 18 de la CoIDH en el año 2003.  

 

De igual manera, se exteriorizarán ciertos retos que el juez constitucional debe afrontar 

para hacer a los DESC justiciables. Esto es, la presencia del principio de progresividad en 

materia de estos derechos, mismo que debe ser tomado en cuenta al momento de interpretarse 

las normas vulneradas. Dicho principio del desarrollo progresivo de los derechos entraría en 

conflicto con el principio constitucional de aplicación inmediata de los derechos. Por tanto, en 

el presente capítulo se propondrá una forma de interpretar dichos principios, tomando en 

cuenta el contenido y el estado del derecho vulnerado.  

 

 También, se formularán lineamientos relacionados con la reparación integral que la 

autoridad competente debe establecer motivadamente cuando se ha demostrado la vulneración 

de los derechos de la víctima. En virtud de que “la palabra reparación hace referencia a un 

amplio rango de medidas que pueden adoptarse a una violación real ”
436

, se mencionarán las 

medidas que el juez debería optar para hacer más efectivos a los DESC.  

                                                 
434 

Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Óp. cit.  artículo 41.  

435 Cordero, David. “¿Al fin una garantía jurisdiccional que funciona? Análisis de la acción constitucional 

de protección”. Nuevas Instituciones del Derecho Constitucional Ecuatoriano.  Luis Saavedra, David Cordero 

(Editores).  Quito: INREDH, 2009. Pág. 252 

436 
Jhoel Escudero. “Reconocimiento constitucional del derecho a la reparación integral”.  Manual de 

Justicia Constitucional Ecuatoriana.  Jorge Benavides, Jhoel Escudero (Coords.).  Quito: Corte Constitucional 

del Ecuador, 2003. Pág. 275 
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3.1  Las acciones de protección pueden interponerse contra personas 

naturales o jurídicas del sector privado en virtud del artículo 88 de la 

Constitución y 41.4 de la LOGJCC  

 

Autores como Lucie Lamarche indicaron que la naturaleza de los DESC es colectiva y 

que establecen únicamente obligaciones parciales de medios cuya apreciación establece 

únicamente obligaciones a través de programas públicos
437

. También se ha expresado que los 

DESC, al tener un contenido económico, le corresponde su cumplimiento al Estado, quien no 

está en capacidad de hacerse cargo de que todas las personas los disfruten
438

. En el mismo 

sentido, doctrinarios como Abramovich y Courtis, en mención al autor Hayek, establecieron 

que los DESC implican sólo obligaciones hacia el Estado, quien empleará recursos públicos 

para su cumplimiento
439

, o que en relación a los DESC “la prestación estatal representa 

verdaderamente la sustancia, el núcleo, el contenido esencial del derecho”
440

.  

 

Sin embargo, en el presente acápite se explicará cómo es posible que personas 

particulares puedan ser responsables por violaciones a los DESC. Se tomarán en cuenta 4 

fundamentos que permiten que a un privado se le demande a través de una acción de 

protección por vulneraciones a los DESC de otra persona. El primer fundamento se basa en 

que los sujetos destinatarios de los derechos ya no son exclusivamente las autoridades 

judiciales, y que cualquier persona que se encuentre en situación de poder puede ser 

responsable de violaciones a los derechos de los demás
441

. Este fundamento que justifica la 

responsabilidad de particulares, en base a la necesidad del Estado de controlar abusos por 

parte de grupos socio-económicos dominantes. 

 

                                                 
437 

 Lamarche, Lucie. “Les droits économiques et sociaux de la personne sous le contrôle de la société 

civile”. Etique économique des droits de l’homme. Friburgo: Ediciones Universitarias, 1998. Pág. 327. 
438 

Zimerman, Silvina. “El camino emprendido por los jueces hacia el control de convencionalidad. Los 

derechos econòmicos, sociales y culturales”. El control de convencionalidad. Susana Albanese (Coord.). Buenos 

Aires: EDIAR, 2008. Pág. 269. 
439 Víctor Abramovich y Christian Courtis.  “Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y 

culturales.  Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales” . Óp. cit. ,  pág. 284. 
440 

Contreras Peláez, Francisco. Derechos Sociales: Teoría e Ideología.  Madrid, 1994. Pág. 21  
441 

Ávila, Ramiro. “Los principios de aplicación de los derechos”. Nuevas Instituciones del Derecho 
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El segundo fundamento consistirá en exponer la responsabilidad de los particulares con 

relación a los DESC, por las Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, fuente vital del derecho internacional de los derechos humanos. Se 

presentará un tercer fundamento, que tiene su origen en la posibilidad de que el Estado, al 

ratificar un tratado internacional de derechos humanos, tenga un margen de apreciación para 

desarrollar el contenido de sus normas a través de su legislación interna. 

 

Finalmente, el último fundamento tiene que ver con el cumplimiento de las obligaciones 

internacionales por parte del Estado y la prevención de sanciones a nivel internacional por el 

incumplimiento de las mismas. Esto, toda vez que “sólo la construcción de sistemas internos 

funcionales en la protección de los Derechos Humanos pueden permitir saltos cualitativos en 

la calidad y en el fortalecimiento de los sistemas universal y regionales de protección”
442

. 

 

3.1.1 La responsabilidad de los particulares a partir de la necesidad del 

Estado de controlar a grupos con alta influencia sobre los DESC 

 

Un deber primordial del Estado es “garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce 

de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en 

particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua”
443

. Sin 

prejuicio de las obligaciones internacionales que el Estado asume en beneficio de las 

personas, la posibilidad de que particulares sean responsables de violaciones a los DESC 

puede ser vista como una necesidad del Estado para cumplir con sus deberes para con las 

personas. Esto, en virtud del crecimiento de grupos con gran poder, y que tienen facilidades 

de vulnerar a los DESC de las personas. 

 

El artículo constitucional antes citado guarda perfecta relación con los fundamentos que 

permiten la justiciabilidad de DESC ante privados. Sin embargo, conviene en este momento 

hacer referencia a la necesidad del Estado de establecer que particulares pueden ser 

                                                 
442 

Valverde, Ricardo. “La globalización de los derechos humanos como imperativo ético y sociológico de 

la comunidad internacional del siglo XXI”. Justicia, Libertad y Derechos Humanos.  Thomas Bürgenthal,  Juan 

Sobrado (Coords.).  San José: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2003. Pág.844 
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Constitución de la República del Ecuador. Óp. cit. ,  artículo 3.  
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responsables de violaciones a DESC, por el motivo ya mencionado. Esto es, por “la existencia 

de poderíos transnacionales en lo económico y lo político, que operan imponiendo cursos 

históricos sin deliberación social ni consulta a nadie que no sean ellos mismos, ha generado la 

contra tendencia de erigir barreras a la imposición arbitraria”
444

. Por esta razón se ha 

instaurado la posibilidad de que particulares sean responsables de vulneraciones a DESC.  

 

El autor David Cordero, en alusión al fundamento en mención, expresó que:  

[L]a necesidad de esta nueva legitimación pasiva nace de dos consideraciones: la 

primera, que no sólo son los Estados quienes pueden violentar los derechos humanos, la 

globalización y el neoliberalismo han impulsado la creación de grupos empresariales con 

más dinero y poder que varios Estados juntos, estos grupos empresariales inclusive llegan a 

tener fuerzas paramilitares propias, muchos juristas y filósofos consideran que la misión de 

los Estados en nuestros tiempos es proteger al ser humano de estos grupos. En segundo 

lugar, toma en cuenta que el sistema de justicia ordinaria no basta para garantizar todos los 

derechos humanos recogidos en la Constitución y los instrumentos internacionales, sobre 

todo en un Estado de tradición civilista como el ecuatoriano, donde la mayor parte del 

sistema de justicia ordinario está concebido para proteger derechos patrimoniales
445

. 

 

También esta regulación debe ser vista como una necesidad estatal, toda vez que:  

El paradigma de la democracia estatal se ha hecho insuficiente pese a que los Estados 

siguen siendo protagonistas del orden internacional y pueden todavía actuar eficazmente 

para frenar esos efectos perversos del nuevo sistema de relaciones económicas, políticas, 

sociales y culturales que se hacen realidad más allá de las fronteras
446

.  

 

Estos grupos económicos, o grupos paramilitares, cuya influencia puede generar 

graves violaciones, como a los derechos laborales por parte de multinacionales influenciadas 

por la tecnología, ponen en considerable riesgo al Estado, cuya intervención podría llegar a 

ser insuficiente, y como resultado de esa insuficiencia podría ser responsable 

internacionalmente por las actividades de estos grupos. Por esta razón, el poder interponer 

acciones de protección frente a privados resulta ser una positiva reacción adoptada por el 

Estado para frenar accionares de grupos con considerable poder sobre la sociedad.  

                                                 
444
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 Como efecto de la posibilidad de que un particular sea responsable de violaciones a 

los DESC, “el rol del Estado en los últimos años ha variado fundamentalmente y su función 

de proveedor de bienestar hoy ha sido puesto en discusión rediseñándose su papel y 

disminuyendo su participación”
447

. Por eso, han surgido varios instrumentos para evitar la 

responsabilidad de vulneraciones de DESC por parte de privados. Así, en 2011 se adoptaron 

por parte del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, los Principios Rectores sobre las 

Empresas y los Derechos Humanos, que aunque carezca de fuerza vinculante al ser doctrina 

del Derecho Internacional Público, marcan positivos lineamentos a ser seguidos por 

particulares. Dentro de esta normativa, el artículo 11 de dichos Principios instituye que “las 

empresas deben respetar los derechos humanos. (…) deben abstenerse de infringir los 

derechos humanos de terceros y hacer frente a las consecuencias negativas”
448

. También, este 

instrumento establece que:  

Como parte de su deber de protección contra las violaciones de derechos humanos 

relacionadas con actividades empresariales, los Estados deben tomar medidas apropiadas 

para garantizar, por las vías judiciales, (…) que cuando se produzcan ese tipo de abusos en 

su territorio y/o jurisdicción, los afectados puedan acceder a mecanismos de reparación 

eficaces
449

. 

 

Otros instrumentos que regulan dicha situación son las Normas de Naciones Unidas sobre 

Empresas Transnacionales y Otras Empresas Comerciales en Materia de Derechos Humanos. 

También es importante el Informe del Representante Especial del Secretario General para la 

cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas, realizado 

por John Ruggie en marzo del 2011, o la Declaración de las Organizaciones Sociales, 

Sindicales, No Gubernamentales, Representantes de los Pueblos Indígenas y Comunidades 

Afectadas, Convocada a la Consulta Regional del Representante Especial del Secretario 

General de Naciones Unidas para Derechos Humanos, Empresas Transnacionales y Otras 

Empresas. También no se debe dejar de lado a los ya citados Principios de Limburgo
450

, y 
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Garretón, Roberto. “La sociedad civil como agente de promoción de los derechos económicos,  

sociales y culturales”. Óp. cit. ,  pág. 75 
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El artículo 40 establece la prohibición de que particulares cometan actos de discriminación en perjuicio 
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Directrices de Maastricht
451

, instrumentos que hacen también referencia a la responsabilidad 

de privados con relación a los DESC.  

 

De esta forma se aprecia cómo el Estado, y la Comunidad Internacional, por la necesidad 

de emplear una “fiscalización de las políticas estatales y de la actuación de actores privados 

que impactan con sus acciones en el ejercicio de aquellos derechos básicos”
452

, ha establecido 

la responsabilidad de particulares por violaciones a los DESC. Así, esta medida puede ser 

vista como una reacción que hace frente a los actos que puedan acontecer, en donde grupos 

económicos y particulares con poder sobre las personas bajo su subordinación o mandato, 

vulneren los derechos de las personas.  

 

Toda vez que se ha justificado la posibilidad de que se presenten acciones de protección 

en contra de particulares cuando ha existido una violación a DESC, como una necesidad 

estatal de controlar a grupos de poder económico o social, conviene hacer referencia al 

segundo fundamento que permite la justiciabilidad de los DESC frente a particulares.  

 

3.1.2 La responsabilidad de los particulares a partir del cumplimiento 

de las Observaciones Generales de Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales por parte del Ecuador  

 

Las Observaciones Generales emitidas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales también han influido en que los DESC sean plenamente justiciables ante los 

particulares. Por tanto, el cumplimiento de dichas Observaciones por el Ecuador es también 

un fundamento de la responsabilidad de particulares por violaciones a los DESC. Sus 

Observaciones Generales deben ser acatadas en virtud de que son fuente del Derecho 

internacional. Al respecto, conviene aclarar que dichas Observaciones, al ser 

                                                 
451  La directriz 15.d establece que el Estado es responsable por la omisión de regulación de las 

actividades de particulares en perjuicio de los DESC, y la número 18, que el Estado, como obligado a 
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derechos económicos, sociales y culturales.  Estudio de los estándares fijados por el sistema interamericano de 

derechos humanos”. OEA/ Ser L./V/II.  129. Doc. 4 del 7 de diciembre del 2007, párr. 239.  

http://www.cidh.org/countryrep/AccesoDESC07sp/Accesodescv.sp.htm. (acceso: 16/02/15).  
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“pronunciamientos adoptados por un órgano competente a fin de interpretar o aclarar el 

contenido, alcance o valor jurídico de una disposición contenida en la normativa 

internacional”
453

, deben ser cumplidas por el Estado. Así, éstas deben ser aplicadas por los 

jueces, toda vez que es una cuestión de suma transcendencia, y estrechamente vinculada al 

reconocimiento de la obligatoriedad de la aplicación de los tratados internacionales por parte 

de los tribunales locales, “el respeto por parte de los jueces locales de la opinión de los 

órganos de interpretación de la normativa internacional”
454

. 

 

De esta forma, conviene entonces hacer referencia a las Observaciones Generales 

emitidas por el Comité DESC, relacionadas con la responsabilidad que tienen los particulares 

frente a los DESC. 

 

En la Observación General No.4, relacionada con el derecho a una vivienda adecuada, el 

Comité estableció que: 

Las medidas destinadas a satisfacer las obligaciones del Estado Parte con respecto al 

derecho a una vivienda adecuada pueden consistir en una mezcla de medidas del sector 

público y privado que consideren apropiadas. El Comité considera que muchos elementos 

componentes del derecho a la vivienda adecuada son por lo menos conformes con la 

disposición de recursos jurídicos internos. Según el sistema jurídico tales esferas incluyen, 

pero no están limitadas a: a) apelaciones jurídicas destinadas a evitar desahucios planeados o 

demoliciones mediante la emisión de mandatos de los tribunales; b) procedimientos jurídicos 

que buscan indemnización después de un desahucio ilegal; c) reclamaciones contra acciones 

ilegales realizadas o apoyadas por los propietarios (sean públicos o privados) en relación con 

los niveles de alquiler, mantenimiento de la vivienda y discriminación racial u otras formas 

de discriminación; d) denuncias de cualquier forma de discriminación en la asignación y 

disponibilidad de acceso a la vivienda; y e) reclamaciones contra los propietarios acerca de 

condiciones de viviendas insalubres o inadecuadas
455

. 
 

De igual forma, el Comité, en su Observación No.5 relacionada con las personas con 

discapacidad estableció la necesidad de que el sector privado se mantenga dentro de los 

límites apropiados para velar por el trato equitativo de las personas con discapacidad. Fijó 

también, que por el surgimiento del sector privado como prestador de servicios de salud, es 

esencial que el empelado privado (…) no quede exento de estar sometido a las normas de no 
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O´ Donell,  Daniel.  Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Óp. cit. ,  pág. 28.  
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discriminación con las personas con discapacidad
456

. También, en lo que respecta al derecho a 

una alimentación adecuada, el Comité señaló que “todos los miembros de la sociedad, a saber, 

los particulares (…) y el sector empresarial, son responsables de la realización del derecho a 

una alimentación adecuada. El Estado debería crear un medio que facilitara el ejercicio de 

esas responsabilidades”
457

; y que los Estados “deben adoptar medidas adecuadas tendientes a 

garantizar que las actividades del sector privado y de la sociedad civil sean conformes con el 

derecho a la alimentación”
458

.  

 

La Observación No. 14 sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, 

estableció que los establecimientos, bienes y servicios de salud, sean públicos o privados, 

deberían estar al alcance de todos. También, la Observación No. 16 implantó algo similar en 

lo que respecta al acceso a un empleo en el sector privado, así como la prestación de servicios 

de pensiones privados a garantizar el derecho a la licencia por maternidad o paternidad
459

. De 

igual forma, dicha Observación reitera la obligación del Estado de adoptar medidas internas 

para evitar su posterior responsabilidad internacional, cuando mencionó que los Estados 

deben tomar medidas apropiadas para “eliminar la violencia contra hombres y mujeres y 

actuarán con la diligencia debida para prevenir, investigar, mediar, castigar y obtener 

reparación por los actos de violencia cometidos contra ellos por actores privados”
460

. 

 

La Observación No. 18 indicó que “todos los elementos de la sociedad, individuos, 

familias, sindicatos, organizaciones y sector privado, tienen responsabilidades en lo tocante a 

la realización del derecho del trabajo”
461

, teniendo los particulares también la obligación de 

establecer políticas conforme a los DESC en lo que respecta a la creación del trabajo, las 

políticas de contratación, la terminación de la relación laboral, y el acceso no discriminatorio 

al trabajo
462

. 
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En lo que respecta al derecho a la seguridad social, el Comité estableció que las formas de 

seguridad social privadas, deben respetar los elementos esenciales del derecho a la seguridad 

social
463

. También, instauró que “el derecho a la seguridad social incluye el derecho a no ser 

sometido a restricciones arbitrarias o poco razonables (…) ya sea del sector público o del 

privado”
464

, en donde el incumplimiento con el derecho a la seguridad social debe implicar 

“la imposición de una sanción”
465

. 

 

En lo relacionado con la prohibición de discriminación y la responsabilidad de 

particulares, el Comité observó que: 

A menudo se observan casos de discriminación en la familia, el lugar de trabajo y otros 

sectores de la sociedad. Por ejemplo, los actores del sector privado de la vivienda (como los 

propietarios de viviendas privadas, los proveedores de crédito o los proveedores de viviendas 

públicas) pueden negar directa o indirectamente el acceso a una vivienda o a hipotecas por 

motivos de etnia, estado civil, discapacidad u orientación sexual, mientras que algunas 

familias pueden negarse a escolarizar a sus hijas. Los Estados partes deben por lo tanto 

aprobar medidas, incluidas leyes, para velar por que los individuos y entidades no apliquen 

los motivos prohibidos de discriminación en la esfera privada
466

. 

Para combatir la discriminación será necesario, por lo general, un planteamiento integral 

que incluya una diversidad de leyes, políticas y programas, incluidas medidas especiales de 

carácter temporal. Los Estados partes deben considerar la posibilidad de emplear incentivos 

o sanciones para alentar a los actores públicos y privados a modificar su actitud y su 

comportamiento frente a los individuos y grupos de individuos que son objeto de 

discriminación sistémica
467

. 

En los planes, las políticas, las estrategias y la legislación nacionales debe preverse el 

establecimiento de mecanismos e instituciones que aborden de manera eficaz el carácter 

individual y estructural del daño ocasionado por la discriminación en la esfera de los 

derechos económicos, sociales y culturales. Entre las instituciones que se ocupan de las 

denuncias de discriminación se suelen incluir los tribunales, las autoridades administrativas, 

las instituciones nacionales de derechos humanos y/o los defensores del pueblo, que deben 

ser accesibles a todos sin discriminación alguna. Estas instituciones deben investigar o 

juzgar las denuncias que se consideren pertinentes y abordar en forma independiente las 

presuntas violaciones relacionadas con el artículo 2.2, incluidas las acciones u omisiones de 

actores privados
468

. 

 

La responsabilidad de particulares también ha sido tomada en cuenta por el Comité. En su 

Observación General 21, expresó que las violaciones a este derecho “pueden ocurrir por la 
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acción directa de un Estado parte o de entidades o instituciones que el Estado parte no regula 

(…) en particular las del sector privado”
469

.  

 

No está demás reiterar que dentro de las medidas que el Estado debe adoptar, “además de 

las legislativas, está la de ofrecer recursos judiciales”
470

 en donde el Estado, en virtud de la 

obligación de adopción de medidas legislativas, consagrada en el PIDESC, puede establecer 

que éstos sean responsables por violaciones entre particulares. De esta forma se aprecia como 

los particulares son responsables también del cumplimiento de los DESC, en donde el Estado, 

tomando en cuenta que las Observaciones Generales son una fuente fundamental del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, ha instaurado sus recomendaciones para mejor 

protección de los DESC en el Ecuador. A continuación se hará referencia a la responsabilidad 

de particulares en relación a los DESC a partir del desarrollo de un tratado adoptado por el 

Ecuador, en base al margen de discrecionalidad que el Estado tiene.  

3.1.3 La responsabilidad de los particulares a partir del desarrollo del 

contenido de las normas de los Tratados Internacionales de Derechos 

Humanos ratificados por el Estado 

 

Para fundamentar la responsabilidad de particulares en relación a los DESC, se debe  

tener en cuenta la forma cómo se adopta el tratado internacional, y cómo pasa a ser parte del 

ordenamiento interno. En Ecuador, se podría decir que nos basamos en un sistema monista, 

este implica que: 

 [A]mbos ordenamientos jurídicos, el interno y el internacional, se interconectan y se 

constituyen en un único sistema jurídico estrechamente relacionado, donde los tratados 

internaciones se incorporan de forma automática luego de haber sido ratificados 

soberanamente por los Estados, y por ende, también se constituyen en normas e aplicación 

inmediata
471

. 

 

En ese sentido, la legislación ecuatoriana efectivamente tipifica la incorporación 

automática, dicha acción implica que: 
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[L]a ratificación de una norma internacional vigente la convierte en parte del derecho 

interno. En el plano del derecho internacional, el responsable sigue siendo el Estado: sin 

embargo, en el plano del derecho interno, la cuestión se modifica sustancialmente. Si la 

norma internacional consagra derechos que configuran posiciones jurídicas en las que los 

particulares son sujetos pasivos, esos derechos, una vez convertidos en derecho doméstico, 

son fuente directa de obligaciones entre particulares
472

. 

 

Sin embargo, a pesar de que la Constitución establece que en relación a los tratados  

internacionales de derechos humanos “se aplicarán los principios pro ser humano, de no 

restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula abierta establecidos en la 

Constitución”
473

, la Carta Magna establece que “la Constitución y los tratados internacionales 

de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables 

contenidos en la Constitución, prevalecerán”
474

. Por tanto, se puede establecer que el sistema 

monista de Ecuador no es absoluto, sino moderado. Este sistema “parte de la unificación de 

los órdenes en un solo sistema, con la diferencia de que considera que las relaciones entre el 

Derecho Interno y el internacional son de coordinación y no de subordinación del uno al 

otro”
475

. Este sistema es el que se aplica en el Ecuador, porque la primacía de la Constitución 

no excluye la primacía de ciertas normas del Derecho Internacional. 

 

Ahora que se definió que el tratado de derechos humanos es parte del derecho interno por 

su sola ratificación, el fundamento que permite que los particulares sean responsables por 

violaciones a los DESC, se basa en el margen de discreción que pueden tener los Estados al 

desarrollar el contenido de un Tratado de Derechos Humanos. Este margen implica que “cada 

Estado, de manera soberana, puede elegir y optar, dentro de múltiples alternativas, por los 

mecanismos idóneos para la garantía de los derechos humanos”
476

. Se trata de una situación 

en donde los Estados pueden, en aplicación de un tratado internacional, definir los límites y 
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restricciones de los derechos contenidos en el tratado, siempre sujetos a los órganos de 

monitoreo y supervisión del cumplimiento de las obligaciones contenidas en el tratado, y bajo 

los lineamientos del mismo. Esto implica también, que “aunque los tratados dejen un margen 

de considerable al Estado para elegir las medidas internas a adoptar a efectos de cumplir con 

sus obligaciones, esto de ninguna manera significa que la discrecionalidad del Estado sea 

completa”
477

. 

 

Este margen de discreción implica también una conexión entre el tratado y la normativa 

interna, toda vez que la protección internacional de los derechos humanos es “de naturaleza 

convencional o coadyuvante, o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 

Estados”
478

. Dicha situación justifica, que el margen de apreciación de los Estados se aplique 

también como una conexión de sistemas, aplicado para el cumplimiento de las obligaciones 

asumidas en virtud del tratado, y siempre teniendo en cuenta y respetando su contenido. Por 

esta razón, en este caso el margen de discrecionalidad puede comprenderse bajo un sentido 

estructural, esto es, como una doctrina que aborda los límites o la intensidad de escrutinio que 

ejercen los tribunales internacionales de derechos humanos
479

 en lo que respecta a la 

responsabilidad de los particulares. De esta forma, el órgano de control del tratado respeta, 

que ciertas decisiones se tomen a nivel nacional siendo una de estas, la definición de la 

responsabilidad de particulares por violaciones a loa DESC, materia de competencia de los 

órganos nacionales. 

 

En el mismo sentido, el autor Christian Courtis reconoció que ha habido una tarea de 

especificación normativa tendiente a concretar el contenido de los tratados internacionales de 

derechos humanos, tarea ha estado en manos de la legislatura
480

. Este fundamento se 

encuentra en varias manifestaciones de la Corte, la cual en su Opinión Consultiva No. 4 

reconoció el margen de discreción de los Estados en lo que respecta ciertas políticas públicas 
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relacionadas con derechos contenidos en tratados de derechos humanos
481

. También, en su 

Opinión Consultiva 2, cuando expresó que:  

Los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular, la 

Convención Americana, no son tratados multilaterales de tipo tradicional, concluidos en 

función de un intercambio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo de los Estados 

contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de los seres 

humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 

frente a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, 

los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen 

varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su 

jurisdicción
482

. 

 

Dicho desarrollo del contenido de los tratados de derechos humanos tiene también su 

origen en las ya mencionadas normas obligaciones que imponen al Estado el deber de adoptar 

medidas de carácter interno para el pleno ejercicio de los derechos, lo que implica la adopción 

de medidas legislativas para mejor garantía de los derechos humanos de una forma que el 

Estado considere conveniente. Así, el Estado en cumplimiento con sus obligaciones también 

tiene este margen de discrecionalidad para el desarrollo del tratado dentro de su 

jurisdicción
483

.  

 

Los instrumentos que consagran la obligación de adecuación normativa no establecen 

expresamente que dichas medidas deben incluir el que particulares sean responsables, el 

fundamento se encuentra en el margen de discrecionalidad antes mencionado. Dicho margen 

de apreciación “concede al Estado, o lo habilita en gran medida para imponer obligaciones a 

particulares, siempre que esa imposición esté dirigida a hacer efectivos los derechos 

consagrados por aquellos tratados”
 484

. En el mismo sentido, se ha manifestado que: 

Como los titulares de los derechos humanos son las personas, la imposición de 

obligaciones a otros individuos para garantizar esos derechos significa, en muchos casos, el 

establecimiento, por vía reglamentaria, de relaciones derecho-obligación entre particulares, 

generadas por vía de la reglamentación de un derecho contenido en un pacto internacional. 

Aunque no se trate de un contenido ordenado por el pacto de derechos humanos, lo cierto es 

que el pacto autoriza la imposición de la obligación sobre particulares, y en esa medida, la 
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reglamentación opera como norma que otorga eficacia a un derecho humano en las 

relaciones particulares
485

. 

 

Tampoco se debe dejar de lado, que a pesar de que la responsabilidad de particulares se 

justifique en la adopción automática de un tratado de derechos humanos que contiene 

obligaciones hacia el Estado, como la de adecuación normativa, hay autores que consideran 

que los tratados, a pesar de contener obligaciones que asumen los Estados, son direccionados 

también hacia privados. Por ejemplo, Courtis mencionó que los tratados como el PIDESC 

importan también obligaciones hacia particulares, estableciendo que es evidente que los 

empleadores privados son responsables del cumplimiento del Pacto, esto, debido a que el 

Estado no puede ser empleador de toda su población
486

.  Por tanto, el desarrollo de un tratado 

de derechos humanos, en especial los que versan sobre DESC, pueden brindar ese margen de 

discreción que permita a los Estados, sin ir en contra de dicho instrumento, el establecer que 

particulares sean responsables por violaciones a los DESC. 

 

De esta forma, el que la legislación interna ecuatoriana establezca la responsabilidad de 

particulares por violaciones a DESC, se posesiona también como un margen de 

discrecionalidad estatal direccionado a la garantía de los derechos de las personas. Esto, 

porque el margen de discrecionalidad permite que el Estado, en perfecta armonía con las 

obligaciones que deben cumplirse en virtud del tratado, y conforme a sus lineamientos, 

desarrolle dicho contenido para mejor garantía y respeto de los derechos. Esta situación se 

relaciona perfectamente con el fundamento que será expuesto en las líneas siguientes, debido 

a que el incumplimiento de las obligaciones generales de un tratado acarrea la responsabilidad 

internacional del Estado.   

3.1.4 La responsabilidad de los particulares a partir de las obligaciones 

asumidas por el Estado en virtud de los Tratados Internacionales de 

Derechos Humanos 
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Como se ha indicado, “al ratificar un tratado de derechos humanos, los Estados partes se 

obligan a adoptar medidas para hacer efectivos los derechos consagrados en esos 

instrumentos”
487

. Así, la presencia de las acciones de protección como recurso tendiente a la 

protección de los DESC, es una medida de hacer efectivos estos derechos, como se analizó en 

líneas anteriores. Sin embargo, conviene exponer el fundamento que permite que en virtud de 

los tratados internacionales de derechos humanos, los particulares puedan ser responsables 

por violaciones de DESC.  

 

Varias disposiciones de Tratados Internacionales de Derechos Humanos justifican la 

posibilidad de que un particular sea responsable por violaciones a los DESC. Así, el ya citado 

artículo 8 de la DUDH consagra el derecho a un recurso que ampare a las personas contra 

violaciones de sus derechos. También, las obligaciones del PIDESC y del Protocolo de San 

Salvador, consagran la obligación del Estado de adoptar acciones para la efectividad de los 

DESC, y de adoptar medidas legislativas internas para la plena efectividad de los mismos. De 

igual forma, el artículo 25 de la CADH  consagra el derecho a un recurso judicial efectivo, 

ampliamente desarrollado en líneas anteriores. Todo esto resume el hecho que “los tribunales 

internos tienen a su cargo velar por el pleno respeto y garantía de todas las obligaciones 

internacionales asumidas por los distintos países en materia de derechos humanos, incluidas 

las incorporadas en el PIDESC”
488

. 

 

Teniendo el Estado la obligación de instaurar a la acción de protección, como recurso 

efectivo para la protección de los derechos humanos, la razón por la que la legislación 

ecuatoriana establece que las acciones de protección, que denuncian vulneraciones de DESC, 

pueden interponerse en contra de agentes privados, no significa un supuesto en donde el 

Estado transfiere sus obligaciones asumidas en virtud de tratados internacionales, a las 

personas sujetas a su jurisdicción. Al contrario, implica que el Ecuador se encuentra 

cumpliendo con sus obligaciones asumidas en virtud de los tratados internacionales de 

derechos humanos. Así, la responsabilidad de particulares frente a los DESC nace de la 
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cit. ,  pág.   817. 

488 
Víctor Abramovich y Christian Courtis.  “Fuentes de interpretación de los tratados internacionales de 

derechos humanos por los órganos internos. El caso de los derechos económicos, sociales y culturales”. Óp. 

cit. ,  pág. 101 
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obligación de los Estados de establecer recursos internos para la protección de los derechos 

humanos de las personas, garantizando a su vez, que “los actores privados, entre ellos las 

empresas, no los violen”
489

.  

 

También, no se debe dejar de lado que un claro fundamento para establecer que 

particulares pueden ser responsables de vulneraciones de DESC, aparte de consistir en el 

cumplimiento de obligaciones internacionales, tiene su fundamento en evitar sanciones de 

carácter internacional. Así: 

 Cuando el derecho nacional establece obligaciones entre particulares, la vulneración de 

la obligación por parte de un particular, la correlativa afectación del derecho contra su titular 

y la ausencia de sanción o reparación genera responsabilidad del Estado por falta de 

protección
490

.  

 

En este sentido, se debe hacer especial énfasis en la CADH, debido a que por las 

vulneraciones de los derechos que consagra este instrumento, puede haber consecuencias 

impuestas por la CoIDH
491

. Sin embargo, no se debe dejar de lado que el incumplimiento de 

las obligaciones asumidas en virtud de los tratados internacionales, trae consigo 

consecuencias como el incumplimiento del principio pacta sunt servanda
492

; la formulación 

de recomendaciones y observaciones por medio de órganos competentes, como podrían ser en 

este caso concreto, el Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos de la 

ONU, los informes anuales emitidos por la CIDH, las recomendaciones y observaciones del 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales emitidas en aplicación del PIDESC, o 

por medio de informes de relatores especiales; o incluso podría darse el reproche político de 

los Estados miembros del tratado internacional.  

 

Para este estudio conviene referirse a las consecuencias impuestas por la Corte, toda vez 

que se tratan de sanciones provenientes de un sistema jurisdiccional. Estas consecuencias 

pueden provenir de la vulneración de las obligaciones que tiene el Ecuador de garantía, 
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respeto de los derechos humanos, de adopción de medidas de derecho interno
493

. Por tanto, 

uno de los fundamentos para establecer la responsabilidad de los particulares, implica una 

forma de garantizar y hacer respetar los derechos. En el mismo sentido el autor Pedro Nikken 

ha establecido que:  

[E]l pacto de San José establece fundamentalmente deberes para los Estados, 

particularmente en lo que se refiere al respeto y garantía de los derechos humanos. La 

violación de tales derechos por un particular debe estar conceptuada como ilícita por el 

ordenamiento interno, el cual ha de proveer, además, todo lo necesario para que tales 

violaciones sean debidamente investigadas, sus autores identificados y soportar las 

consecuencias de la violación según el Derecho Interno
494

. 

 

Por tanto, frente a escenarios donde se está en presencia de acciones u omisiones de 

personas particulares, las violaciones a DESC en perjuicio de otra persona “son también 

susceptibles de ser consideradas como “hechos de Estado”, y de engendrar una 

responsabilidad internacional, si ellas constituyen el incumplimiento de una obligación 

internacional”
495

. En el mismo sentido, se ha manifestado que:  

 [S]i los derechos humanos son violados, sea por particulares, sea por un agente no 

identificado, pero en el caso queda establecido que el Estado no cumplió con el deber de 

garantía del libre y pleno ejercicio de los mismos a toda persona bajo su jurisdicción, como 

ocurre cuando el hecho lesivo no fue debidamente prevenido; o cuando no fue investigado 

con el fin de esclarecerlo y, además, identificar a los responsables y aplicarles la sanción 

correspondiente a la infracción cometida, según la gravedad de esta y las disposiciones 

pertinentes del derecho interno
496

. 
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Todo menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana, en especial de 
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Como ya se ha detallado, esta responsabilidad internacional del Estado nacería         “no 

solamente por actos emanados directamente de sus órganos o funcionarios, o de otras 

instituciones públicas, sino también de particulares, si actúan por cuenta del Estado o con su 

aquiescencia”
497

. Esta situación acarrearía la responsabilidad internacional del Estado por “la 

falta de diligencia en la prevención, investigación, sanción y reparación de la violación”
498

 

cometida
499

. Así, el Estado puede, para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones 

internacionales, establecer que un particular puede ser responsable de violaciones a los DESC. 

Esta es una forma de prevenir sanciones futuras, toda vez que la responsabilidad internacional 

del Estado surge en el momento mismo de la ocurrencia de un hecho ilícito que le sea 

atribuible en violación de sus obligaciones adquiridas en virtud de un tratado de derechos 

humanos
500

, incluso cuando esta violación implica que el Estado toleró y no tomó cartas en el 

asunto frente a una violación a derechos humanos cometida por un particular
501

. En el mismo 

sentido la Corte expresó que: 

 Los supuestos de responsabilidad estatal por violación a los derechos consagrados en la 

Convención, pueden ser tanto las acciones u omisiones atribuibles a órganos o funcionarios 

del Estado, como la omisión del Estado en prevenir que terceros vulneren los bienes 

jurídicos que protegen los derechos humanos
502

. 

 

El establecer que particulares podrán ser responsables por violaciones a DESC, como una 

forma de cumplir con las obligaciones del Estado ecuatoriano, y a su vez evitar sanciones 

internacionales, es una acción positiva, en virtud de que en varias ocasiones la Corte ha 

sancionado a los Estados por actos cometidos por terceros. Así, la primera sentencia sobre el 

fondo en un caso contencioso emitida por este órgano estableció que:  

[E]n principio, es imputable al Estado toda violación a los derechos reconocidos por la 

Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de 

los poderes que ostentan por su carácter oficial. No obstante, no se agotan allí las situaciones 

en las cuales un Estado está obligado a prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los 
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derechos humanos, ni los supuestos en que su responsabilidad puede verse comprometida 

por efecto de una lesión a esos derechos. En efecto, un hecho ilícito violatorio de los 

derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por 

ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la trasgresión, 

puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, 

sino por falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos 

requeridos por la Convención
503

. 

 

También, la CoIDH en una de sus Opiniones Consultivas indicó que: 

Existe una obligación de respeto de los derechos humanos entre particulares. Esto es, de 

la obligación positiva de asegurar la efectividad de los derechos humanos protegidos, que 

existe en cabeza de los Estados, se derivan efectos en relación con terceros (erga omnes). 

Dicha obligación ha sido desarrollada por la doctrina jurídica y, particularmente, por la 

teoría del Drittwirkung, según la cual los derechos fundamentales deben ser respetados tanto 

por los poderes públicos como por los particulares en relación con otros particulares
504

. 
 

En el mismo sentido, el Tribunal reiteró que el Estado puede hacer de los particulares 

responsables de violaciones a los derechos, por incumplimiento de sus obligaciones de 

respeto y garantía, como lo expresó en el Caso Ximenes Lopes:   

La Corte, además, ha establecido que la responsabilidad estatal también puede generarse 

por actos de particulares en principio no atribuibles al Estado. Las obligaciones erga omnes  

que tienen los Estados de respetar y garantizar las normas de protección, y de asegurar la 

efectividad de los derechos, proyectan sus efectos más allá de la relación entre sus agentes y 

las personas sometidas a su jurisdicción, pues se manifiestan en la obligación positiva del 

Estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los 

derechos humanos en las relaciones inter-individuales
505

. 

 

Un reconocido ex juez de la Corte Interamericana, estableció que las obligaciones erga 

omnes de protección a las que se refiere la jurisprudencia del caso Ximenes Lopes, tienen una 

dimensión vertical, que vincula a los particulares y sus relaciones interindividuales. De esta 

forma, el jurista fijó que “en cuanto a la dimensión vertical, la obligación general consagrada 

en el artículo 1.1 de la Convención Americana (…) genera efectos erga omnes, alcanzando las 

relaciones del individuo con el poder público cuando con otros particulares
506

. 

 

También, en el caso Ximenes Lopes, la Corte hizo una especial referencia a la 
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responsabilidad estatal por actos de particulares en lo que respecta a la salud de las personas. 

Los jueces expresaron que:  

La falta del deber de regular y fiscalizar genera responsabilidad internacional en razón 

de que los Estados son responsables tanto por los actos de las entidades públicas como 

privadas que prestan atención de salud, ya que bajo la Convención Americana los supuestos 

de responsabilidad internacional comprenden los actos de las entidades privadas que estén 

actuando con capacidad estatal, así como actos de terceros, cuando el Estado falta a su deber 

de regularlos y fiscalizarlos. La obligación de los Estados de regular no se agota, por lo 

tanto, en los hospitales que prestan servicios públicos, sino que abarca toda y cualquier 

institución de salud
507

. 

 

En la ya mencionada Opinión Consultiva 18 la Corte reiteró que el Estado, en 

cumplimiento con sus obligaciones de respeto y garantía, puede regular las relaciones 

interindividuales. Así, los jueces establecieron que:  

De esta manera, la obligación de respeto y garantía de los derechos humanos, que 

normalmente tiene sus efectos en las relaciones entre los Estados y los individuos sometidos 

a su jurisdicción, también proyecta sus efectos en las relaciones interindividuales. En lo que 

atañe a la presente Opinión Consultiva, dichos efectos de la obligación de respeto de los 

derechos humanos en las relaciones entre particulares se especifican en el marco de la 

relación laboral privada, en la que el empleador debe respetar los derechos humanos de sus 

trabajadores. La obligación impuesta por el respeto y garantía de los derechos humanos 

frente a terceros se basa también en que los Estados son los que determinan su ordenamiento 

jurídico, el cual regula las relaciones entre particulares y, por lo tanto, el derecho privado, 

por lo que deben también velar para que en esas relaciones privadas entre terceros se 

respeten los derechos humanos, ya que de lo contrario el Estado puede resultar responsable 

de la violación de los derechos
508

. 

 

En otra ocasión, la Corte condenó al Estado por actos realizados por particulares. Así, en 

el Caso de la Masacre de Pueblo Bello, los jueces expresaron que:  

[S]i bien la masacre de Pueblo Bello ocurrida en enero de 1990 fue organizada y 

perpetrada por miembros de grupos paramilitares, aquella no habría podido ejecutarse si 

hubiere existido protección efectiva de la población civil en una situación de riesgo 

razonablemente previsible por parte de miembros de las Fuerzas Armadas o de seguridad del 

Estado. Ciertamente no existen pruebas ante este Tribunal que demuestren que el Estado 

dirigiera directamente la ejecución de la masacre o que existiese un nexo entre miembros del 

Ejército y los grupos paramilitares o una delegación de funciones públicas de aquél a éstos. 

No obstante, la responsabilidad por los actos de los miembros del grupo paramilitar en este 

caso en particular es atribuible al Estado en la medida en que éste no adoptó diligentemente 

las medidas necesarias para proteger a la población civil en función de las circunstancias 

descritas
509

. 
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También, en el Caso de la masacre de Mapiripán, los jueces reiteraron la obligación erga 

omnes del Estado de respeto y garantía de los derechos de todas las personas. Aseguraron que 

“esas obligaciones del Estado (…) se manifiestan también en la obligación positiva del Estado 

de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los derechos 

humanos en las relaciones inter individuales”
510

. 

 

Es de vital importancia lo señalado por la jurisprudencia del caso Valle Jaramillo, en 

donde la Corte volvió a reiterar la obligación del Estado de regular las relaciones 

interindividuales:  

Por otro lado, la Corte ha reconocido que un Estado no puede ser responsable por 

cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su 

jurisdicción. Es decir, aunque un acto, omisión o hecho de un particular tenga como 

consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de otro particular, 

aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias 

particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía. En efecto, el 

carácter erga omnes de las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados no 

implica una responsabilidad ilimitada de éstos frente a cualquier acto o hecho de 

particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los 

particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una 

situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a 

las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo
511

. 

 

Siendo la obligación de respeto y garantía de los derechos, una obligación erga omnes, 

éstas contenidas en la CADH “también tienen un efecto entre los particulares en sus 

relaciones inter individuales, (…) de tal suerte que dicho efecto trae como consecuencia para 

los particulares entre sí, la obligación del respeto a los derechos humanos”
512

. 

 

El Estado, también en cumplimiento con sus obligaciones internacionales de no 

discriminación consagradas en la CAHD, ha establecido la responsabilidad de particulares, 

cuando ha existido un acto de discriminación, como lo dispone la Constitución y la Ley. En 

ese sentido, la Corte en la ya mencionada Opinión Consultiva No.18 expresó que el Estado, 

así actúe a nivel nacional o internacional, por actos de particulares empleados “bajo su 

tolerancia, aquiescencia o negligencia, no puede actuar en contra del principio de igualdad y 
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no discriminación, en perjuicio de un determinado grupo de personas”
513

. En ese sentido, el 

Comité de Derechos Humanos expresó que el Estado debe decidir cuáles son las medidas que 

adoptará para evitar que se cometan dentro de su jurisdicción actos de discriminación
514

. Por 

tanto, siendo la prohibición de discriminación una norma de ius cogens, la sola 

implementación de una medida que permita a particulares ser responsables por actos de 

discriminación de DESC en perjuicio de otros, termina siendo una acción positiva para evitar 

que en el territorio ecuatoriano se cometan actos de discriminación.   

 

Otra forma que fundamenta la responsabilidad de un particular por violaciones a los 

DESC, es el cumplimiento de la obligación de adoptar medidas de derecho interno. Las 

medidas legislativas, como la que permite que un particular sea responsable por violaciones a 

los DDHH, es también una clara manifestación de la garantía de los derechos de las personas. 

En este sentido, este compromiso implica “una responsabilidad individual que se regula por 

las reglas de Derecho interno que el Estado debe dictar, según el artículo 2 de la Convención, 

para asegurar la efectividad de los derechos y libertades reconocidos por ella”
515

. No está de 

más reiterar, que el incumplimiento de esta obligación también puede implicar una 

responsabilidad internacional del Estado
516

.  

 

Siendo “el Estado (…) el único garante de orden público emanado de la Convención, 

dentro de su respectiva jurisdicción”
517

, se ha consagrado en Ecuador la posibilidad de que 

particulares sean responsables por violaciones de DESC. Esto implica que el Estado, en 

garantía de los DESC, ha instaurado un proceso tendiente a que particulares sean responsables 

por violaciones a los DESC, en donde pueden verse obligados a cumplir con una reparación 

integral relacionada con dichos derechos mediante una sentencia emitida por un juez 

competente. Cabe recalcar, que el Estado, a pesar de no ser legitimario pasivo en estos 

procesos, debe velar por el efectivo desarrollo del proceso y el cumplimiento de la sentencia. 
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Esto, porque “si esa garantía no es efectiva, la responsabilidad internacional recaerá sobre el 

mismo Estado, aunque el hecho lesivo se origine en un particular”
 
, toda vez que “el Estado 

sigue siendo el principal responsable del cumplimiento de las normas internacionales”
518

. 

 

Así, el Estado en cumplimiento con sus obligaciones internacionales, y con la intención 

de evitar sanciones a nivel internacional impuestas por la CoIDH, ha establecido que lo 

particulares podrán ser responsables de violaciones a los DESC de otras personas.  

 

De esta forma se aprecia cómo las personas particulares efectivamente pueden ser 

responsables por violaciones a los DESC de las personas en el Ecuador. Estas puede serlo en 

vista de la necesidad estatal de regular a grupos con notable influencia sobre los DESC, en 

virtud de lo dispuesto por las Observaciones Generales del Comité, por el desarrollo del 

tratado internacional en la legislación interna así como por el cumplimiento de las 

obligaciones que dicho tratado consagra. Por tanto, en base a los estándares internacionales y 

nacionales, conviene hacer referencia a la problemática que tendría el juez ecuatoriano, al 

momento de interpretar el principio de progresividad de los DESC, frente al de aplicación 

inmediata de los mismos.  

3.2 La aplicación del principio de progresividad y la interpretación que 

debe realizar el juez constitucional 

 

Se ha indicado que el principio de progresividad debe ser interpretado de forma exclusiva 

en beneficio del Estado. En el mismo sentido, se expresó que “los derechos económicos, 

sociales y culturales obligan sólo a los estados a promover acciones específicas en función de 

sus medios disponibles para su realización progresiva”
519

. De igual forma, se expresó que el 

principio de progresividad, y su interpretación, es materia exclusiva del Estado puesto que 

“éste contempla la obligación de los Estados de lograr el desarrollo progresivo de los 
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derechos económicos, sociales y culturales”
520

. También se ha dicho que el principio de 

progresividad sólo puede ser interpretado en el sentido de “definir metas a corto, mediano y 

largo plazo (…) y requiere el diseño de planes”
521

 por parte del Estado. 

 

Pero, a continuación se demostrará que un juez puede interpretar y aplicar este principio 

en un caso que envuelve una vulneración a un DESC por parte de un particular. Cuando se ha 

presentado una acción de protección en contra de un particular, y en la etapa de prueba se ha 

demostrado la vulneración del DESC, el juez adquiere un importante deber. Este deber 

consiste en realizar una correcta interpretación de principios relacionados con los DESC 

contenidos en los estándares internacionales establecidos más los tipificados en la 

Constitución y la Ley.  

 

El hecho que el juez deba someterse a los estándares internacionales es una plena 

manifestación del control de convencionalidad que deben realizar ex officio los jueces. Este 

control es también una manifestación del cumplimiento de las obligaciones asumidas en 

virtud de un tratado de derechos humanos por parte del Estado, e implica que cuando un 

Estado ha ratificado un instrumento de derechos humanos, los jueces, “como parte del aparato 

del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 

disposiciones [del instrumento] no se vean mermadas por la aplicación de las leyes contrarias 

a su objeto y fin”
522

.  

 

Este control importa también que los jueces nacionales deban desarrollar en el 

conocimiento de un caso
523

, “una serie de razonamientos que permitan la aplicación más 

amplia posible y el mayor respeto a las obligaciones establecidas por los tratados 
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internacionales”
524

. Los jueces, aparte de aplicar el contenido del tratado, deben también 

“tener en cuenta no solamente el tratado, sino también su interpretación”
525

, y deben verificar 

si “dichas leyes que aplicarán a un caso en particular resultan compatibles”
526

.   

 

Por tanto, toda vez que el juez tiene la obligación de emplear el control de 

convencionalidad de los tratados relacionados con DESC, tomando en cuenta el efecto útil del 

tratado, su objeto y fin así como el estándar internacional de protección de los derechos 

humanos
527

, debe interpretar los principios relacionados con ellos, como el de progresividad. 

En este caso, éste principio causaría complicaciones al juez, toda vez que este principio, por la 

posibilidad de la justiciabilidad de los DESC frente a particulares, dejaría de ser exclusivo del 

Estado, y debe por tanto el juez interpretarlo frente al principio de aplicación inmediata de los 

derechos humanos, consagrado en el artículo 11.3 de la Constitución.  

 

Como se observó a lo largo de este trabajo, el principio de progresividad, reconocido en 

el artículo 11.8 de la Constitución, implica que los DESC se deben cumplir  paulatinamente, y 

tomando en cuenta la disponibilidad de recursos del Estado. Exige por tanto, que el juez tome 

en cuenta “las realidades del mundo real y las dificultades que implica para cada país asegurar 

la plena efectividad de estos derechos”
528

. También, la jurisprudencia de la CoIDH expresó 

que, este principio se debe medir en función de la creciente cobertura de los DESC en 

general
529

.  

 

                                                 
524

Carbonell, Miguel. Introducción General al Control de Convencionalidad. Carbonell, Miguel. 

Introducción General al Control de Convencionalidad. México: Editorial Porrúa, 2013. Pág. 78 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3271/11.pdf. (acceso: 07/03/15). 
525 

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile.  Óp. cit. ,  párr.  124.  
526 

Carbonell, Miguel. Introducción General al Control de Convencionalidad. México: Editorial Porrúa, 

2013. Pág. 74. http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3271/11.pdf. (acceso: 07/03/15). 
527 

 Criterios fijados con el paso del tiempo por la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Vid.   Corte 

IDH. Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá.  Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186. Párr. 180.  
528 

Juan López y Lina García. “La obligación de progresividad de los derechos económicos, sociales y 

culturales: El caso de los servicios públicos en Colombia”. Realidades y Tendencias del Derecho en el Siglo 

XXI. Javier Celis, (Coords.).  Bogotá: Editorial Temis S.A.,  2010. Pág.231 

529 
Corte IDH. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Óp. cit., párr.147. 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3271/11.pdf
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3271/11.pdf


 

 

136 

Por otro lado, el principio de aplicación inmediata establece que el derecho reconocido 

será aplicado después de ser alegado ante el juez constitucional. Este principio implica que 

“cualquier norma jurídica que esté vigente y además sea válida, es decir, (…) que no se 

contradiga con los principios constitucionales, tiene que ser aplicada”
530

. 

 

El método más útil que podría utilizar el juez nacional, es el de la ponderación de 

principios. No está de más reiterar, que: 

 La ponderación consiste en establecer entre los dos principios en conflicto una jerarquía 

axiológica móvil. Una jerarquía axiológica móvil es una relación de valor creada (no por el 

derecho mismo, como la jerarquía de las fuentes), sino por el juez constitucional, mediante 

un juicio de valor comparativo, ósea, un enunciado que tiene la forma lógica: “el principio 

P1 tiene más valor que el principio P2”. Instituir una jerarquía axiológica se traduce en 

otorgarle a uno de los dos principios en conflicto un peso, una importancia ético-política, 

mayor respecto del otro. En consecuencia el principio que tiene más valor prevalece sobre el 

otro: se aplica mientras el otro se deja de lado
531

 

 

Otro principio aplicable para resolver conflictos entre principios, es el de 

proporcionalidad. Principio que significa que:  

El principio de proporcionalidad (es una) estructura de argumentación que se utiliza en 

la resolución de conflictos entre principios constitucionales, en virtud de la cual se establece 

que una medida que afecta a un principio constitucional está justificada si se orienta a la 

protección de un fin legítimo, es idónea y necesaria para alcanzarlo y, finalmente, la relación 

entre los impactos negativos de la medida y los beneficios de que ella se obtienen resulta ser 

proporcional en sentido estricto
532

. 

 

En este caso, se debe tomar en cuenta que el principio de progresividad es una obligación 

que implica que el Estado, con el paso del tiempo, cumplirá con el contenido de los DESC. 

Por tanto, si el juez, en un caso concreto, hiciera una interpretación favorable hacia este 

principio, podría estar trasladando una obligación exclusiva del Estado hacia un particular. 

Así, un juez no podría ordenar una reparación que implique que el particular cumpla 

progresivamente e indefinidamente con el derecho, porque en ese momento estaría 

atribuyéndole una obligación que le corresponde al Estado. Como se ha dicho a lo largo de 

este capítulo, la responsabilidad de particulares por violaciones de DESC nace del daño a 
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aquel derecho, que amerita la imposición de una sanción relacionada con el DESC vulnerado 

en el caso concreto, sin extenderse. Por eso no podría el juez, aplicando el principio de 

progresividad, imponer una sanción que implique el cumplimiento progresivo y creciente del 

derecho vulnerado, porque eso implicaría que un particular tenga que cumplir con una 

obligación del Estado.  

 

También, el juez debe darle mayor importancia al principio de aplicación inmediata de los 

derechos cuando éste tenga que verificar el cumplimiento con los niveles básicos y esenciales 

de los DESC. Esto, porque se trata de una obligación que debe ser asumida inmediatamente. 

Toda vez que “la aplicación de esta obligación de progresividad parte de unos niveles 

mínimos de garantía de cada uno de estos derechos”
533

, se puede establecer, que si el proceso 

se impulsa amparado en una situación en donde la víctima no goza de esos niveles, su 

interpretación debe direccionarse más hacia la aplicación inmediata del contenido del 

derecho, quitándole peso al principio de progresividad. En este supuesto, el juez debe atender 

al contenido fijado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales a través de 

sus Observaciones Generales, al contenido mínimo esencial de cada derecho de las 

legislaciones
534

, y también debe tomar en cuenta los tratados sobre la materia como lo es el 

PIDESC y el Protocolo de San Salvador, toda vez que estos instrumentos, “una vez 

ratificados, los tratados tienen fuerza vinculante y pueden ser invocados ante una autoridad 

judicial como cualquier otra norma vinculante”
535

.  

 

A pesar de todo, hay una situación en donde el juez si debe darle mayor importancia al 

principio de progresividad. Esto se da al momento de evaluar el estado del derecho vulnerado. 

Conviene recordar que éste principio, aparte de permitir el cumplimiento gradual de los 

DESC, sirve para evaluar el estado de cada derecho económico, social o cultural. Por tanto, el 

juez, al momento de interpretar, debe darle más peso al principio de progresividad frente al de 

aplicación inmediata, puesto a que el primero le permitirá acercarse más a la realidad y al 

                                                 
533 

Juan López y Lina García. “La obligación de progresividad de los derechos económicos, sociales y 

culturales: El caso de los servicios públicos en Colombia”. Óp. cit. ,  pág. 231 

534 
De la Cruz, Ramón.  “Exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales: una visión desde 

la legislación comparada”.  Los derechos humanos económicos sociales y culturales.  Luis Orcí y Víctor 

Martínez (Coords.).   México: Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2007. Pág. 279 
535 

Ávila, Ramiro. “Los principios de aplicación de los derechos”. Óp. cit. ,  pág. 48 



 

 

138 

estado del DESC vulnerado. Se debe tomar en cuenta el principio de progresividad porque 

“los jueces nacionales deben tener en cuenta esa interpretación ante una controversia en sede 

interna, so consecuencia de provocar, en caso contrario, una opinión negativa sobre el 

cumplimiento de las obligaciones del Estado en sede internacional”
536

 

 

El principio de “progresividad (…) está lejos de ser un permiso para dilatar la efectividad 

de los derechos consagrados”
537

. Por lo que en los casos en que se ha demandado la 

vulneración de DESC, el juez debe darle más importancia a este principio, en el sentido en 

que debe buscar el estado en que se encuentra el DESC vulnerado. Debe tomar en cuenta cual 

es el siguiente paso progresivo que puede hacer del derecho, uno efectivo. Así, el juez debe 

darle más importancia al desarrollo progresivo del DESC vulnerado, frente a su exigibilidad 

inmediata. Para que el juez haga esto, es necesario que revise la configuración concreta de los 

derechos establecidos en instrumentos internacionales de derechos humanos, y analice su 

estructura, contenido obligacional y sujetos activos y pasivos
538

. También, debe atender a 

indicadores de progreso del derecho conculcado. Estos indicadores son muy importantes toda 

vez que son “lineamientos desarrollados (…) para la evaluación y monitoreo de derechos 

económicos, sociales y culturales”
539

. Sirven también para la presentación de los informes de 

los Estados a los órganos del control
540

. Estos indicadores contienen las posibles estrategias 

para dotar de mayor operatividad a los estándares fijados para cada derecho; una propuesta 

metodológica de indicadores cuantitativos o señales de progreso cualitativas, con indicadores 

estructurales, de procesos y de resultados junto con niveles de análisis como lo es la recepción 

del derecho, la capacidad estatal y el contexto financiero y compromiso presupuestario; 

también contienen indicadores de igualdad, acceso a la justicia y acceso a la información y 
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participación; también contienen indicadores cuantitativos y de señales de progreso 

cualitativas relacionadas; finalmente contienen sugerencias y objetivos. 

 

También, el juzgador debe tener en cuenta que “le está prohibido aplicar políticas 

regresivas, entendiendo por tales aquellas que tengan por objeto o como efecto la disminución 

del estado de goce de los derechos económicos, sociales y culturales”
541

. Como consecuencia 

de esto, el juez, en su ejercicio de interpretación, debe tener en cuenta la prohibición de no 

regresividad. Tiene que tomar a consideración que, “si los Estados están obligados a mejorar 

las condiciones del ejercicio de los derechos y a moverse tan rápida y efectivamente como sea 

posible para garantizar su goce efectivo, están asumiendo, a su vez, la prohibición de adoptar 

medidas que empeoren la situación de los DESC”
542

, situación que se aplica también a 

particulares. Así, la interpretación del juez, cuando se ha comprobado el daño, no debe 

generar como resultado una situación que empeore a la víctima.  

 

De esta forma se aprecia cómo debe guiarse la interpretación del juez constitucional. A 

parte de tener en cuenta siempre el principio pro homine, en virtud de que todos los derechos 

los derechos humanos tienen dimensiones de cumplimiento inmediato y dimensiones de 

progresividad
543

, la interpretación del juez debe direccionarse hacia la aplicación inmediata, 

cuando se han vulnerado los contenido básicos y esenciales de los DESC, ya que éstas no 

están subordinadas a la progresividad y son de efecto inmediato
544

, y la progresiva, cuando el 

juez tenga que fijarse en el estado del DESC vulnerado para tomar una decisión. Finalmente 

conviene hacer mención a la posibilidad de que la reparación integral que debería dictar el 

juez en virtud de una vulneración a derechos económicos, sociales y culturales cumpla a su 

vez con el contenido material del derecho vulnerado.  
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3.3 La reparación integral que el agente privado debe cumplir por 

vulneración del derecho vulnerado  

 

Se ha expresado que “difícilmente se puede hacer que alguien esté obligado a colaborar 

en el bienestar de los otros, a hacer efectivos sus derechos sociales (…) no se puede interferir 

en su fortuna ni en nada de lo que haga”
545

. Conforme lo expresado por varios doctrinarios:  

Desde algunas posiciones teóricas, todas las obligaciones vinculadas con los derechos 

económicos, sociales y culturales tienden a entenderse como simples directivas de política 

pública dirigidas a los poderes públicos, de modo que, de acuerdo a estas visiones, las 

posibilidades de revisión judicial (…) son escasas
546

.  

 

También, se ha dicho que el cumplimiento de ciertos derechos como el de proveer fondos 

para la licencia de maternidad debe ser de cumplimiento exclusivo del Estado, a través de 

fondos públicos o instituciones de Seguridad Social
547

. De igual forma, se ha manifestado que 

son los Estados los que exclusivamente deben cumplir con los DESC en virtud de que se 

tratan de “garantías que se pondrán en marcha en el marco de un mandato público, con fondos 

públicos, o sea todos los fondos que se ejecutan por parte del Estado. Es por eso que estas 

medidas quedan inscriptas en la órbita de lo que llamamos política pública”
548

.  

 

Sin embargo, un particular puede verse obligado a cumplir con el contenido del DESC 

vulnerado a través de la reparación integral dictada por el juez. Cuando la vulneración al 

DESC alegado ha sido comprobada, y el juez ha determinado el estado del DESC que ha 

sufrido un detrimento, o no ha sido garantizado, en virtud del artículo 18 de la LOGJCC, debe 

dictar una reparación integral a favor de la víctima. El significado de reparación integral es el 

siguiente, etimológicamente “reparación” proviene del latín reparare, y la palabra “integral” 
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proviene del latín integralis. Esto implica, que el juez deberá adoptar ciertas medidas fijadas 

en parámetros internacionales y nacionales a favor de la víctima. Estas medidas se adoptan 

“atendiendo al tipo de violación, el impacto de la misma, las circunstancias del caso, de las 

demandas de los representantes y los criterios jurídicos internacionales”
549

. 

 

Dentro de los criterios internacionales, puede el juez ceñirse por lo establecido por el 

artículo 63 de la CADH, norma que establece que se dispondrá “que se garantice al lesionado 

en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá (…) que se reparen las 

consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y 

el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”. No siendo esta norma tan clara en 

relación a las medidas concretas que pueden adoptarse, es una norma consuetudinaria, y un 

principio fundamental del derecho
550

. La jurisprudencia de la Corte, misma que “ha 

destacado, (…), que la reparación de las violaciones cometidas constituye uno de los 

principios fundamentales del actual derecho internacional y que  la obligación de reparar se 

halla enmarcada en éste”
551

, ha desarrollado criterios de reparación. El doctrinario Carlos 

Beristain, ha sintetizado dichos criterios de la siguiente manera:  

 La restitución, que busca restablecer la situación previa de la víctima. Incluye entre 

otros, el restablecimiento de derechos, el retorno a su lugar de residencia, la devolución de 

bienes y el empleo. La indemnización se refiere a la compensación monetaria por daños y 

perjuicios. Incluye tanto daño material, como físico y moral. La rehabilitación alude a 

medidas tales como atención médica y psicológica, así como servicios legales y sociales que 

ayuden a las víctimas a readaptarse a la sociedad. Las medidas de satisfacción se refieren a la 

verificación de los hechos, conocimiento público de la verdad y actos de desagravio; las 

sanciones contra perpetradores; la conmemoración y tributo a las víctimas. Las garantías de 

no repetición pretenden asegurar que las víctimas no vuelvan a ser objeto de violaciones. 

También requieren reformas judiciales, institucionales y legales, cambios en los cuerpos de 

seguridad, promoción y respeto de los derechos humanos, para evitar la repetición de las 

violaciones
552

. 
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551 

Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Óp. cit., párr. 44. 

552
 Beristain, Carlos. Diálogos sobre la reparación: Experiencias en el sistema interamericano de 

derechos humanos.  Óp. cit., pág.13. Vid.  Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Óp. cit.,  párr. 

25, 30; Corte IDH. Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Óp. cit., párr. párr. 28; Caso Aloeboetoe y otros Vs. 

Surinam. Óp. cit., párr. 44. Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Óp. cit., párr. 61; Caso Bámaca Velásquez Vs. 

Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 39. 
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De igual forma, el doctrinario Nash Rojas sintetizó el criterio de la Corte, y estableció 

que: 

Las reparaciones consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer el efecto de 

las violaciones cometidas. Por ello, la reparación del daño ocasionado por la infracción de 

una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio 

in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior a la violación. La 

Corte estima que de no ser posible la plena restitución, se debe ordenar que se adopten una 

serie de medidas para que, además de garantizarse el respeto de los derechos conculcados, se 

reparen las consecuencias que produjeron las infracciones y se efectúe el pago de una 

indemnización como compensación por los daños ocasionados en el caso pertinente. Esas 

medidas deben comprender las diferentes formas como un Estado puede hacer frente a la 

responsabilidad internacional en la que incurrió, para lo cual debe adoptar medidas de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y medidas de no repetición. La 

indemnización en tales casos tiene el objeto primordial de reparar los daños reales, tanto 

materiales como morales, sufridos por las partes lesionadas. El cálculo de los daños y 

perjuicios sufridos debe necesariamente ser proporcional a “la gravedad de las violaciones y 

del perjuicio resultante
553

.  

 

A nivel nacional, el ya citado artículo 18 establece las medidas de reparación que se 

deben dictar. Dicho artículo dispone una reparación por el daño material e inmaterial, y hace 

referencia a las medidas de reparación como: 

 [L]a restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la 

rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de 

remitir a la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de 

reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de 

salud
554

. 
 

El autor Ramiro Ávila, interpretando las normas ecuatorianas, estableció que: 

La reparación en derechos humanos es integral. El principio rector es volver las cosas al 

mismo estado anterior a la violación de los derechos humanos. Si esto no es posible, el juez 

debe tener la amplitud suficiente para resolver el caso de forma adecuada y total. Uno de los 

aspectos es a cuantificación monetaria, otra es el impacto personal y social de la violación, la 

obligación de prevenir que a futuro pueda suceder otra vez la violación
555

. 

 

Por lo expuesto en la cita anterior, la restitución del derecho debe ser prioridad para el 

juez
556

, supuesto que cabría en el caso en donde se ha privado a la persona de su DESC, y 

                                                 
553 Nash, Claudio. Las reparaciones ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Santiago de 

Chile: Universidad de Chile, Facultad de Derecho, 2009. Pág. 131. 

http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/14.pdf (acceso: 18/02/15).  
554 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Óp. cit., artículo 18.  

555
Ávila, Ramiro. Las garantías constitucionales: restricción o fortalecimiento.   Óp. cit. ,  pág. 17.  

556 
La jurisprudencia de la Corte ha establecido que primero se debe restituir el derecho a su situación 

anterior,  si eso no es posible se debe acudir a una indemnización pecuniaria.  Vid. Corte IDH. Caso de la 

"Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia.  Óp. cit. ,  párr. 244, 245.  

http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/14.pdf
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para su restitución sea necesario el cumplimiento material de ese derecho, situación que 

cabría perfectamente, por ejemplo cuando a un alumno de una institución lo han expulsado 

arbitrariamente de sus clases, el juez podría ordenar su reincorporación. La otra forma de 

reparación establecida en el Ecuador, es la reparación material. Esta comprenderá “la 

compensación por la pérdida o detrimento de los ingresos de las personas afectadas, los gastos 

efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario”
557

. Por otro 

lado, la reparación por el daño inmaterial consiste en “la compensación, mediante el pago de 

una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, por los 

sufrimientos y aflicciones causadas a la persona afectada directamente y a sus allegados”
558

. 

Finalmente, establece la normativa ecuatoriana que “la reparación se realizará en función del 

tipo de violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la afectación 

al proyecto de vida”
559

. La disposición antes citada encaja perfectamente con la obligación del 

juez de analizar el estado del DESC vulnerado.  

 

Dentro del supuesto en donde el juez debe dictar una reparación integral cuando ha 

existido una violación a un DESC, dentro de lo posible y, atendiendo al tipo de violación, y el 

derecho vulnerado, debe dictar una reparación integral que se direccione hacia el 

cumplimiento material del DESC vulnerado. Esto, porque la reparación integral pretende 

romper el paradigma tradicional, de que, la indemnización pecuniaria a la víctima, resarce 

definitivamente los daños producidos por violación a sus derechos; la reparación se debe 

dirigir a la consecución de medidas a favor de las víctimas o afectados por la violación de 

derechos humanos
560

. Así, en el supuesto en donde el afectado no goza de los niveles básicos 

y esenciales del derecho, la reparación dictada por el juez debe darle mayor énfasis en que el 

demandado cumpla con ese nivel. Conviene mencionar, que los estándares de reparación de la 

LOGJCC mencionados se relacionan con este supuesto, y aunque aplicables, no se menciona 

el cumplimiento material del derecho, con excepción a las vulneraciones al derecho a la salud.  

 

 La compensación económica debe aplicarse cuando no pueda ordenarse el cumplimiento 

                                                 
557 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Óp. cit. ,  artículo 18. 
558 

Ibíd. 
559 Ibíd.  
560  

Jaramillo,  Verónica.  Las Garantías Jurisdiccionales en el Sistema Jurídico Ecuatoriano.  Quito: 

Corporación de Estudios y Publicaciones, 2011. Pág. 149 
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de ningún nivel del DESC vulnerado, o cuando sea imposible volver al derecho a su estado 

anterior
561

. Las disculpas públicas pueden aplicarse siempre, pero en virtud del contenido de 

cada DESC, estas pasan a un segundo plano. También, la reparación efectivamente siempre 

deberá atender al proyecto de vida de la víctima, siendo esto un criterio muy importante, 

relacionado con los DESC, y reconocido por la jurisprudencia de la CoIDH en relación a la 

realización de la víctima como ser humano
562

. 

 

La indemnización por daño material podría aplicarse, también en los supuestos en donde 

no se puede obligar a la persona a cumplir con ningún nivel del DESC vulnerado, y solo se 

pueda ordenar una compensación pecuniaria, misma que si se puede relacionar con los DESC. 

Por ejemplo, si a un trabajador lo despidieron arbitrariamente, el juez podría ordenar su 

reingreso, más el pago de los meses que dejó de laborar.  

 

Lo dispuesto en relación a la reparación inmaterial se ajusta perfectamente al contenido 

de los DESC, debido a que en virtud de esta reparación, el juez puede ordenar la entrega de 

bienes o servicios. Por ejemplo, en base a este criterio de reparación, el juez, en un caso en 

donde un banco ha negado un crédito exclusivamente para la vivienda, podría ordenar la 

entrega del crédito. Sin embargo, el fundamento de esta reparación, aunque aplicable a cada 

caso, es el daño moral y sufrimiento psicológico, por lo que el fundamento de la reparación se 

aleja de  provenir del contenido del derecho vulnerado.  

 

 Si es que el nivel básico y esencial ya se ha cumplido, en relación a la interpretación del 

juez que se habló en líneas anteriores, el juez, acudiendo a los indicadores de progreso de los 

DESC en el país, así como a estándares internacionales como los fijados en las Observaciones 

del Comité, debería dictar una reparación en donde el demandado se vea obligado a cumplir 

principalmente con el nivel siguiente que merece el derecho conculcado. Si es que dentro del 

nivel de vulneración del derecho se evidencia que no puede obligarse al demandado a cumplir 

                                                 
561 

Corte IDH. Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Reparaciones y Costas. Óp. cit. ,  párr. 62; Caso Bámaca 

Velásquez Vs. Guatemala. Óp. cit. ,  párr. 40; Corte IDH. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Óp. cit. ,  párr. 123 124; 

Caso de la “Panel Blanca" (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 

de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 80; Caso Castillo Páez Vs. Perú. Óp. cit. ,  párr. 52; y Caso Garrido y 

Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 41. 

562 
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Cançado Trindade y A. Abreu B. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42, párr. 17. 
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con ningún nivel del derecho, la tarea del juez se aliviana, en el sentido en que puede dictar 

una reparación tradicional establecida en la ley, como lo son las disculpas públicas o 

indemnizaciones monetarias, medida que se alejan del contenido en sí de los DESC, pero que 

no dejan de ser importantes.  

 

Cabe mencionar que, a pesar de que el juez deba darle mayor importancia el principio de 

progresividad cuando el contenido mínimo ya se ha cumplido, no debe darle mayor valor a la 

disponibilidad de recursos de la persona. Es deber del juzgador justificar razonadamente la 

aplicación de la reparación integral a fin de que en esa parte la resolución determine 

proporcionalmente los remedios jurídicos con relación a los derechos fundamentales 

afectados y caso por caso
563

, y porque la naturaleza de la reparación ordenada en sentencia, es 

la de una sanción. Esto no implica que se le deba aplicar las disposiciones que permiten tomar 

en cuenta la disponibilidad de recursos de la persona demandada. Sin embargo esto no 

significa que el juez no deba utilizar el principio de proporcionalidad, cuya importancia ha 

sido ampliamente reconocida en las sentencias de la CoIDH
564

. Esta sanción será cumplida 

por una sola vez, sin que la persona demandada tenga que a futuro seguir cumpliendo con los 

demás niveles del derecho vulnerado, caso contrario, el particular se vería cumpliendo con 

obligaciones que son exclusivas del Estado, situación que no es aceptable.  

 

A partir del cumplimiento de la sentencia, dependiendo del caso en concreto, sigue siendo 

el Estado el obligado a cumplir con los DESC de esa persona, una sentencia en contra no 

significa que a futuro el demandado tenga que seguir cumpliendo con las obligaciones del 

Estado asumidas en virtud de tratados internacionales. Esto, sin perjuicio de otras posibles 

demandas que se interpongan, si la víctima vuelve a sufrir un daño grave, un acto 

discriminatorio, o se encuentra en una situación de subordinación. Por tanto, en la reparación, 

el juez tomará en cuenta el criterio de proporcionalidad. 

 

También, debe tomarse en cuenta que el ordenar el cumplimiento con algún nivel material 

                                                 
563 
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Vs. Perú. Óp. cit. ,  párr. 42; Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie 

C No. 56, párr. 36; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Óp. cit. ,  párr. 
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del DESC vulnerado es perfectamente aceptable dentro de la jurisprudencia interamericana. 

Como se señaló en el Capítulo 2 de este estudio, la Corte ha ordenado en varias ocasiones el 

otorgamiento de educación, becas, planes médicos de salud, entre otros, a las víctimas de 

violaciones de los derechos humanos. Así, el juez, que está obligado a interpretar también 

estas manifestaciones jurisprudenciales, puede ordenar el cumplimiento material del derecho.  

 

De esta forma se aprecia como el juez, cuando deba ordenar una reparación integral por 

vulneraciones a DESC, debe darle mayor preocupación a una reparación que se relacione con 

la efectividad de gozar del derecho vulnerado y así se puede ordenar el cumplimiento material 

del DESC en detrimento. Dentro de lo posible, las indemnizaciones pecuniarias, de 

satisfacción, garantías de no repetición y rehabilitación, a pesar de que ser importantes 

también, deben estar presentes pero en segundo plano, debido a que el juez debe darle mayor 

importancia al cumplimiento material del DESC vulnerado, dentro del estado en que dicho 

derecho se encuentre, en base a los estándares internacionales, y nacionales.  
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Capítulo 4 Conclusiones 

 

Del presente análisis se puede concluir que la única diferencia entre los derechos 

económicos, sociales y culturales y los civiles y políticos, es su origen político así como su 

diferenciación por grados. Los DESC, al igual que los civiles y políticos implican 

obligaciones de abstención, como lo sería en el caso de la obligación del Estado de abstenerse 

de dañar al derecho a la educación de una persona. También pueden ser exigibles de forma 

inmediata, como lo son en el plano del contenido básico y esencial de cada derecho 

económico, social y cultural. De igual forma, los DESC pueden ser cumplidos sin la necesaria 

erogación de recursos económicos, como lo sería en el caso de la obligación de abstención de 

interferir con derecho a alimentos de una persona. 

 

Tanto los derechos económicos, sociales y culturales, como los civiles y políticos son 

indivisibles e interdependientes y merecen igual aplicación, promoción, respeto y garantía.  

 

Los derechos económicos, sociales y culturales son plenamente exigibles y justiciables a 

nivel internacional, a través del Comité DESC, mismo que en virtud de la entrada en vigencia 

del Protocolo Facultativo del PIDESC, es competente para conocer denuncias individuales 

por la vulneración de las normas contenidas en el PIDESC, denuncias entre Estados por 

violaciones al instrumento antes mencionado y por el mecanismo operativo de investigación, 

mismo que es impulsado por el propio Comité, y emitir sus observaciones y recomendaciones 

sobre un caso en concreto en donde el Estado ha vulnerado los DESC de las personas. 

 

A nivel regional son también justiciables los DESC, toda vez que la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, en virtud de sus facultades cuasi-jurisdiccionales, es 

competente para conocer denuncias sobre vulneraciones a los derechos contenidos en la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, y a otros instrumentos como el Protocolo 

de San Salvador. Así en este punto se puede dar una justiciabilidad de los DESC directa, en 

virtud del artículo 26 de la Convención, o por la directa violación a las normas de la 

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, así como las normas justiciables 

de dicho Protocolo de San Salvador relacionadas con los derechos sindicales y a la educación. 

De igual forma, en virtud de la interdependencia de los derechos, la CIDH ha declarado como 
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vulnerados DESC a través de derechos civiles y políticos. Finalmente, la CIDH, sin perjuicio 

de las normas violentadas, ha dictado en varias ocasiones medidas de reparación relacionadas 

con el cumplimiento material de los DESC. 

 

También, la justiciabilidad de los DESC se la aprecia a través de la Corte Interamericana. 

Esta, dentro de sus facultades jurisdiccionales, ha declarado que el Estado ha sido responsable 

por vulneraciones a los DESC de forma directa como de forma indirecta, relacionando a los 

DESC como derechos como a la propiedad, vida y debido proceso. Al igual que con la CIDH, 

la Corte en varias de sus decisiones, sin perjuicio del derecho vulnerado, ha ordenado como 

reparación integral, que el Estado cumpla con varias medidas tendientes al cumplimiento de 

los DESC, como establecer becas educativas, pagar planes médicos, una vivienda adecuada, 

entre otros. 

 

A nivel nacional, los DESC también son justiciables. El Estado ecuatoriano, en 

cumplimiento con las obligaciones contenidas en los artículos 1, 2, 8 y 25 de la CADH y 1, 2 

del PIDESC, Protocolo de San Salvador, entre otros, ha instaurado un proceso tendiente a la 

protección eficaz de los derechos humanos, como lo ha hecho en virtud de la acción de 

protección. A su vez, la normativa interna de Ecuador establece que todos los derechos serán 

justiciables y de inmediata aplicación, por lo que nada impide que se inicie un proceso en 

donde se denuncia una vulneración de DESC de las personas. Esto también es visto como una 

plena manifestación del neo-constitucionalismo que se vive en Ecuador, en donde se han 

instaurado las Garantías Jurisdiccionales para mejor protección de los derechos de las 

personas. 

 

La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales contra personas 

particulares es posible. Esta no implica un traslado de las obligaciones exclusivas del Estado 

asumidas en virtud de los tratados internacionales. Su fundamento se encuentra en la 

necesidad estatal de controlar a grupos con considerable poder para poner en riesgo a los 

derechos económicos, sociales y culturales; por el cumplimiento de las Observaciones 

Generales del Comité DESC, mismas que son una fuente importante dentro del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos; en virtud del desarrollo del contenido de un tratado 

de derechos humanos ratificado por un Estado, mismo que va de la mano del  fundamento en 
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donde el Estado, en cumplimiento con sus obligaciones asumidas en virtud de los tratados de 

derechos humanos, ha establecido que particulares pueden ser responsables de violaciones a 

los DESC, y para evitar responsabilidades internacionales determinadas por los órganos de 

control de dichos tratados.   

 

Los particulares pueden ser responsables de violaciones a los DESC de otros. Cuando se 

ha presentado una acción de protección por tal motivo, el juez puede interpretar el principio 

de progresividad, mismo que no termina siendo exclusivo del Estado. Así, la interpretación 

del juez tiene que dar preferencia a este principio al momento de analizar la situación actual 

del DESC vulnerado, para determinar cuál es el siguiente paso a seguir en virtud del principio 

de progresividad. El juez debe darle favorabilidad al principio de aplicación inmediata de los 

derechos cuando se han incumplido con los contenidos básicos y esenciales de los DESC 

vulnerados.  

 

Es posible que el juez, en virtud de la reparación integral que debe dictar cuando se ha 

probado la violación de los DESC de las víctimas, ordene que la persona demandada cumpla 

con el contenido material del DESC vulnerado, siempre y cuando las circunstancias del caso 

le sean aplicables. Aunque en segundo plano, también deberá dictar las medidas tradicionales 

de reparación como lo son las medidas de rehabilitación, disculpas públicas, garantías de no 

repetición. 
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